[image: Cover]
 [image: ]

Manual de contabilidad de las Administraciones Locales

Coordinador

Enrique Barreres Amores

Edición continuadora de la obra publicada por Faura-Casas en 2014, actualizada y puesta al día.

[image: ]






MANUAL DE CONTABILIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES LOCALES

Coordinador:

Enrique Barreres Amores

Jefe del Servicio de Contabilidad

Área de Hacienda y Administración General

Departamento de Intervención

Autores:

Enrique Barreres Amores

Isabel Brusca Alijarde

Emmanuel Fructuoso Sáez

Enrique Marimón Hoyos

Francisco Maroto García

Vicente Montesinos Julve

Matilde Prieto

Pere Ruiz Espinós



 





 


	© Autores, 2021

	© Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A.


	 

	Wolters Kluwer Legal & Regulatory España

	C/ Collado Mediano, 9

	28231 Las Rozas (Madrid)

	
Tel: 91 602 01 82

	
e-mail: clienteslaley@wolterskluwer.es

	
http://www.wolterskluwer.es


	 

	
Primera edición: Septiembre 2021

	
Depósito Legal: M-24393-2021

	
ISBN versión impresa (Obra Completa): 978-84-7052-856-9

	
ISBN versión electrónica: 978-84-7052-857-6

	 

	Diseño, Preimpresión e Impresión: Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A.

	Printed in Spain

	 

	
© Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A. Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.

	Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a Cedro (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.

	El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.

	WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA no será responsable de las opiniones vertidas por los autores de los contenidos, así como en foros, chats, u cualesquiera otras herramientas de participación. Igualmente, WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA se exime de las posibles vulneraciones de derechos de propiedad intelectual y que sean imputables a dichos autores.

	WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA queda eximida de cualquier responsabilidad por los daños y perjuicios de toda naturaleza que puedan deberse a la falta de veracidad, exactitud, exhaustividad y/o actualidad de los contenidos transmitidos, difundidos, almacenados, puestos a disposición o recibidos, obtenidos o a los que se haya accedido a través de sus PRODUCTOS. Ni tampoco por los Contenidos prestados u ofertados por terceras personas o entidades.

	WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA se reserva el derecho de eliminación de aquellos contenidos que resulten inveraces, inexactos y contrarios a la ley, la moral, el orden público y las buenas costumbres.

	
Nota de la Editorial: El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resoluciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumplimiento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error o incidencia en esta materia.









Prólogo

Carlos Mazón Guixot

Presidente de la Diputación de Alicante



 La adaptación de la normativa contable española en el ámbito de la contabilidad pública se ha efectuado siempre siguiendo la pauta marcada por las normas del sector empresarial. Igualmente, la reforma de 2013 se abordó tomando como referencia las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público y el Plan General de Contabilidad Nacional.

Esta transformación se inició con la aprobación en 2010 del Plan General de Contabilidad Pública, un proyecto marco en cuyo ámbito se produce la evolución de la contabilidad pública local. Este proceso conllevó, en 2013, la actualización de la normativa al ámbito local, mediante la aprobación de un nuevo Plan General de Contabilidad Pública (PGCPAL) adaptado a las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público, emitidas por la Federación Internacional de Contables (IFAC).

Para analizar esta regulación es indispensable proporcionar a los profesionales públicos el material necesario que facilite la comprensión y la aplicación de estas pautas a las corporaciones locales. El proyecto de actualización de este manual se acometió con el objetivo de desarrollar los conceptos y la práctica de la contabilidad local.

La provincia de Alicante cuenta con una población de algo más de 1,8 millones de personas repartidas en 141 municipios, de los que 102 tienen menos de 10.000 habitantes, 82 son menores de 5.000 y 24 no llegan al millar. Sin una institución provincial como la Diputación, estas localidades de menor tamaño no tendrían garantizada la asistencia jurídica, técnica y económica, ni un nivel adecuado de calidad y eficiencia en la prestación de servicios municipales.

La misión fundamental de la Diputación de Alicante es la de ofrecer estas prestaciones, así como la formación de los empleados públicos que, en distintas administraciones, prestan sus servicios en Alicante y provincia. Por este motivo, aspiramos a liderar el aprendizaje de los empleados públicos y a ser punto de referencia en cuanto a innovación y gestión de sistemas o modelos de formación. Para ello, incorporamos las tecnologías más adecuadas mediante una gestión moderna, ágil y eficaz con el fin de proporcionar al empleado público capacidades que le permitan adquirir las competencias necesarias, a través de itinerarios formativos o de aprendizaje y de calidad con aplicación al puesto de trabajo.

Asimismo, que le ayuden en la resolución de problemas de diversa índole, posibilitando el éxito de las políticas municipales de cambio y modernización, entendidas éstas desde la perspectiva de elevar los niveles competenciales para la prestación de servicios a los ciudadanos. Una de las áreas fundamentales de formación es la Económico Presupuestaria y dentro de ella destaca la Contabilidad Pública, en la que se ha venido formando a los profesionales de las entidades locales desde la primera Instrucción de Contabilidad de 1990.

Este Manual de Contabilidad Pública es el resultado del estudio, trabajo y experiencia durante varios años de los profesionales de la Diputación que lo elaboraron con el objetivo de servir de base para la formación de los empleados públicos de la provincia de Alicante, en colaboración con otros autores de reconocido prestigio nacional.

Dicho esto, no puede ser más oportuna la aparición de este manual para facilitar la actualización de los distintos mecanismos contables del modelo del Plan General de Contabilidad Pública Local de 2013.

El Manual de Contabilidad de las Entidades Locales analiza, a lo largo de veinticinco temas, desde el marco normativo, el proceso de normalización y la reforma, hasta las áreas contables y la obtención de los estados y cuentas anuales. Además, dedica un apartado a la estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad financiera. Junto a estos 25 argumentos teóricos, se incluyen 46 ejercicios que aportan una utilidad práctica incuestionable.

Finalmente, quisiera destacar que los lectores de este documento contarán con una obra útil, actualizada y que muestra de forma clara, completa y rigurosa la normativa contable local vigente, contribuyendo a proporcionar una herramienta de consulta para los profesionales del sector público.
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Tema 1 La contabilidad de las entidades locales: antecedentes y marco normativo internacional

Isabel Brusca Alijarde

Universidad de Zaragoza

Vicente Montesinos Julve

Universidad de Valencia



 1.  INTRODUCCIÓN

Con la aprobación de la Instrucción de Contabilidad Local (en adelante ICAL) y el correspondiente Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local (en adelante PGCPAL) en septiembre de 2013, se cerró el proceso de reforma de la contabilidad pública local y su adaptación a las normas contables internacionales. La reforma de la contabilidad pública está vinculada, tanto en España como en el ámbito internacional, a la evolución de la contabilidad empresarial. Por ello, antes de ocuparnos del análisis de las normas contables para las entidades locales en España, consideramos conveniente hacer una referencia a los antecedentes y proceso general de reforma de la normativa contable, tanto empresariales como pública, tras la aprobación del Reglamento europeo 1606/2002, de 19 de julio de 2002, que estableció la aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad/Normas Internacionales de Información Financiera (en adelante NIC/NIIF) de manera obligatoria a todas las cuentas consolidadas de las empresas europeas que cotizan en la Unión Europea (UE). En el ámbito de las cuentas públicas, el referente ineludible lo constituyen las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (en adelante NICSP/IPSAS), que constituyen un elemento útil para entender e interpretar los criterios y reglas contenidos en la normativa contable para las entidades públicas en España.

El objetivo de este primer capítulo es analizar el marco normativo de la contabilidad pública, tanto a nivel nacional como internacional, con objeto evaluar la posible influencia de las NICSP/IPSAS en el PGCPAL. Tras esta introducción, en los apartados siguientes nos referiremos los antecedentes de la reforma de la contabilidad pública, a las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público y al Plan General de Contabilidad Pública (PGCP), como antecedentes directos de la normativa local, pasando posteriormente a analizar las implicaciones que pueden tener en los criterios de reconocimiento y valoración y en la información financiera recogidos en la ICAL. Finalizamos el trabajo con la presentación de las principales conclusiones obtenidas del análisis de los aspectos señalados.

2.  ANTECEDENTES DEL MARCO NORMATIVO DE CONTABILIDAD PÚBLICA EN ESPAÑA

Las normas contables para las administraciones públicas, tanto en España como en el ámbito internacional, están en gran medida basadas en la normativa, la experiencia y la práctica de las empresas. Por otra parte, las NICSP/IPSAS están muy decantadas hacia la tradición y las prácticas contables de los países anglosajones, donde esa proximidad normas contables del sector público/normas contables empresariales llega en algunos de ellos a la práctica fusión de unas y otras en marcos normativos comunes, que también contribuyen a la introducción del criterio de devengo en los presupuestos.

En España, la normalización contable en el sector público siempre ha tomado como referencia la normativa contable empresarial, de modo que la principal nota caracterizadora de la contabilidad pública en nuestro país, ha sido el interés por mantener homogeneidad con los principios contables existentes en el sector empresarial, adaptándolos a las características y particularidades existentes en el sector de las administraciones públicas. En concreto, para esta adaptación se tuvo muy en cuenta la relevancia del presupuesto y la integración de sus cifras en el sistema de información contable y presupuestaria de las entidades públicas.

El primer PGCP, aprobado de forma provisional en el año 1981, tuvo como origen el Plan Empresarial de 1973. El propio plan, ya entonces, señalaba la importancia de la normalización contable, tanto en el ámbito público como en el privado, y resaltaba especialmente la importancia de poder comparar la información entre ambos sectores. Así, desde esta primera versión del PGCP, la evolución de la contabilidad pública en España ha venido marcada por los cambios de la normativa contable empresarial.

Los principios y normas de la IV Directiva sobre cuentas anuales de las sociedades de capitales resaltaban el predominio del fondo sobre la forma jurídica, y la entrada de España en la UE en 1986 supuso un fuerte acicate para reformar el Plan General de Contabilidad (PGC) para las empresas, lo que se concretó en el PGC de 1990, inspirado en los principios de la Directiva europea, donde la idea de imagen fiel y los principios generales cobraban una importancia muy relevante. Esta reforma del Plan de empresa condujo a su vez a la aprobación en 1994 de un nuevo PGCP, adaptado a los principios y características aportados por el PGC de 1990, en línea con el criterio marcado para la elaboración del PGCP de 1981, en cuanto a su adecuación a los principios y normas de la contabilidad empresarial.

Finalmente la reforma de 2007 del PGC para las empresas vino impulsada por la normativa europea, en tanto que el Reglamento 1606/2002 estableció la aplicación de las NIC/NIIF, emitidas por el International Accounting Standards Board (IASB), a través de un mecanismo de endorsement, a las cuentas consolidadas de las sociedades cuyos valores hubieran sido admitidos a cotización en un mercado regulado de cualquier estado miembro, dejando flexibilidad a los gobiernos para que extendieran o no su aplicación a las cuentas individuales o a las cuentas consolidadas de grupos no cotizados.

A partir de ese momento, surgió un debate en España sobre la conveniencia de adaptar la normativa española a las Normas Internacionales, al objeto de evitar la heterogeneidad contable entre las normas contables aplicables en las cuentas individuales y las cuentas consolidadas.

El primer paso dado por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (ICAC) en este sentido se concretó en la creación de una Comisión de Expertos que elaboró el llamado Libro Blanco para la reforma de la contabilidad en España, publicado en 2002 (ICAC, 2002). En este libro, se analizaron las implicaciones de la adopción de las normas internacionales y se marcaron las pautas para su incorporación a la normativa española.

En 2007 se publicó el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprobó el PGC reformado, que entró en vigor para las empresas el 1 de enero de 2008 y continúa vigente en la actualidad. Dicho Plan fue elaborado tomando como base las NIC/NIIF y se publicó igualmente un Plan General de Contabilidad para las Pequeñas y Medianas Empresas.

El mencionado Libro Blanco estaba pensado y dirigido a la reforma de la contabilidad empresarial, pero contenía una referencia explícita a la contabilidad pública, señalando hacia dónde debería evolucionar para adaptarse a la filosofía y marco generales que informaban y dirigían la reforma promovida desde este documento. En concreto se presentaban las siguientes recomendaciones:


	
•  Presupuesto: Debe reducirse el peso del presupuesto dentro de las normas contables públicas y el PGCP.

	
•  Contabilidad Nacional: La Contabilidad Pública debe proporcionar información elaborada de conformidad con los principios y reglas de la Contabilidad Nacional, junto con el resto de información presupuestaria y económico-patrimonial.

	
•  Grupos de entidades públicas: Debe hacerse efectiva la formulación de cuentas consolidadas para los grupos de entidades públicas.

	
•  Niveles central, regional y local: Han de adoptarse las medidas necesarias para lograr la debida comparabilidad entre la información proporcionada por los entes públicos encuadrados en cada uno de los tres niveles que configuran el sector público español.

	
•  Publicidad: Debería existir un registro público para el depósito obligatorio de las cuentas de las entidades públicas, al igual que ocurre con las cuentas de las empresas.



Tras la aprobación del plan contable empresarial en 2007, la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) abordó la elaboración de un nuevo PGCP, tomando como referencia las NICSP/IPSAS, además del PGC empresarial y en 2010 se aprueba el nuevo PGCP, con evidente influencia del PGC, pero considerando las particularidades propias de las administraciones públicas a la hora de delimitar los criterios contables a aplicar como la información a presentar, basándose para ello las NICSP/IPSAS

3.  LAS NORMAS INTERNACIONALES DE CONTABILIDAD DEL SECTOR PÚBLICO (NICSP/IPSAS) Y LAS NORMAS EUROPEAS (NECSP/EPSAS)

Las NICSP son elaboradas por el Comité de Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público-International Public Sector Accounting Standard Board (IPSASB), organismo internacional de carácter profesional que está respaldado por la Federación Internacional de Contadores (International Federation of Accountants, IFAC) y tienen como objetivo mejorar la calidad de la información financiera publicada por las entidades del sector público y también la comparabilidad de la información contable pública. Desde un primer momento, las normas han estado basadas en las Normas de Información Financiera para el sector empresarial elaboradas por el IASB, adaptando o modificando aquellos aspectos que se consideraba necesario, teniendo en cuenta las particularidades de las administraciones públicas. No obstante, también se han desarrollado algunas normas específicas para el sector público en aquellos aspectos que su problemática así lo requería.

Hasta la fecha se han emitido cuarenta y dos normas contables internacionales para entidades del sector público (Tabla 1), la mayor parte de ellas armonizadas con las correspondientes NIC/NIIF que regulan los mismos temas en el ámbito de las empresas, cuyos contenidos han sido adaptados y completados de conformidad con las características de las entidades del sector público. No obstante, algunas de las normas emitidas abordan con mayor profundidad las cuestiones específicas de las entidades públicas, como las relativas al deterioro de valor de los activos que no generan flujos de efectivo, la presentación de la información sobre el sector de administración pública general, los ingresos derivados de transacciones de no-mercado (impuestos y transferencias) o la presentación de información presupuestaria en los estados. El IPSASB ha emitido igualmente una norma reguladora de la información presentada con criterio de caja, un glosario de términos y diversos estudios y Guías de Recomendación.


Tabla 1. Normas Internaciones de Contabilidad para el Sector Público





	Normas del IPSASB (NICSP)
	Normas del IASB (NIC/NIIF)




	NICSP 1. Presentación de los estados financieros
	NIC 1. Presentación de los estados financieros



	NICSP 2. Estado de Flujos de Tesorería
	NIC 7. Estado de Flujos de Tesorería



	NICSP 3. Superávit o Déficit neto del período, errores fundamentales y cambios en las políticas contables
	NIC 8. Beneficios o pérdidas netas del ej. contable, errores fundamentales y cambios en las políticas contables



	NICSP 4. Efectos de las diferencias de cambio en moneda extranjera
	NIC 21. Efectos de las diferencias de cambio en moneda extranjera



	NICSP 5. Costes del endeudamiento
	NIC 23. Capitalización de intereses



	NICSP 6. Estados financieros consolidados y contabilización de las inversiones en entidades controladas -Remplazada por NICSP 34 a 38
	NIC 27 . Estados financieros consolidados y contabilización de las inversiones en filiales



	NICSP 7. Contabilización de inversiones en entidades asociadas -Remplazada por NICSP 34 a 38
	NIC 28. Contabilización de inversiones en empresas asociadas



	NICSP 8. Información financiera de las entidades coparticipadas -Remplazada por NICSP 34 a 38
	NIC 31. Información financiera de las empresas coparticipadas



	NICSP 9. Ingresos de transacciones de intercambio
	NIC 18. Ingresos



	NICSP 10. Información Financiera en Economías Hiperinflacionarias
	NIC 29. Información Financiera en Economías Hiperinflacionarias



	NICSP 11. Contratos de Construcción
	NIC 11. Contratos de Construcción



	NICSP 12. Existencias
	NIC 12. Existencias



	NICSP 13. Arrendamientos
	NIC 17. Arrendamientos



	NICSP 14. Acontecimientos posteriores al cierre
	NIC 10. Acontecimientos post. al balance situación



	NICSP 15. Instrumentos financieros: Información y Presentación -Reem-plazada con NICSP 28 y NICSP 30
	 



	NICSP 16. Inversiones inmobiliarias
	NIC 40. Inversiones inmobiliarias



	NICSP 17. Propiedades, plantas y equipamiento
	NIC 16. Propiedades, plantas y equipamiento



	NICSP 18. Información financiera por segmentos
	NIC 14. Información financiera por segmentos



	NICSP 19. Provisiones, Activos y Pasivos contingentes
	NIC 37. Provisiones, Activos y Pasivos Contingentes



	NICSP 20. Información de terceros relacionados
	NIC 24. Información de terceros relacionados



	NICSP 21. Deterioro del valor de los activos no generadores de efectivo
	NIC 36. Deterioro del valor de los activos



	NICSP 22. Revelación de Información Financiera sobre el sector Gobierno General.
	--------------------



	NICSP 23. Ingresos de transacciones sin contraprestación (impuestos y transferencias)
	--------------------



	NICSP 24. Presentación de Información Presupuestaria en los estados financieros
	--------------------



	NICSP 25. Beneficios a los empleados -Reemplazada con la NICSP 39
	 



	NICSP 26. Deterioro de valor de activos generadores de flujos de efectivo
	NIC 36. Deterioro del valor de los activos



	NICSP 27. Agricultura
	NIC 41. Agricultura



	NICSP 28. Instrumentos Financieros-Presentación
	NIC 32. Instrumentos Financieros-Presentación e Información a revelar



	NICSP 29. Instrumentos Financieros-Reconocimiento y Medición
	NIC 39. Instrumentos Financieros-Reconocimiento y Medición. Reemplazada por NIIF 9. Instrumentos financieros



	NICSP 30. Instrumentos Financieros-Revelaciones
	NIIF 7. Instrumentos Financieros: Información a revelar



	NICSP 31. Activos Intangibles
	NIC 38. Activos Intangibles



	NICSP 32. Acuerdos de concesión de servicios: concedente.
	CINIIF 32. Acuerdos de concesión de servicios y SIC 29 Acuerdos Concesión Servicios: Información a Revelar



	NICSP 33. Adopción por primera vez de las NICSP
	 



	NICSP 34. Estados financieros separados
	NIC 27. Estados financieros separados



	NICSP 35. Estados financieros consolidados
	NIIF 10. Estados financieros consolidados



	NICSP 36. Inversiones en asociadas y negocios conjuntos
	NIC 28. Inversiones en asociadas y negocios conjuntos



	NICSP 37. Acuerdos conjuntos
	NIIF 11. Acuerdos conjuntos



	NICSP 38. Revelación de intereses en otras entidades
	NIIF 12. Revelación de participaciones en otras entidades



	NICSP 39. Beneficios para empleados
	NIC 19. Retribuciones a los empleados



	NICSP 40. Combinaciones en el sector público
	NIIF 3. Combinaciones de negocios



	NICSP 41. Instrumentos financieros
	NIIF 9. Instrumentos Financieros



	NICSP 42. Beneficios sociales
	------------





Además, el IPSASB aprobó en los años 2013 y 2014 el Marco Conceptual para la Contabilidad de las administraciones públicas, que consta de un total de ocho capítulos en los que se definen los conceptos aplicables en la información financiera elaborada bajo el criterio de devengo y utilizados en las normas y guías de recomendaciones para las entidades del sector público. El documento señala que el objetivo de la información financiera es proporcionar información útil para la rendición de cuentas y la toma de decisiones de los usuarios de los informes financieros. A este respecto, define dos grupos de usuarios de la información financiera: a) destinatarios de los servicios y sus representantes (incluye el poder legislativo y los miembros del parlamento) y b) suministradores de recursos, que incluye contribuyentes, donantes, prestamistas y otros suministradores de recursos, así como sus representantes.

Para poder dar cumplimiento a estos fines, el marco conceptual precisa que debe proporcionarse información sobre la situación financiera, el rendimiento financiero y los flujos de efectivo. El marco conceptual establece que, para cumplir con su objetivo de utilidad, la información contable debe reunir las siguientes características cualitativas: relevancia, representación fiel, comprensibilidad, oportunidad, comparabilidad y verificabilidad. Se definen también tres restricciones de la información financiera: materialidad o importancia relativa, coste-beneficio y equilibrio entre las características cualitativas.

En relación con la definición de los elementos de los estados financieros, el marco conceptual define los siguientes elementos: a) activo, b) pasivo, c) ingresos, d) gastos e) contribuciones de los propietarios y f) distribuciones a los propietarios. En el caso particular del concepto de activo, define el mismo como «un recurso controlado por la entidad como consecuencia de un suceso pasado».

Las NICSP tienen como objetivo alcanzar la comparabilidad de los estados financieros de las administraciones públicas, pero el IPSASB tiene carácter privado y no tiene carácter regulador para exigir el cumplimiento de las NICSP. Cada organismo regulador ha de decidir si adopta o no las NICSP, por lo que el IPSAB ha tratado de hacer un papel activo para involucrar a los distintos organismos nacionales emisores de normas contables y también a los organismos internacionales.

En la actualidad, las NICSP han sido aplicadas, entre otros, por la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico, las Naciones Unidas, la Organización del Tratado Atlántico del Norte, la Comisión Europea y más de 39 países han comenzado proyectos de aproximación a las normas internaciones (Jensen and Smith, 2013; European Commission, 2013). A este respecto, puede hablarse de dos modelos de aplicación de las IPSAS: a) aplicación directa, en cuyo caso sustituyen a las normas reguladoras de presentación de la información financiera existentes en cada país, región o entidad, por lo que también podría denominarse endorsement, y b) aplicación indirecta a través de la adaptación a la normativa internacional, en cuyo caso sería una adaptación.

En la mayor parte de los casos, los países han optado por una adaptación de la normativa nacional a las normas internacionales, ya que de esta forma mantienen el control y el poder de normalización. Este es de hecho el caso de las normas españolas, que han tratado de aproximarse a los planteamientos recogidos en las NICSP, pero manteniendo la tradición contable existente y la regulación contable emitida por parte de la IGAE.

En el ámbito de la UE, existe cierta heterogeneidad sobre la aplicación de las normas a los países miembros. Así, puede diferenciarse un grupo de países en los que las normas nacionales de contabilidad pública tienen cierta proximidad a las IPSAS (Brusca et al., 2015): Austria, España, Estonia, Lituania, Malta, Portugal, República Checa, Rumania, Suecia, pero hay otros en los que las normas nacionales muestran diferencias con las IPSAS (Francia o Italia por ejemplo), o incluso países en los que hay diferencias dentro del propio país, como es el caso de Bélgica, donde los gobiernos locales de la Comunidad de Flandes sí aplican normas basadas en IPSAS (Christiaens and Neyt, 2015).

Uno de los principales factores que han contribuido al éxito de la labor del IPSASB ha sido precisamente la convergencia con las normas empresariales, pues para muchos países ha sido clave, en tanto que se ha buscado una homogeneidad de las normas contables del sector público y el sector privado. De hecho, nuestro país constituye un claro ejemplo en el que se ha considerado como base las NICSP debido a su aproximación a las normas empresariales (Bravo, 2008).

En el caso de los países latinoamericanos, la recomendación de organismos internacionales, como el Banco Mundial o el Fondo Monetario Internacional para aplicar las IPSAS ha sido clave para moverse en esa dirección, pues parece que de ese modo los gobiernos contaban ya con una legitimidad de la reforma, avalada por los organismos internacionales. Es el caso por ejemplo de Colombia (Brusca et al., 2016), Costa Rica (Araya et al., 2012), o Perú.

Hay que señalar sin embargo que aunque el objetivo de las NICSP es facilitar la comparabilidad de la información financiera de las administraciones públicas, en la literatura existen algunas críticas y dudas sobre la posibilidad de conseguir el objetivo, debido al elevado grado de opcionalidad recogido en las mismas y la necesidad de establecer algunos juicios en su aplicación (Mattei et al., 2020), que pueden incorporar subjetividad en su aplicación y por tanto falta de comparabilidad.

Por otro lado, la UE inició ya en el año 2013 un proceso para elaborar unas normas para el ámbito europeo, denominadas Normas Europeas de Contabilidad para el Sector Público (EPSAS, atendiendo a sus siglas en inglés-European Public Sector Accounting Standards), con objeto de armonizar las normas contables de los países miembros de la UE, las cuales estarán basadas en las NICSP. Por tanto, en lugar de optar por la aplicación directa, como ocurriera en el caso de las NIC/NIIF, la Comisión Europea ha optado por elaborar una versión europea de las normas (European Commission, 2013).

EUROSTAT, la Oficina Estadística de la UE, es la encargada de coordinar el proceso para el desarrollo de las EPSAS, y aunque está claro que las EPSAS se basarán en las NICSP, no existe todavía acuerdo sobre el contenido de las normas. Se trata de un debate abierto en estos momentos, a pesar de que el proceso inició hace ya 8 años (Polzer and Reichard, 2019). Para el desarrollo de las EPSAS se ha creado un Grupo de Trabajo del cual forman parte todos los países miembros, a través de los correspondientes Ministerios de Finanzas, o personas en quienes deleguen. Además, existen tres grupos de expertos (cells), cuyo objetivo es abordar los principios y gobernanza de las EPSAS, así como los aspectos relativos a la primera aplicación.

En estos momentos, el Grupo de Trabajo ha emitido ya un marco conceptual para la elaboración de las EPSAS, que contiene los siguientes puntos: objetivos de los estados financieros, características cualitativas, principios y restricciones, definición de los elementos de los estados financieros, reconocimiento y baja de los elementos, medición y valoración, estados financieros de propósito general y entidad contable. También se han emitido una serie de EPSAS Issue Papers cuyo objetivo es preparar la elaboración de las EPSAS, en los cuales se han tenido en cuenta las NICSP pero también otras fuentes, dejando de ser así las IPSAS la única referencia para la elaboración de las EPSAS.

Su aplicación está prevista para 2025, si bien habrá que esperar para ver qué pasa en el seno de la UE y cuál es el proceso de gobernanza propuesto, así como la postura de países que son reacios a su aplicación, como es el caso de Alemania (Polzer and Reichard, 2019).

4.  EL PLAN GENERAL DE CONTABILIDAD PÚBLICA (PGCP) DE 2010 Y SU INCIDENCIA EN LOS DIFERENTES ÁMBITOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESPAÑOLA

El PGCP aprobado en el año 2010 constituye el plan marco para todas las administraciones públicas en España. Fue desarrollado tomando como referencia, tanto el plan contable empresarial aprobado el año 2007, como las NICSP, considerando a su vez las particularidades propias de las administraciones públicas a la hora de delimitar tanto los criterios contables a aplicar como la información a presentar. El propio PGCP señala en la introducción que «se ha considerado conveniente adaptar el Plan General de Contabilidad Pública a las NICSP, en aquellos aspectos que se ha considerado necesario para avanzar en el proceso de normalización contable, mejorando la calidad de la información contable en el sector público español». También indica que con la adaptación a las NICSP se mejora la calidad de la información contable, incluyendo información para apoyar la toma de decisiones de gestión y de los usuarios externos y facilitar una adecuada rendición de cuentas. Por último, mediante su adaptación a las NICSP se pretende lograr una mejora en la comparabilidad de la información, aplicando unos criterios contables normalizados para operaciones que son similares en los diferentes países, incrementando, por tanto, la transparencia de la información contable.

La consideración de un referente internacional específico como las normas emitidas por el IPSASB, puede producir en ocasiones diferencias entre los criterios del plan contable empresarial y del plan contable para las administraciones públicas.

Siguiendo la estructura del plan empresarial, el PGCP se estructura en cinco partes:


	 Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública. En esta parte se definen los conceptos fundamentales de la contabilidad, tales como los objetivos y requisitos de la información, los principios y los criterios contables para el registro y valoración de los elementos patrimoniales.

	 Segunda parte: Normas de reconocimiento y valoración. En esta parte se desarrollan los principios contables y se definen los criterios y reglas aplicables a distintas transacciones o hechos económicos, así como a diversos elementos patrimoniales.

	 Tercera parte: Cuentas anuales. Se definen las cuentas anuales a elaborar por las administraciones públicas, así como las reglas que deben tenerse en cuenta en su elaboración, recogiendo un formato obligatorio para su presentación.

	 Cuarta parte: Cuadro de cuentas. Contiene los grupos, subgrupos y cuentas, utilizando la clasificación decimal habitual de los planes de cuentas. Cabe resaltar que este plan suprime el carácter obligatorio de las cuentas de control presupuestario del grupo 0 (cuentas que reflejan las fases del presupuesto en las que no hay afectación patrimonial).

	 Quinta parte: Definiciones y relaciones contables. Las relaciones contables definen los motivos más comunes de cargo y abono de las cuentas, si bien no las limitan a estas.



A diferencia del Plan empresarial, donde las tres primeras partes son obligatorias y las dos últimas voluntarias, en el PGCP todas sus partes son obligatorias.

El PGCP constituye el marco general de la Contabilidad Pública en España y a partir del mismo se desarrollan adaptaciones para los distintos tipos de entidades y subsectores. Pueden mencionarse por ejemplo la Resolución de 17 de noviembre de 2011, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se aprueba la adaptación del PGCP a la Administración General del Estado, la Resolución de 1 de julio de 2011, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se aprueba la adaptación del PGCP a las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social, o la Orden EHA/2045/2011, de 14 de julio, por la que se aprueba la Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

Las Comunidades Autónomas, por su parte, tienen competencias propias para aprobar su propia normativa contable, y prácticamente todas ellas han ido aprobando normas basadas en el PGCP de 2010. Sirva de ejemplo la aplicación supletoria del Plan General de Contabilidad Pública de 2010 en la Generalitat Valenciana desde el año 2019 por haber sido derogado el anterior plan contable y mientras no se haya desarrollado otro. Sin embargo, en otras Comunidades Autónomas, como la de Aragón, se han aprobado normas propias (En el caso de Aragón, la Orden HAP/535/2018, de 14 de marzo, por la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la Comunidad Autónoma de Aragón, aplicable también desde enero de 2019).

Por último, en este desarrollo del marco normativo general de la contabilidad pública en España cabe mencionar la Orden HAP/1489/2013, de 18 de julio, por la que se aprueban las Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas en el ámbito del Sector Público. Estas normas constituyen igualmente un marco contable común para todas las administraciones públicas, y posteriores adaptaciones o desarrollos del mismo pueden establecer los criterios concretos de aplicación a cada uno de los subsectores. De momento, únicamente son de aplicación obligatoria en el sector público estatal, desde el 1 de enero de 2014. La Orden HAP/1724/2015, de 31 de julio, por la que se regula la elaboración de la Cuenta General del Estado establece criterios concretos para la aplicación en este ámbito.

5.  LA CONTABILIDAD DE LAS ENTIDADES LOCALES

La aprobación del PGCP de 2010, catalogado como plan contable marco para todas las administraciones públicas, abrió una nueva etapa de reforma de la contabilidad de las administraciones públicas, haciendo necesaria la modificación de las respectivas adaptaciones del PGCP a los distintos subsectores del sector público.

En el caso de la administración local, se consideró conveniente la elaboración de una Instrucción Contable para cada uno de los modelos normal y simplificado, con el objetivo de ajustarlos a los requerimientos del PGCP de 2010. En el modelo básico se ha considerado conveniente mantener su simplicidad, conservando su regulación inicial e incorporando cambios de índole exclusivamente formal, como son la adaptación de la Instrucción de Contabilidad a la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las entidades locales, y la adaptación de la estructura del remanente de tesorería a la contenida en los nuevos modelos normal y simplificado.

Al igual que el PGCP de 2010, la nueva normativa contable del sector local está adaptada a las NICSP/IPSAS, y aunque no existe una aplicación directa de ellas, se configuran como un referente a la hora de interpretar el Plan Contable para Administración Local.

El Plan Contable para la Administración Local (PGCPAL) se estructura en cinco partes, al igual que el PGCP:


	 Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública;

	 Segunda parte: Normas de reconocimiento y valoración;

	 Tercera parte: Cuentas anuales;

	 Cuarta parte: Cuadro de cuentas; y

	 Quinta parte: Definiciones y relaciones contables.



Las tres primeras partes son las que describen los criterios relevantes para la elaboración de las cuentas anuales, en tanto que la cuarta y quinta desarrollan el cuadro de cuentas y tratan de hacer operativos los criterios de reconocimiento y valoración. A continuación nos vamos a referir a los principales aspectos en cada una de las partes, las cuales se derivan de la adaptación al PGCP, tratando de hacer hincapié en qué medida los cambios pueden deberse a la adaptación a las NICSP/IPSAS.

Marco Conceptual de la Contabilidad Pública.

El Plan para la administración local, al igual que el PGCP 2010, ha introducido una parte relativa al marco conceptual, en la que se definen los conceptos contables básicos para el análisis y la interpretación de las normas contables.

El marco conceptual recoge los requisitos de la información, los principios y los criterios contables para el registro y valoración de los elementos patrimoniales, con el fin de lograr el objetivo de la imagen fiel. En su elaboración se tomó en consideración la NICSP no 1, Presentación de Estados Financieros, además del Marco Conceptual elaborado por el IASB y el PGC del sector empresarial. El Marco Conceptual del IPSASB se aprobó en 2013 y 2014, por lo que no estaba disponible su texto completo en la fecha de aprobación del PGCP 2010 ni en la de las Instrucciones de Contabilidad Local.

El objetivo de las cuentas anuales sigue siendo mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución del presupuesto de la entidad contable. Un aspecto relevante a este respecto es que, a efectos de conseguir la imagen fiel a la que deben conducir las cuentas anuales, en la contabilización de las operaciones debe atenderse a su realidad económica y no solo a su forma jurídica.

Se mantienen los principios contables generales, pero desaparece la jerarquía entre ellos, debiendo prevalecer, en casos de conflicto, el principio que mejor conduzca a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y del resultado económico patrimonial de la entidad.

El PGCPAL define también los elementos de las cuentas anuales, introduciendo los mismos conceptos del PGCP, y el principal aspecto está en la definición de activo. El PGCPAL define los activos como los bienes, derechos y otros recursos controlados económicamente por la entidad resultantes de sucesos pasados, de los que es probable que la entidad obtenga en el futuro rendimientos económicos o un potencial de servicio. De esta forma, el concepto de activo incluye también aquellos elementos que no generan rendimientos económicos a la entidad, sino que benefician a la colectividad. Por las propias características de este tipo de bienes, en ocasiones se ha argumentado que no reúnen los requisitos para ser considerados activos de acuerdo con el concepto tradicional, ya que no se espera obtener de ellos ningún beneficio económico futuro. Sin embargo, dado que en el PGCPAL la consideración de un bien como activo no sólo está vinculada a la posibilidad obtener beneficios futuros sino también potenciales servicios, permite incorporar estos bienes al activo de las administraciones públicas. En sintonía con la NICSP 17, estos bienes se mantendrán en el activo de la entidad que los tutela durante su vida útil, siempre que de ellos se espere obtener beneficios sociales. Su tratamiento ha sido uno de los más polémicos en la normativa contable pública y también en la literatura contable (Adam et al., 2011; Lombardi et al., 2020).

Del mismo modo, en el caso de los pasivos, se menciona como característica del hecho generador de su reconocimiento, no solamente que sea probable una disminución de recursos que incorporen rendimientos económicos, sino también el caso de disminuyan recursos que incorporen un potencial de servicio.

Un aspecto importante, derivado sin duda de la incidencia de las Normas Internacionales, es la importancia sustancial que cobra el valor razonable en el nuevo marco normativo, no solamente en el caso de que se aplique el modelo de revalorización, sino también, y de forma muy significativa, para evaluar la existencia de deterioro de los activos y para valorar determinados instrumentos financieros.

Otro aspecto relevante es la definición del valor recuperable de un activo, a efectos de evaluar el deterioro de los activos, para lo cual hay que comparar el valor contable con el importe recuperable del activo. Se entiende que el valor recuperable es el mayor entre su valor razonable menos los costes de venta y su valor en uso. El valor en uso se define de forma diferente para los activos que incorporan rendimientos económicos futuros y para los activos portadores de potencial de servicio. En el segundo caso el valor en uso se define como el valor actual del activo manteniendo su potencial de servicio, estableciéndose que su determinación se realizará por el coste de reposición del activo menos la amortización acumulada calculada sobre la base de ese coste para reflejar el uso ya efectuado del activo.

Destaca igualmente la introducción del valor actual y del coste amortizado de un activo y pasivo, consistente en la aplicación del criterio financiero basado en el empleo del tipo de interés efectivo, frente a los valores nominales de los activos y pasivos financieros del anterior Plan, si bien trata de moderarse el impacto de este cambio limitando su aplicación a las partidas a largo plazo, que también podrán valorarse por el nominal si el efecto de la actualización, globalmente considerado, sea poco significativo en las cuentas anuales de la entidad.

Normas de Reconocimiento y Valoración.

Esta segunda parte, desarrolla normas específicas para el reconocimiento y valoración de los elementos de los estados financieros y en su elaboración se ha considerado en buena medida los criterios establecidos en las NICSP. El análisis de las distintas normas de reconocimiento y valoración va a ser objeto de distintos capítulos de este libro, por lo que entendemos que no es necesario abordar aquí con detalle los aspectos más relevantes incluidos en esta parte.

Sin ánimo de presentar un análisis en modo alguno exhaustivo, nos limitamos a resaltar los aspectos más significativos que se derivan de la consideración de la normativa internacional (previamente ya recogidos en el PGCP de 2010):

• Inmovilizado material

Posibilidad de aplicar el Modelo de Revalorización: Podrá aplicarse cuando las circunstancias del mercado impliquen incrementos sustanciales en el precio, con un mercado suficientemente significativo y transparente. En tal caso, el valor contable será el resultado de deducir del valor razonable del activo la amortización acumulada y la corrección valorativa acumulada desde la fecha de la revalorización hasta la fecha de las cuentas anuales. Como regla general, el incremento de valor se registrará en el patrimonio neto y la revalorización se practicará para todos los activos de una misma clase.

Deterioros de Valor: Al menos al cierre del ejercicio, debe evaluarse si existen indicios de que algún elemento del inmovilizado material pueda estar deteriorado, en cuyo caso se deberá estimar su importe recuperable, efectuando las correcciones valorativas que procedan. Se determinará por la parte que el valor contable del activo exceda a su importe recuperable.

Infraestructuras y patrimonio artístico. Con el PGCPAL, se procederá al reconocimiento en el balance de las infraestructuras y patrimonio histórico (incluyendo sitios naturales) y cuando no puedan valorarse de forma fiable los bienes del patrimonio histórico deberá darse información en la memoria.

Inversiones inmobiliarias: Se trata de una categoría nueva y corresponde a inmuebles que se tienen para obtener rentas, plusvalías o ambas, no para su uso en la producción o suministro de bienes o servicios, ni para fines administrativos, ni para su venta en el curso ordinario de las operaciones.

Activos en estado de venta: Es también una nueva categoría que corresponde a activos no financieros clasificados inicialmente como no corrientes, cuyo valor contable se recuperará fundamentalmente a través de una venta. El activo debe estar disponible, en sus condiciones actuales, para su venta inmediata.

• Activos financieros

Clasificación de activos financieros. En línea con el PGCP de 2010, se establece una clasificación de activos financieros que trata de diferenciar los mismos en función del objetivo con el que se han obtenido, diferenciando cinco tipos: créditos y partidas a cobrar, inversiones mantenidas hasta el vencimiento, activos financieros a valor razonable con cambios en resultados, activos financieros disponibles para la venta e inversiones en entidades del grupo, multigrupo y asociadas.

Aplicación del valor razonable y del coste amortizado. Como ya hemos señalado, constituye un aspecto importante la incorporación del valor razonable y la introducción de criterios financieros, que adquieren especial relevancia en el caso de los activos financieros.

• Pasivos financieros

Clasificación de pasivos financieros. El nuevo Plan diferencia entre pasivos financieros a coste amortizado y pasivos financieros a valor razonable con cambios en resultados.

Valoración a valor razonable o a coste amortizado, en función del tipo de pasivo financiero.

• Transferencias y subvenciones recibidas

Reconocimiento e imputación a resultados: Las transferencias se imputarán al resultado del ejercicio en que se reconozcan, mientras que las subvenciones se registrarán como ingresos directamente imputados a patrimonio neto, imputándose a resultados sobre una base sistemática y racional correlacionada con los gastos, con los criterios específicos correspondientes a la finalidad de la subvención.

Cuentas Anuales

En esta parte, se establecen los criterios para elaborar las cuentas anuales, teniendo en cuenta los aspectos recogidos en las NICSP no 1 y no 2, además del estado de liquidación del presupuesto, específico de nuestra normativa y tradición contable.

En línea con lo establecido por las normas contables internacionales, las cuentas anuales comprenden los siguientes documentos:


	
a)  Balance

	
b)  Cuenta del resultado económico-patrimonial

	
c)  Estado de cambios en el patrimonio neto

	
d)  Estado de flujos de efectivo

	
e)  Estado de liquidación del presupuesto

	
f)  Memoria

	
g)  Balance



Cabe resaltar que la elaboración del estado de cambios en el patrimonio neto fue introducida por primera vez en el PGCPAL de 2013, ya recogido en el PGCP de 2010. Su incorporación se debe a un doble aspecto. En primer lugar, el PGC del sector empresarial los había incluido como estados principales, como consecuencia de estar así contemplado en la NIC no 1 Presentación de Estados Financieros. En segundo lugar, la NIC-SP no 1 Presentación de Estados Financieros y la NIC-SP no 2 Estado de Flujos de Efectivo establecen estos estados financieros como obligatorios.

Por último, cabe señalar que, aunque la Orden que aprueba las Normas para la Formulación de Cuentas Consolidadas del Sector Público señala que se prevé su aplicación, previa elaboración de una adaptación a las normas de consolidación por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, en la elaboración de las cuentas consolidadas correspondientes al tercer ejercicio de aplicación de la Adaptación del Plan General de Contabilidad Pública, de momento dicha adaptación no ha sido aprobada. Por tanto, la elaboración de estados contables consolidados no es obligatoria en el ámbito local y sólo algunas entidades elaboran los mismos de una forma voluntaria.

6.  CONCLUSIONES

La Instrucción de Contabilidad para la Administración local desarrolla la aplicación del PGCP en el ámbito local y representa la culminación de una fase de reforma de la contabilidad pública cuyo origen está en la reforma contable empresarial, consecuencia de la obligatoria aplicación de las NIC/NIIF en los grupos de empresas que tienen valores que cotizan en los países de la UE. El PGCP tomó como referencia, además del plan empresarial, las Normas Internacionales de Contabilidad emitidas por el IPSASB, situando así a España entre los primeros países europeos con esfuerzos para aproximar su normativa contable a las normas internacionales.

Las NICSP han ido ganado legitimidad y poco a poco se han ido implantado en diversos países europeos, así como en otros de América Latina y de otros continentes. Su objetivo es facilitar la comparabilidad de la información financiera de los gobiernos. Por eso, en el ámbito europeo se ven las NICSP como una referencia para elaborar las EPSAS, en proceso de desarrollo en estos momentos y cuya aplicación está prevista para 2025. Con la emisión de normas propias para el sector público, la Comisión Europea se aparta de la estrategia utilizada en el sector empresarial, donde la globalización de los mercados ha llevado a la aplicación directa de las NIC/NIIF en los países miembros de la UE, tratando de alcanzar una comparabilidad a nivel global y no sólo local.

La consideración de las NICSP como referente para elaborar el PGCP de 2010, y como consecuencia de ello el PGCPAL, introduce algunos aspectos relevantes, tal como la doble vertiente en la definición de activo: activos destinados a obtener rendimientos económicos y activos con un potencial de servicio, quedando ambos englobados en el concepto de activo. Esto supone que todos los activos de las administraciones locales deben ser mostrados en el balance de situación, incluyendo las infraestructuras y los bienes del patrimonio histórico.

En relación con los criterios de valoración, puede destacarse que este Plan recoge la posibilidad de aplicar el modelo de revalorización, aunque sólo en aquellos casos en los que el valor contable no sea representativo del valor real y exista un mercado suficientemente significativo y transparente.

En la presentación de las cuentas anuales, destacan la elaboración del estado de cambios en patrimonio neto y los criterios establecidos para la elaboración del estado de flujos de efectivo. Puede destacarse igualmente la información sobre los costes de las actividades y de la gestión llevada a cabo, en términos de economía, eficiencia y eficacia, que las entidades locales de más de 50.000 habitantes deberán proporcionar con este nuevo plan. Parece que ésta será una de las líneas que deberán ser intensificadas en el futuro si queremos incrementar la transparencia de nuestras administraciones públicas.

Puede mencionarse por último que todavía queda un reto futuro para la normalización de la contabilidad financiera en la administración local, dado que queda pendiente la elaboración de estados contables consolidados. Habrá que esperar por tanto la adaptación de las normas de consolidación del sector público a la administración local para ver su contenido, el proceso para su implantación, así como su obligatoriedad.
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 1.  EL SECTOR PÚBLICO

La Constitución Española, establece que el Sector Público Español está formado por el Sector Público Estatal, las Comunidades Autónomas y los Municipios y Provincias

Por tanto, el sector público se integraba en los denominados entes territoriales de titularidad pública: Estado, Comunidades Autónomas, Provincias y Municipios, y el sector privado estaba integrado por los entes, organizaciones, empresas, etc. de titularidad privada.

No obstante, la aparición de entes públicos de titularidad pública diferente a los territoriales, ha supuesto en la actualidad que cada vez resulte más complejo delimitar los entes que integran el denominado «Sector Público».

Durante la década de los ochenta surgieron en el ámbito público un conjunto amplio y heterogéneo de entes de naturaleza diversa, en el que se pueden identificar unidades económicas empresariales de igual naturaleza que las privadas, que conviven con los tradicionales entes territoriales y que estaban sujetos a lo que entonces se denominaba contabilidad pública.

La Ley General Presupuestaria, publicada el 4 de enero de 1977, intentó establecer una delimitación, puesto que en su Título VI «De la Contabilidad Pública» establece que, La Administración del Estado y de los Organismos autónomos y las Sociedades estatales quedan sometidas al régimen de la contabilidad pública, declarando además que este sometimiento lleva consigo la obligación de rendir cuentas. No obstante, sigue estando presente la complejidad de delimitación del sector y la diversidad de los entes que lo integran. Puesto que, si bien por un lado la Ley prevé la elaboración de un Plan General de Contabilidad Pública, éste no será de aplicación a todos los entes del sector público, ya que asimismo dispone que las sociedades mercantiles de titularidad pública les será de aplicación el Plan General de Contabilidad de la Empresa Española.

Por ello, y bajo la premisa de conseguir una delimitación más concreta del sector público al que le es de aplicación la denominada contabilidad pública, se trabajó en la elaboración de los Documentos no 1 «Principios Contables Públicos» y no 7 «Información económico financiera pública», documentos que forman parte de un grupo de ocho que fueron elaborados por la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas (CPNCP), que fue creada mediante Resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda, de 28 de diciembre de 1990, y presidida por la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE).

En estos documentos, se desarrollan las como características que marcan a las entidades que integran el entorno propio de la contabilidad pública, desde un punto de vista económico y jurídico son:


	
•  En el ámbito económico: La ausencia del ánimo de lucro.

	
•  En el ámbito jurídico: La actividad económico-financiera de las entidades contables públicas está sometida a unos determinados regímenes presupuestarios y de control. El régimen presupuestario, que les obliga a ajustar su actividad a las directrices que les marca la norma presupuestaria que se aprueba anualmente y a un seguimiento de la ejecución de los presupuestos anuales. El régimen de control, presenta una triple acepción de legalidad, financiero y de eficacia. De este modo, las entidades contables públicas están sujetas a un conjunto de normas que conforman el Derecho Administrativo, destacando, entre otras, las que regulan su régimen de contratación, patrimonial, de su personal, la gestión de los servicios y su actividad económico-financiera.



Resumiendo, del amplio y heterogéneo conjunto de entes que integran el sector público, a las que les afecte todas o alguna de estas características de estos documentos, deberán desarrollar su contabilidad mediante la aplicación del actual Plan de Contabilidad para la Administración Local.

Quedando por tanto excluidas del ámbito de aplicación del Plan de Contabilidad Pública para la Administración Local, las empresas públicas, las fundaciones, y en general, aquellas entidades que, aun perteneciendo al entorno de la contabilidad pública, deban aplicar otro plan contable diferente porque alguna norma legal así lo establezca.

Organización de Sector Público y de su Contabilidad.

Antes de comenzar con la contabilidad pública en el ámbito de local es interesante conocer el sector público y su contabilidad.

Este sector público se caracteriza por estar integrado por un conjunto de administraciones, organismos y empresas públicas que son de titularidad estatal. Está formado por las Administraciones y Organismos Públicos, y por el Sector Público Empresarial.

Las Administraciones Públicas están compuestas por:


	
—  Administración Central. Se compone a su vez de:
	
•  Estado: Compuesto por la Administración de los Órganos Constitucionales (por ejemplo, Casa del Rey y Cortes Generales, entre otros) y por la Administración Central del Estado (Gobiernos, Departamentos Ministeriales y otros órganos con dotaciones diferenciadas en el Presupuesto del Estado).

	
•  Organismos de la Administración Central: Se trata de organismos autónomos dedicados a la realización de actividades de fomento, prestación o gestión de servicios públicos.





	
—  Administraciones Territoriales. Integradas por las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales.

	
—  Administraciones de la Seguridad Social. Engloba a las distintas unidades institucionales públicas, centrales y territoriales, cuya principal función consiste en gestionar las actividades relacionadas con el sistema de protección social.

	
—  El Sector Público Empresarial, formado por unidades institucionales públicas que integran los sectores de sociedades no financieras y de instituciones financieras

	
—  Por último, las instituciones de la Unión Europea.



Este sector público se caracteriza por este conjunto amplio y heterogéneo de entes de diversa naturaleza. En concreto, la Administración del estado, las Comunidades Autónomas y la Administración Local están compuestas por una pluralidad de entes provistos de personalidad jurídica propia. Estas entidades se incluyen en el:


	
—  Sector público administrativo: entes que se financian principalmente fondos de Derecho Público (impuestos y tasas), están sujetas al derecho administrativo y su función principal es la producción de servicios no destinados a la venta y/o a la realización de operaciones de redistribución de la renta y riqueza.

	
—  Sector público empresarial: entes que están sometidos al ordenamiento-jurídico-privado, producen bienes o servicios destinados a la venta, de los cuáles obtienen unos ingresos.

	
—  Sector público fundacional



La actividad de los entes del sector público y su forma de financiación influyen en el régimen contable que les será de aplicación.

A continuación, describiremos la composición de este sector público estatal para determinar el régimen contable aplicable a los distintos organismo y entidades públicas.

El sector público estatal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (LGP) está constituido por:


	
a)  La Administración General del Estado.

	
b)  El sector público institucional estatal.
	
a.  Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los cuales se clasifican en:
	
1.°  Organismos autónomos.

	
2.°  Entidades Públicas Empresariales.

	
3.º  Agencias Estatales.





	
b.  Las autoridades administrativas independientes.

	
c.  Las sociedades mercantiles estatales.

	
d.  Los consorcios adscritos a la Administración General del Estado.

	
e.  Las fundaciones del sector público adscritas a la Administración General del Estado.

	
f.  Los fondos sin personalidad jurídica.

	
g.  Las universidades públicas no transferidas.

	
h.  Las entidades gestoras, servicios comunes y las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en su función pública de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, así como sus centros mancomunados.

	
i.  Cualesquiera organismos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado.







El artículo 3 de esta LGP dispone que, además, el sector público se divide en administrativo, empresarial y fundacional, y además establece las entidades que integran estos sectores:


	
1.  El sector público administrativo, integrado por:
	
a)  Las entidades mencionadas en el artículo 2 anterior, como son la Administración General del Estado, los organismos autónomos, las autoridades administrativas independientes, las universidades públicas no transferidas y las entidades gestoras, servicios comunes y las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

	
b)  Cualesquiera organismos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los consorcios y los fondos sin personalidad jurídica, que cumplan alguna de las dos características siguientes:
	
1.ª  Que su actividad principal no consista en la producción en régimen de mercado de bienes y servicios destinados al consumo individual o colectivo, o que efectúen operaciones de redistribución de la renta y de la riqueza nacional, en todo caso sin ánimo de lucro.

	
2.ª  Que no se financien mayoritariamente con ingresos comerciales, entendiéndose como tales a los efectos de esta Ley, los ingresos, cualquiera que sea su naturaleza, obtenidos como contrapartida de las entregas de bienes o prestaciones de servicios.









	
2.  El sector público empresarial, integrado por:
	
a)  Las entidades públicas empresariales.

	
b)  Las sociedades mercantiles estatales.

	
c)  Cualesquiera organismos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los consorcios y los fondos sin personalidad jurídica no incluidos en el sector público administrativo.





	
3.  El sector público fundacional, integrado por las fundaciones del sector público estatal, reguladas en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones.



En cuanto a las entidades que integran el sector público institucional la LGP en su artículo 121.2 establece que deberán aplicar los principios contables públicos (artículo 122 de la LGP) y las normas establecidas en el Plan General de Contabilidad Pública y sus normas de desarrollo.

Con respecto a las entidades que integran el sector público empresarial la LGP en su artículo 121.3 establece que deberán aplicar los principios y normas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad de la empresa española, así como en sus adaptaciones y disposiciones que lo desarrollan.

Con respecto a las fundaciones que integran el sector público fundacional la LGP en su artículo 121.4 establece que deberán aplicar los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y disposiciones que lo desarrollan.

Asimismo, y por lo que afecta al resto de entidades dotados de personalidad jurídica propias, si se encuentran integrados en el sector público administrativo, aplicarán el Plan General de Contabilidad Púbica (PGCP), sin embargo, si están integradas en el sector público empresarial, aplicarán el Plan General de Contabilidad de la empresa española (PGC).

El siguiente cuadro representa a modo de resumen las entidades del Sector Público estatal y el Plan General de Contabilidad aplicable







	ENTIDADES
	PLAN GENERAL DE CONTABILIDAD




	
Administración General del Estado

Organismos Autónomos

Entidades del Sistema de Seguridad Social

Entidades del sector Público Administrativo


	Plan General de Contabilidad Pública



	
Entidades Públicas Empresariales

Sociedades Mercantiles Estatales

Entidades del Sector Público Empresarial


	Plan General de Contabilidad de la Empresa



	Fundaciones Estatales
	Plan General de Contabilidad adaptado a entidades sin fines de lucro





Organización de la contabilidad en el sector público local.

La Administración Local presenta, con carácter general, una estructura similar a la del sector público estatal. Esta Administración Local está constituida por la propia Entidad Local (Administración General), los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales, los consorcios, las sociedades mercantiles, las fundaciones y otros entes públicos.

Las sociedades mercantiles y las entidades incluidas en el sector público empresarial aplicarán el Plan General de Contabilidad aprobado mediante el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre (PGC).

Las fundaciones aplicarán la adaptación del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos aprobado por Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre.

Para el resto de entidades que integran la Administración Local aplicarán el Plan General de Contabilidad Pública (PGCP).

La contabilidad pública, tal y como se dispone en el artículo 203.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), será el Ministerio de Hacienda, a propuesta de la Intervención General del Estado a quién le corresponderá:


	
a)  Aprobar las normas contables de carácter general a las que tendrá que ajustarse la organización de la contabilidad de los entes locales y sus organismos autónomos.

	
b)  Aprobar el Plan General de Cuentas para las entidades locales, conforme al Plan General de Contabilidad Pública.

	
c)  Establecer los libros que, como regla general y con carácter obligatorio, deban llevarse.

	
d)  Determinar la estructura y justificación de las cuentas, estados y demás documentos relativos a la contabilidad pública.



En base a este artículo el Ministerio de Economía y Hacienda publicó tres Órdenes que regulan las instrucciones de contabilidad local para los modelos normal, simplificado y básico.

De acuerdo con lo anterior las Instrucciones de Contabilidad vigentes en la actualidad son:


	
—  Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal de contabilidad local.

	
—  Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/ 4040/2004, de 23 de noviembre.



2.  LA CONTABILIDAD PÚBLICA LOCAL

Antecedentes, concepto y características.

Antes de hablar de la contabilidad local es necesario conocer el punto de partida de la contabilidad en su ámbito estatal y como repercutió ésta en el ámbito local, para así poder obtener una concepción actual del concepto de contabilidad pública local.

La ley General Presupuestaria (LGP) de 1977 sentó las bases legales que eran suficientes para realizar una reforma en profundidad de la Contabilidad Pública estatal, introduciendo nuevos principios, objetivos y fines, y, además, estableciendo que la elaboración y aprobación del Plan General de Contabilidad Pública, al cual se adaptarían las Corporaciones Locales, lo llevaría a cabo el Ministerio de Hacienda.

El Plan General de Contabilidad Pública (PGCP’81) aprobado por Orden del Ministerio de Hacienda de fecha 14 de octubre de 1981, se puede considerar el punto de partida de la efectividad de reforma de la contabilidad en el ámbito público.

Tanto la LGP de 1977 como el PGCP’81 amplía e introduce nuevos aspectos:


	
a)  EL ámbito de aplicación de la Contabilidad Pública pasa de ser la contabilidad de los entes públicos a ser la contabilidad de los entes integrantes del Sector Público.

	
b)  La contabilidad tiene por objetivo reflejar todas clase de operaciones y resultados de la actividad de las entidades públicas, y no ser una Contabilidad de presupuesto únicamente.

	
c)  Se introducen los conceptos de economía, eficiencia y eficacia.

	
d)  Se basa en un sistema de partida doble, posibilitando la mecanización en la llevanza de la contabilidad.

	
e)  Se acentúa la necesidad de información para la adecuada toma de decisiones.



Por tanto, con este PGCP’81 se pasa de una contabilidad administrativa-presupuestaria a una contabilidad que tiene por objetivo esencial el permitir gestionar de la forma más eficiente.

En cuanto a la contabilidad pública de la Administración Local, venia regulado por el Texto Refundido de Régimen Local, de 24 de junio de 1955 y, en particular por la Instrucción de la Contabilidad de las Corporaciones Locales, anexa al Reglamento de Haciendas Locales.

Las principales características de la contabilidad regulada en esta Instrucción para las Corporaciones Locales eran similares a la contabilidad para la Administración del Estado antes de a LGP de 1977, ya que únicamente era una contabilidad de seguimiento de la ejecución del presupuesto al servicio del control y de la rendición de las cuentas.

No obstante, mientras que la contabilidad en el ámbito estatal sufría una profunda modificación, la contabilidad de las Corporaciones Locales se mantenía prácticamente invariable. Fue con la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de bases de Régimen Local (LRBRL) cuando ya se dispuso que las Cuentas para la Administración del Estado se tenían que establecer por un ente público, la Administración del Estado.

Con la ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales (LRHL’88) se intentó dar respuesta a esta creciente necesidad de normalización y modernización del régimen contable de la Administración Local, acercando el régimen presupuestario y contable a los preceptos de la Ley General Presupuestaria.

En este sentido, esta LRHL’88 fue la que realmente inició la puesta en marcha del proceso de reforma y modernización de la contabilidad pública en España, ya en su exposición de motivos disponía: «En cuanto a la fiscalización en las Corporaciones Locales, venía centrada hasta ahora en el llamado control de legalidad, ignorándose, prácticamente, los otros controles que, incluso por precepto constitucional, son exigibles en las Administraciones Públicas. De ahí la necesidad, como la Ley lo hace, de regular no sólo el control interno en su faceta interventora sino también en sus acepciones de control financiero y control de eficacia». Este nuevo concepto, «control de eficacia», que incorporaba esta Ley, lo definió en su artículo 202 del siguiente modo: «El control de eficacia tendrá por objeto la comprobación periódica del grado de cumplimiento de los objetivos, así como el análisis del coste de funcionamiento y del rendimiento de los respectivos servicios o inversiones».

Para la comprobación del cumplimiento de estos principios de carácter económico, se demandaba a la contabilidad pública una información diferente a la que tradicionalmente venía facilitando, que hasta entonces era estrictamente de carácter financiero y estaba al servicio del control presupuestario y de legalidad de la actividad económico-financiera de las entidades públicas.

A consecuencia de esta LRHL’88, y con el objetivo de conseguir la normalización contable de la Contabilidad Pública Local para que así las entidades locales usen unos criterios y rúbricas homologables con el resto de Administraciones Públicas, se generó el nuevo concepto de contabilidad pública, y por consiguiente de la contabilidad pública local, que viene marcado por las siguientes características:


	
1.  La contabilidad pública es ante todo contabilidad, y merece el mismo tratamiento que la contabilidad privada.


	
2.  La contabilidad pública, en consecuencia, al igual que la contabilidad privada, se entiende como un sistema de elaboración y suministro de información.


	
3.  A la nueva contabilidad pública se le demanda mayor información, tanto para para los usuarios externos (proveedores, ciudadanos, entidades financieras, inversores, etc.) como para los internos (directivos, políticos, órganos de gestión, etc.) de las administraciones públicas.

	
4.  Esta nueva contabilidad pública pretende cumplir con los «principios contables» establecidos en el Plan General de Contabilidad Pública, con el objeto de reflejar la imagen fiel de la entidad, plasmadas en las cuentas anuales elaboradas con el cierre del ejercicio contable/presupuestario.

	
5.  La nueva contabilidad pública requiere un soporte informático, para poder atender los diferentes tipos de información que se le demanda. Se hace necesario que, con un único tratamiento de los datos, la contabilidad pueda satisfacer los múltiples y distintos tipos de información que demandan los diferentes usuarios de la misma (destinatarios de la información contable). Por ello, las Entidades Locales han debido utilizar los nuevos avances tecnológicos, no solo en el ámbito contable, sino integrando grandes sistemas de información, de manera que el llamado sistema de información contable forma parte de estos grandes sistemas de información, constituyendo un subsistema del mismo.



Para la elaboración, tratamiento, análisis y envío de la información se fomenta una nueva cultura administrativa en la que el papel, en la medida de lo posible, se tiene que ir sustituyendo por los documentos automatizados. Las consecuencias más destacadas de la utilización de medios electrónicos, informáticos o telemáticos en la función contable, se detallan en las Instrucciones de Contabilidad Local de 2004, implicando importantes ahorros tanto económicos como de espacio físico de los que se beneficiaron las Entidades Locales.

Las actuales Instrucciones de Contabilidad Local continúan con este esquema y dedican especial atención al sistema de información contable para la Administración Local (en adelante SICAL). En ellas, al igual que en las anteriores instrucciones, se define la contabilidad de las entidades contables configurándola como un sistema de registro, elaboración y comunicación de información económico-financiera y presupuestaria sobre la actividad de las mismas durante el ejercicio contable, se describen el objeto y los fines del SICAL, se establecen los requerimientos de su configuración informática y se regulan los registros contables.

El SICAL se configura como un conjunto integrado de subsistemas o áreas contables que debe garantizar la concordancia, exactitud y automatismo de los registros que, para cada una de las operaciones contables se produzcan en los distintos subsistemas afectados, así como la debida coherencia entre los distintos niveles de información, tanto agregados como de detalle.

En conclusión, se puede decir que actualmente, la contabilidad pública local se entiende como un subsistema que forma parte del sistema de información global que tienen las Entidades Locales. Un subsistema que facilite información útil para el control, la gestión y la toma de decisiones, con el objeto final de mejorar la asignación de unos recursos escasos, destinados a la prestación de servicios públicos que persiguen el incremento y mejora de la calidad de vida de la colectividad de ciudadanos del ámbito local.

Destinatarios y fines de la contabilidad pública.

La contabilidad pública, concebida como sistema de información, ha ampliado considerablemente sus fines, superando su anterior carácter de mero registro de la ejecución de un presupuesto para recoger desde una perspectiva globalizadora todas las implicaciones económicas, financieras y patrimoniales de la actuación del sector público.

En el artículo 19 de la Ley General Presupuestaria de 1988 (LGP’88) recogía una nueva concepción de la contabilidad pública, estableciendo que «la Hacienda Pública queda sometida al régimen de contabilidad, tanto para reflejar toda clase de operaciones y de resultados de su actividad, como para facilitar datos e información en general que sean necesarios para el desarrollo de sus funciones». Esta LGP’88 ya enumeraba en su artículo 124 los fines de la contabilidad pública.

Las Leyes Generales de Hacienda Pública de las Comunidades Autónomas y la Ley Reguladora de las Haciendas Locales también recogían los fines de la contabilidad enunciados, bien en la LGP y bien en el Real Decreto 324/1986.

Con carácter más general, atendiendo al objetivo que se pretende obtener con la información contable y en función de los destinatarios últimos de aquella, se establecen los fines de la contabilidad pública. Previamente deberemos analizar quienes son los usuarios de dicha información y que tipo de información demandan o les resulta útil.

Tal como se ha expuesto en el apartado anterior, actualmente la contabilidad pública se entiende como un subsistema de elaboración y suministro de información, un subsistema que facilite información útil a los distintos usuarios de la misma. En los últimos años, ha crecido notablemente el número de usuarios de información contable, y ello ha supuesto una modificación y ampliación de las necesidades de información que éstos demandan a la contabilidad pública.

Ante esta situación, el PGCP’84 recoge en el apartado III de su Introducción una descripción de los usuarios de la información contable pública muy amplia y heterogénea, y cita textualmente «se abre una gama muy amplia de colectivos, desde los órganos de gobierno de las entidades a los mismos ciudadanos como tales, pasando por las empresas y organizaciones patronales, trabajadores y sindicatos, suministradores de bienes y servicios, prestamistas y otros acreedores, responsables de la política económica, financiera y fiscal a sus diferentes niveles, parlamentos y otras asambleas, legislativas o no, órganos de control externo dependientes de aquellos y, en general, cuantos colectivos se vean afectados de una u otra manera por la actividad económico-financiera del sector público, que prácticamente son, por una u otra razón, y desde diferentes ópticas, todos los que componen el tejido político, económico e institucional de la sociedad».

Por su parte, y en el ámbito municipal, la Instrucción de Contabilidad en su modelo normal, aplicable desde enero de 2006, recoge como destinatarios de la información contable pública una amplia gama de agentes, que parece englobar a todos los posibles en la redacción de su último apartado «Otras entidades públicas y privadas, asociaciones, usuarios de los servicios prestados por la entidad contable y ciudadanos en general».

Las Instrucciones de Contabilidad Local, aprobadas en el año 2013, continúan en esta línea, y también hacen una mención específica de los destinatarios de la información contable añadiendo, además de los ya citados en las instrucciones contables anteriores, los órganos de las Administraciones públicas que ejerzan funciones de tutela en relación con la entidad contable, los órganos de la Unión Europea, tanto administrativos como de control, y los analistas financieros y económicos (Regla 7 del modelo Normal). Se trata de una manifestación explícita de que se ha superado la visión tradicional de la contabilidad pública, orientada fundamentalmente al seguimiento de la ejecución presupuestaria y a la rendición de cuentas.

Analizados estos destinatarios, a continuación, se enumeran una serie de grupos de usuarios destinatarios de la información de la contabilidad pública, que requieren información adaptada a sus necesidades:


	
•  Órganos de representación política: formado por las distintas asambleas legislativas elegidas por sufragio universal en los distintos niveles de organización territorial, que en el ámbito local constituyen los Ayuntamientos y demás Corporaciones Locales. Estos usuarios demandan información sobre magnitudes tales como: consumo público, inversión pública, déficit público, stock de endeudamiento, etc. y en definitiva todo tipo de información sobre los recursos y gastos públicos.

	
•  Órganos de gobierno y de gestión: formado por los órganos encargados de las distintas administraciones públicas, tanto a nivel político-administrativo (órganos de gobierno), como son en el ámbito local los Alcaldes, Concejales y Presidentes de las Corporaciones Locales, como a nivel puramente de gestión, como son los demás escalones de las administraciones públicas locales que colaboran con los órganos de gobierno en la gestión de la entidad. Estos usuarios, como responsables de la producción y prestación de los servicios públicos, demandan información útil para sus decisiones de gestión. Como gestores públicos demandan información que les permita, además de actuar dentro de la legalidad vigente, conocer que los servicios públicos que están prestando son eficientes y eficaces, y poder hablar con rigor de éstos términos. Necesitan, por tanto, información sobre la ejecución de los programas de gestión de los que son responsables, información de carácter presupuestario-financiero, en términos económicos, patrimoniales y de costes.

	
•  Órganos de control interno: integrado, en el ámbito local, por las Intervenciones de las Entidades Locales, siendo uno de los principales usuarios de la información contable.

	
•  Órganos de control externo: formado por el Tribunal de Cuentas y los Tribunales, Cámaras y Sindicaturas de las Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales. Estos órganos, como fiscalizadores de las cuentas y de la gestión económica de las entidades públicas, demandarán todo tipo de información que les pueda ser útil para el ejercicio de sus funciones. Las entidades públicas, deberán rendir sus cuentas generales y anuales a los mencionados órganos de control, para que sean examinadas y comprobadas por éstos. Asimismo, podríamos encuadrar en este grupo a los órganos de las Administraciones públicas que ejerzan funciones de tutela en relación con la entidad contable, y los órganos de la Unión Europea, tanto administrativos como de control.

	
•  Órganos de dirección y gestión de las Sociedades y Empresas Públicas: Este grupo, como responsables, tanto a nivel de dirección como de gestión, de la producción y prestación de determinados servicios públicos, demandan información similar a requerida por los primeros dos grupos anteriormente expuestos.

	
•  Entidades privadas, asociaciones y ciudadanos en general: Este grupo, en su calidad de contribuyentes, votantes y receptores de los servicios públicos fundamentalmente demandarán información sobre: el volumen de impuestos recaudados, volumen de fraude fiscal, distribución de los fondos públicos por rúbricas de la clasificación funcional (sanidad, educación, seguridad, etc.), nivel de eficiencia de la prestación de los servicios públicos, etc. y en general toda la información relacionada con los fondos públicos aportados por estos usuarios.

	
•  Entidades financieras, como prestamistas de los entes públicos locales, es decir, como inversores de fondos a través de sus préstamos, así como los analistas financieros y económicos, demandarán información que les permita conocer la situación financiera de la Entidad Pública. En consecuencia, demandarán información sobre: solvencia, información presupuestaria (volumen, composición y ejecución del Presupuesto de Gastos e Ingresos, compromisos de gastos de ejercicios futuros).

	
•  Contratistas y suministradores de bienes y servicios a los entes públicos locales: Este grupo demandará información de carácter presupuestario como: volumen, composición y ejecución del Presupuesto de Gastos, existencia y disponibilidad de los créditos presupuestarios que financiarán los gastos derivados de los suministros o servicios que presten, procedimientos de ejecución de los pagos y fundamentalmente período medio de pago de la entidad.



Una vez descritos detalladamente los usuarios de dicha información y que tipo de información demandan o les resulta útil, pasamos a describir los fines que persigue la contabilidad pública.

El PGCP para la Administración Local, al igual que el anterior plan, se define como el instrumento de un sistema contable que cubre las necesidades de una moderna gestión de los entes públicos, debe reflejar de manera sintética la información para poder alcanzar los fines de la contabilidad pública, esto es, fines de gestión, de control y de análisis y divulgación.


	
a)  Fines de gestión: Suministrar información necesaria para la toma de decisiones tanto en el ámbito político como en el de gestión, para el conocimiento de:
	
a.  La gestión desde un punto de vista presupuestario, mediante el registro de la ejecución presupuestaria y los resultados de esta ejecución.

	
b.  La gestión efectuada en el ámbito financiero de la Entidad Local, mediante el registro de los movimientos y situación de la Tesorería de la Entidad (cobros y pagos, y el superávit o déficit de caja).

	
c.  Mostrar los aspectos económicos de la gestión, mediante los resultados económico-patrimoniales de la Entidad (gastos e ingresos d explotación y la inversión realizada). los resultados económico-patrimoniales de la Entidad

	
d.  Determinar el coste y rendimiento de los servicios públicos

	
e.  Mostrar la situación patrimonial, entendida ésta con visión totalizadora, posibilitando el inventario del inmovilizado y la obtención del Balance de la Entidad Local.





	
b)  Fines de control:
	
a.  Facilitar los datos necesarios para la formación de la Cuenta General permitiendo la rendición de todo tipo de cuentas, estados y documentos que hayan de remitirse al Tribunal de Cuentas y demás órganos de control (internos y externos).

	
b.  Posibilitar el ejercicio de los controles de legalidad y financiero.

	
c.  Posibilitar el control de economía, entendida como la adquisición de los medios utilizados para la producción de bienes y servicios en la cantidad y la calidad adecuadas y al menor coste.

	
d.  Posibilitar el control de eficiencia, entendida como la organización, coordinación y empleo de los medios que optimiza la relación entre los productos o servicios obtenidos y los medios utilizados para su consecución.

	
e.  Posibilitar el control de eficiencia. entendida como la consecución en forma satisfactoria de los objetivos y efectos previstos y asignados.





	
c)  Fines de análisis y divulgación:
	
a.  Suministrar información para la confección de estadísticas económico-financieras por parte del Ministerio de Economía y Hacienda

	
b.  Suministrar información para la elaboración de las cuentas económicas del sector público y las nacionales de España.

	
c.  Facilitar el suministro de información para posibilitar el análisis de los efectos económicos y financieros de la actividad de los entes públicos.

	
d.  Suministrar la información económica y financiera que sea necesaria para la toma de decisiones políticas o de gestión, así como aquella que resulte útil para otros destinatarios, como son las asociaciones e instituciones, empresas y ciudadanos en general.







Estos fines, vienen detallados en artículo 205 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y recogidos en la Regla 13 de la nueva Instrucción del Modelo Normal de Contabilidad Local, y en ella se establece que:


«El SICAL-Normal debe permitir el cumplimiento de los siguientes fines:

a) Suministrar la información económica y financiera que sea necesaria para la toma de decisiones, tanto en el orden político como en el de gestión.

b) Facilitar información para la determinación del coste y rendimiento de los servicios públicos.

c) Proporcionar los datos necesarios para la formación y rendición de la Cuenta General de la entidad local, así como de las cuentas, estados y documentos que deban elaborarse o remitirse a los órganos de control externo.

d) Posibilitar el ejercicio de los controles de legalidad, financiero y de eficacia.

e) Facilitar los datos y demás antecedentes que sean precisos para la confección de las cuentas nacionales de las unidades que componen el sector de las Administraciones Públicas.

f) Facilitar la información necesaria para la confección de estadísticas económico-financieras por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

g) Suministrar información de utilidad para otros destinatarios, como asociaciones e instituciones, empresas y ciudadanos en general.»



En conclusión, la contabilidad pública tiene como objetivo facilitar la información que permita a los usuarios o destinatarios de la misma alcanzar los fines de gestión, control y análisis y divulgación. Además, de intentar cumplir con los siguientes requisitos: identificabilidad, oportunidad, claridad, relevancia, razonabilidad, economicidad, imparcialidad, objetividad y verificabilidad.

La normalización contable en España.

Normalizar significa aproximar, homogeneizar posiciones y prácticas. La normalización contable en nuestro país ha venido tradicionalmente marcada por la iniciativa de las autoridades públicas que se ha plasmado en normas legales.

PROCESO DE REFORMA DE LA CONTABILIDAD PÚBLICA

El sistema español actual de contabilidad pública, es consecuencia del proceso de normalización, modernización y reforma de la Administración Pública en España, que se inicia con la promulgación de la Ley 11/1977 General Presupuestaria, de 4 de enero (LGP). Dicha Ley estableció las bases legales necesarias para acometer la reforma de la Contabilidad Pública, disponiendo que debía ser el Ministerio de Economía y Hacienda el que elaborara y aprobara el Plan General de Contabilidad Pública, al que posteriormente deberían adaptarse las Corporaciones, Organismos y demás Entidades del Sector Público, según sus características y peculiaridades.

La LGP facilitó la base jurídica necesaria para llevar a cabo el proceso de reforma contable, ya que, junto a los fines clásicos de control, prevé fines de información que abren el camino de la normalización contable en el ámbito público. Con esta Ley, se pasa de una concepción clásica de la contabilidad pública, en la que primaban los criterios de legalidad y control presupuestario, a una concepción más amplia que complementa dichos criterios con un papel informativo relevante para la toma de decisiones de los distintos usuarios de la contabilidad pública.

La normalización contable del sector público español se inició con la aprobación del primer Plan General de Contabilidad Pública aprobado por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 14 de octubre de 1981, para su aplicación provisional desde el 1 de enero de 1982, y revisado por Resolución de la Intervención General de la Administración del Estado de 11 de noviembre de 1983.

Cuando hablamos de normalización contable debemos diferenciar el ámbito empresarial y del ámbito público. Su evolución se ha producido de forma diferente en cada ámbito, siendo anterior y más rápido el proceso de normalización contable en el ámbito empresarial, el cual ha servido de referencia y ha influido notablemente en el proceso de normalización contable en el ámbito público:

— Para el PGCP’81, se utilizó como modelo el Plan General de Contabilidad para la empresa, aprobado por Decreto 530/1973.

— La nueva versión de PGCP-81, aprobado por resolución de 11 de noviembre de 1983, tomó como modelo el Plan empresarial, tanto en lo relativo a su estructura como en lo relativo a sus principios generales. Este plan supuso la ampliación del concepto de Contabilidad Pública, produciéndose la transformación de una contabilidad meramente administrativa en una contabilidad fundamentalmente de gerencia, que ofrecía los elementos necesarios para una gestión eficiente de los recursos y un instrumento de información para la adecuada toma de decisiones. Con este Plan Contable se consiguió, por primera vez, armonizar en buena parte la contabilidad pública con la contabilidad privada, y consagrar el mismo método contable: la partida doble.

Hasta entonces, La Contabilidad Pública en España, se caracterizaba en líneas generales, por el empleo de la partida simple y un sistema de registros contables que hacía muy difícil cualquier proceso normalizador con la contabilidad privada.

La implantación del método de partida doble en la Administración del Estado fue un proceso muy complicado, no pudiéndose llevar a la práctica hasta que los avances tecnológicos lo permitieron. Resultó imprescindible la reorganización de la contabilidad del Estado, ayudándose de las posibilidades que en ese momento brindaba la informatización de la contabilidad. El sistema de informatización contable que se implantó en la Administración General de Estado se caracterizaba por: ser un sistema integrado; descentralizado; basado en el método de partida doble; desarrollado sobre la base de un adecuado soporte informático basado en el automatismo; que permitiese la simplificación de los procedimientos contable-administrativos; y pensado en la seguridad de su funcionamiento que, mediante la unicidad de criterios contables, trataba de conseguir un tratamiento contable homogéneo en todos los centros contables.

No obstante, resultó imposible una similitud completa entre el Plan Contable aplicable al sector privado y el nuevo Plan aplicable al sector público, dado el diferente carácter de los sujetos a los que iban dirigidos ambos planes. Las diferencias entre ambos planes son consecuencia del sometimiento de las Administraciones Públicas al procedimiento administrativo y a las restricciones presupuestarias.

Ahora bien, este PGCP’83 revolucionó la contabilidad en el ámbito público, ya que por primera vez introdujo el mencionado método de partida doble. Esto supuso un cambio cultural importante en los técnicos que llevaron a cabo su aplicación, y como se ha dicho, una aportación fundamental en el proceso general de normalización contable en nuestro país.

— Con motivo de la integración de España en la Comunidad Económica Europea y la necesidad de adaptar la legislación española en materia contable a las Directivas de la Unión Europea, se inició un nuevo proceso de transformación de la contabilidad empresarial que dio lugar a un nuevo Plan General de Contabilidad aplicable al sector empresarial, aprobado por Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, quedando derogado el anterior Plan de 1973. Este nuevo PGC de la empresa alteraba el modelo inicial adoptado por el PGCP’83.

Por ello, y siguiendo en la línea de la armonización y normalización contable para obtener información homogénea en los distintos sectores económicos, y con el fin de adaptar la contabilidad pública a los nuevos principios y criterios contables desarrollados por la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas (CPNCP), que constituyeron el denominado nuevo «marco conceptual», se aprobó el Plan General de Contabilidad Pública mediante Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 6 de mayo de 1994, (PGCP-94) que fue posteriormente modificado por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 18 de febrero de 1999.

El PGCP’94 se aplicó con carácter obligatorio a partir del 1 de enero de 1995 a las entidades que conforman el sector público estatal (Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos y otras Entidades estatales públicas). Posteriormente se aplicó a las entidades del sector público local (Corporaciones Locales y Organismos de ellas dependientes). Adaptación que se hizo al amparo de lo establecido en el artículo 125 del Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General Presupuestaria.

Con este PGCP’94, se introduce en el panorama contable español, una nueva influencia o tendencia que afecta a la estructura de la contabilidad española, y es el denominado modelo «anglosajón». Este modelo, se caracteriza porque las normas contables aplicables en materia de contabilidad pública son normas sin fuerza legal, emanadas de organizaciones profesionales que emiten pronunciamientos encargados de establecer la posible aplicación de las mismas en el sector público. Tanto el modelo continental como el anglosajón dieron lugar a la aprobación del Plan General de Contabilidad Pública de 1994, norma contable de obligado cumplimiento, inspirado en el «marco conceptual» elaborado a partir de los principios contables públicos.

Además, hay que señalar que en el año 1990 se aprobaron ocho documentos de principios contables públicos por la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas, constituida en el seno de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE). Estos documentos vienen a recoger: los derechos a cobrar e ingresos, obligaciones y gastos, información económica-financiera, y gastos con financiación afectada, constituyendo el mencionado «marco conceptual» de la contabilidad pública que sirvieron de base para la elaboración del PGCP’94.

Este «marco conceptual» es un aspecto muy importante a destacar en este PGCP’94. En su artículo primero establecía que el mismo se aprobaba, con el carácter de Plan marco para todas las Administraciones Públicas. Y puesto que se elaboró de acuerdo con un «marco conceptual» de la contabilidad pública, se produjo un efecto en cadena de reforma de la contabilidad en todo el sector público, encuadrado en dicho «marco conceptual» contable.

En el año 2004 se constituyó una nueva Comisión para la elaboración de estudios de contabilidad pública. Esta nueva Comisión está compuesta por representantes de: La Administración Pública Estatal, la Autonómica y la Local, órganos de regulación contable de las empresas y del ámbito académico. Esta nueva Comisión tenía como objetivo fundamental avanzar en la normalización contable pública mediante la elaboración de «Documentos de principios contables públicos» que sirvieran de marco de referencia para la elaboración de una normativa contable aplicable a todas las Administraciones Públicas.

No obstante, cabe destacar que los «Documentos de Principios contables públicos» aprobados por la citada Comisión de Principios y Normas contables públicas, se podrán seguir aplicando en aquellos aspectos que no se opongan al PGC.

— Siguiendo en esta línea de normalización, y ante las novedades que a nivel internacional presenta la normativa contable, llegamos en el ámbito empresarial, al actual Plan General de Contabilidad (PGC), aprobado por Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre. El cual, siguiendo con la idea de la armonización y normalización contable para obtener información homogénea en los distintos sectores económicos, y con el fin de adaptar la contabilidad pública a la nueva normativa internacional, dio lugar al actual Plan General de Contabilidad Pública (PGCP), aprobado por Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril.

— Una de las novedades más importantes en la reforma de la contabilidad del sector público, ha sido la aparición en los últimos años de las Normas Internacionales aplicables a la Contabilidad del Sector Público. La Federación Internacional de Contables (IFAC), a través de la IPSASB (Junta de Normas Contables Internacionales para el Sector Público) ha elaborado en los últimos años las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (NIC-SP), basadas en las Normas Internacionales de Contabilidad en el ámbito empresarial (NIC-NIIF), con el objetivo de establecer un marco de referencia para la elaboración de la información financiera por las Administraciones Públicas de los diferentes países. Las principales diferencias entre ambas normas contables internacionales consisten en que las NIC-SP están enfocadas a tratar aspectos específicos de ñas entidades públicas y adecuar los conceptos empleados y la terminología a este sector. Por tanto, las NIC-SP son normas generales de información financiera de alta calidad para su aplicación a entidades del sector público diferentes de las empresas públicas y, en la medida en que no existe una aplicación directa de ellas, se configuran como un referente a la hora de interpretar el PGC.

En resumen, la reforma de la contabilidad de nuestro país, que se inició a principio de los años 80 y todas las reformas posteriores de la contabilidad pública han pretendido alcanzar el objetivo de la normalización contable. Este objetivo ha seguido tres líneas:


	
1.  Se ha buscado la normalización de los criterios contables aplicados a las distintas Administraciones Públicas, cometidas al PGCP.

	
2.  Se ha pretendido, en la medida de lo posible, la normalización con los principios contables aplicados al ámbito empresarial, los cuáles han servido de referencia y han influido notablemente en el proceso de normalización contable en el ámbito público.

	
3.  Se han tenido en cuenta los pronunciamientos internacionales.



La normalización contable en la Administración Local.

La Administración Local, aunque de forma más lenta, ha seguido los pasos que previamente se iban dando en el ámbito estatal, adaptándose a este proceso de reforma y normalización contable.

REFORMA Y NORMALIZACIÓN DE LA CONTABILIDAD PÚBLICA LOCAL

El proceso de reforma y normalización de la Contabilidad de las Administraciones Públicas, orientada a fines de gestión, de control y de análisis y divulgación contable en el ámbito de la Administración Local, se inició con la LGP’77. Pero es con la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL) cuando se produce la reforma administrativa. Esta LRBRL abre la posibilidad de adecuar el régimen contable de las Entidades Locales a los preceptos de la Ley General Presupuestaria, ya que en su Art. dispone que «Las entidades locales quedan sometidas al régimen de contabilidad pública. La Administración del Estado establecerá, con carácter general, el plan de cuentas de las entidades locales». Hasta ese momento, la Administración Local había permanecido al margen del proceso de reforma y normalización contable.

Sin embargo, estos preceptos establecidos en la LRBRL, salvo en contados casos, no llegaron a tener desarrollo práctico. Y es con la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales (LRHL’88), cuando las Entidades Locales se incorporan realmente a este proceso de reforma y modernización de la contabilidad pública. Dicha Ley marcó un importante punto de inflexión en la evolución de su sistema contable, y supuso el punto de partida del proceso de normalización, y de una profunda transformación, del régimen contable vigente hasta entonces, regulado en la Instrucción de Contabilidad de las Corporaciones Locales anexa al Reglamento de Haciendas Locales, de 4 de agosto de 1952

En este sentido, la LRHL’88, en su exposición de motivos establecía «en cuanto al régimen presupuestario y contable de las Entidades Locales tiende a acercar el mismo, al máximo posible, a los preceptos de la Ley General Presupuestaria, de los que, salvo en contados casos, las Haciendas Locales estaban al margen».

Además, esta LRHL’88 estableció las líneas generales de la contabilidad de las entidades locales, y en el apartado primero del artículo 184, disponía que:


«1. Corresponderá al Ministerio de Economía y Hacienda a propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado:

a) Aprobar las normas contables de carácter general a las que tendrá que ajustarse la organización de la contabilidad de los Entes locales y sus Organismos Autónomos

b) Aprobar el Plan General de Cuentas para las Entidades locales, conforme al Plan General de Contabilidad Pública»



La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, introdujo un cambio radical en el desarrollo de su contabilidad al añadir al tradicional método de registro por partida simple el método de partida doble, estableciéndose la obligatoriedad de aplicar un Plan General de Contabilidad basado en el Plan General de Contabilidad Pública entonces en vigor a nivel estatal.

La LRHL’88 dedicó su título VI al Presupuesto y al gasto público, no obstante, aplazaba el desarrollo en materia presupuestaria y contable a la promulgación de normas de rango inferior como fueron:


	
—  La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 20 de septiembre de 1989, por la que se establece la estructura presupuestaria de las Entidades Locales, de acuerdo con el mandato señalado en el Art. 148 de la LRHL’88. Derogada actualmente por la vigente Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las Entidades Locales. Derogado su art. 10 y modificados los arts. 4 y 6 y los anexos I y III, por Orden HAP/419/2014, de 14 de marzo.


	
—  Real Decreto 500/1990, de 20 de abril por el que se desarrolla el capítulo primero del título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.


	
—  Instrucción de Contabilidad para la Administración Local, propuesta por la Intervención General de la Administración del Estado, de conformidad con el Art. 184.2 de la LRHL’88, y aprobada por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 17 de Julio de 1990.


	
—  Instrucción de Contabilidad para municipios de menos de 5.000 habitantes, prevista en el artículo 184.2 de la LRHL’88, y aprobada por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 17 de Julio de 1990.



A tenor de estos dos últimos puntos, la aplicación de ambas Instrucciones, tuvo carácter obligatorio a partir del uno de enero de 1992. Este nuevo sistema contable el nuevo sistema contable consistía en la implantación de dos modelos: el llamado «modelo normal» y el «modelo simplificado», cuya regulación quedó recogida en estas Órdenes del Ministerio de Economía y Hacienda, de 17 de julio de 1990, a través de las que se aprobaron la Instrucción de contabilidad para la Administración Local, para el «modelo normal», e Instrucción de contabilidad del tratamiento especial simplificado para entidades locales con población inferior a 5.000 habitantes, en el caso del «modelo simplificado». Cada una de estas dos Instrucciones de contabilidad incorporó, en un Anexo, el Plan Contable aplicable por las entidades que estuviesen sujetas al modelo en cuestión, «normal» o «simplificado», tratándose en los dos casos de un Plan que suponía una adaptación de la versión del PGCP que fue aprobada mediante Resolución de 11 de noviembre de 1983 de la Intervención General de la Administración del Estado.

La aplicación de esta normativa contable, al igual que ocurrió en el ámbito estatal, exigía la reforma de los procedimientos utilizados por las Entidades Locales, debiéndose realizar un gran esfuerzo por introducir el uso de las nuevas tecnologías informáticas en los procesos contables, que, hasta ese momento, en muchas de las Entidades Locales, se realizaban de forma manual. Este proceso de modernización, contó con el apoyo de la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE), que diseñó unas normas funcionales que sirvieron de base para el desarrollo de las aplicaciones informáticas, denominadas Sistema de Información Contable para la Administración Local (SICAL).

No obstante, debido a la complejidad del proceso de adaptación de las Entidades Locales, se aprobaron normas transitorias que rebajaron al mínimo las disposiciones contables de carácter obligatorio durante los ejercicios 1992 y 1993 (Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 28 de diciembre de 1992 y Disposición Transitoria Novena de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1993).

Posteriormente se produjeron una serie de circunstancias que hicieron necesaria otra reforma del régimen contable local, si bien, esta reforma lejos de suponer una ruptura con el régimen de 1990, se caracterizó por la «continuidad». Dichas circunstancias fueron, principalmente:


	
—  La necesidad de simplificar, al máximo posible, la contabilidad de las entidades locales más pequeñas.

	
—  La aprobación del Plan General de Contabilidad Pública, a través de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 6 de mayo de 1994 (PGCP’94), que vino a sustituir al PGCP’83, obligando posteriormente a reformar de nuevo la contabilidad de la Administración Local, adaptando su normativa contable a dicho Plan.



Dicha reforma, que supuso la revisión de la normativa contable para la Administración Local de 1990, tuvo lugar en el año 2004, articulándose a través de tres modelos contables que vinieron a sustituir a los dos que existían con anterioridad, quedando fijada su aplicación efectiva para el ejercicio 2006. Estos tres modelos quedaron regulados en tres instrucciones fundamentales


	
1.  Instrucción del modelo normal de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/4041/2004, de 23 de noviembre.

	
2.  Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/4042/2004, de 23 de noviembre.

	
3.  Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre.



En el preámbulo de estas Instrucciones de Contabilidad Local de 2004, se determinaron los pilares de dicha reforma de la contabilidad local:


	
—  La adaptación de los Planes de Cuentas al Plan General de Contabilidad Pública, y

	
—  La instauración de un Modelo Básico de contabilidad que aliviase la pesada carga que, para las entidades locales muy pequeñas, suponía llevar la contabilidad, imponiéndoles las obligaciones contables mínimas para garantizar la obtención de la información económico-financiera esencial a que se refería el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 190 de la LRHL’88, actualmente artículo 209 de su Texto Refundido.



El ámbito de aplicación de los tres modelos se diferenció en función de dos variables representativas de la dimensión de las entidades locales: la población y el importe de su presupuesto, y no sólo de la población como venía siendo tradicional. Al igual que sucedió en el caso de las Instrucciones de 1990, las nuevas Instrucciones del «modelo normal» y del «modelo simplificado» de contabilidad local del 2004 incorporaron, como Anexo, un Plan Contable adaptado al Plan General de Contabilidad Pública de 1994.

Además, este otras de las principales novedades que introdujo el Plan Contable para la Administración Local de 2004, fue que vino a integrar los principios contables públicos que ya recogía en la primera parte el PGCP’94 para el Estado. De este modo, se consideraban como principios generalmente aceptados, cuya aplicación conduce a que la información resultante refleje la imagen fiel de la realidad de la Entidad Pública a que se refiera.

Nuevamente, la aprobación de un nuevo Plan General de Contabilidad Pública en 2010, aprobado por Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril (PGCP’10), fue como consecuencia una vez más de un nuevo Plan para la Contabilidad empresarial aprobado mediante Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, que tenía como objetivo adaptarse a las novedades que a nivel internacional presenta la normativa contable. Este PGCP’10 ya permitió anticipar una nueva reforma de la contabilidad de la Administración Local en nuestro país.

Esta reforma ha tenido lugar en 2013 y ha supuesto efectuar una revisión de la normativa contable de aplicación a las entidades locales y sus organismos autónomos, a nivel de los modelos normal, simplificado y básico. Para ello, se han aprobado dos órdenes que introducen a su vez nuevas instrucciones de contabilidad:


	
1.  Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la instrucción del modelo normal de contabilidad local.


	
2.  Orden HAP/1782/2013 de 20 de septiembre, por la que se aprueba la instrucción del modelo simplificado de contabilidad local y se modifica la instrucción del modelo básico de contabilidad local aprobada por orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre.




Estas Instrucciones entraron en vigor el 1 de enero de 2015. Por tanto, las primeras cuentas anuales elaboradas con esta nueva normativa, ya adaptadas al PGCP’10, no estuvieron disponibles hasta bien entrado el ejercicio 2016. Asimismo, existen otros aspectos regulados en la instrucción, relativos tanto a la contabilidad de costes como a la consolidación de cuentas anuales, cuya plasmación en las cuentas anuales no será obligatoria hasta la rendición de las mismas en el ejercicio 2017.

Hay que tener en cuenta que la aprobación del nuevo PGCP’10 afecta tanto al modelo normal como al simplificado, al estar ambos basados a su vez en el PGCP’94. Por el contrario, con respecto al modelo básico, la segunda de las instrucciones ha venido a mantener su regulación actual por razones de simplicidad, adaptando eso su contenido a la terminología presupuestaria acuñada por la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las entidades locales, y la adaptación de la estructura del Remanente de Tesorería a la que presenta esta magnitud en los nuevos modelos normal y simplificado.

Como elemento diferenciador en este último proceso de normalización, destaca la adaptación de este PGCP a las normas internacionales aplicables a la contabilidad del sector público (NIC-SP), elaboradas por la Federación Internacional de Contadores(IFAC), a través del IPSASB (Comité de Normas Contables Internacionales para el Sector Público, inicialmente Comité del Sector Público). Las NIC-SP están basadas en las NIC-NIIF (normas inter-nacionales de contabilidad y normas internacionales de información financiera), con el objetivo de establecer un marco de referencia para la elaboración de la información financiera por las administraciones públicas a nivel internacional. Con respecto a las normas internacionales aplicables a la contabilidad del sector público hay que señalar que no existe una norma de la Unión Europea que obligue a los estados miembros a su aplicación, como sí ocurre en el ámbito empresarial con las NIC-NIIF aprobadas por el Reglamento de la Comisión Europea. Sin embargo, a pesar de no resultar obligatorias, la IFAC recomienda su adopción con el fin de lograr una información comparable y uniforme entre las organizaciones del sector público de los distintos países. De hecho, esta recomendación es lo que ha llevado a la IGAE a trabajar en ese sentido bajo dicha premisa.

Otro objetivo que se ha pretendido con este nuevo plan contable, es incrementar la información proporcionada por las cuentas anuales del PGCP’04. El resultado económico-patrimonial que recogía el anterior Plan, no constituía un indicador suficiente para evaluar la gestión, como sucede en el ámbito de las empresas, de manera que la información financiera y presupuestaria debe ser complementada con información adicional que permita apoyar la adopción de decisiones para la gestión. En esta línea, y como principal novedad, se ha incluido por primera vez en la memoria de las cuentas anuales información de costes por actividades y se han ampliado los indicadores, financieros y de gestión que ya se elaboraban, lo cual contribuirá a mejorar la calidad de la información contable en el sector público local.

El marco conceptual de la contabilidad pública.

Con la reforma de la contabilidad pública en España, que se inicia en la década de los noventa, marcada por nuevas inquietudes que van dirigidas a satisfacer la demanda de un cambio conceptual, se introdujo la aplicación de lo que se vino a denominar «marco conceptual», constituido por un conjunto de principios contables públicos que servían de base a las normas y las prácticas contables.

Con la finalidad de elaborar este «marco conceptual», el primer paso consistió en identificar y definir estos principios contables para los sujetos de la contabilidad pública.

Se definieron doce principios que se recogieron en un documento denominado «Principios Contables Públicos», editado en 1990 por la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE). Este documento, en gran medida, tuvo como base el documento «Principios y Normas de Contabilidad en España», elaborado por la Asociación Española de Contabilidad y Administración de Empresas (AECA), que recogía los nuevos principios contables que surgieron en un proceso normalizador de ámbito mundial durante la década de los noventa, y que se manifestó a través de organizaciones económicas internacionales (CEE, ONU), asociaciones e instituciones universitarias y asociaciones profesionales.

Este documento, nació de los trabajos y de la experiencia ya acumulada en otros ámbitos contables. Para su elaboración, se utilizó un método deductivo en el que se analizaban los aspectos que se relacionan a continuación:


	
1.  Entorno jurídico económico de la contabilidad pública: Características jurídicas y económicas de los sujetos de la contabilidad pública

	
2.  Destinatarios de la información contable: Demandantes o posibles usuarios de la información contable pública cuyas necesidades se deben satisfacer.

	
3.  Fines de la contabilidad pública: Se establecen teniendo en cuenta las necesidades de los destinatarios de la información contable pública.

	
4.  Características de la información contable pública: Análisis para establecer cuáles deben ser las características de la información contable pública para poder obtener los fines de la misma

	
5.  Requisitos de la información contable: Requisitos que debe cumplir la información contable para que sea eficaz y útil en la toma de decisiones de los usuarios de la misma.



El análisis de cada uno de estos aspectos dio lugar a las diferentes partes que constituyeron el documento «Principios Contables Públicos», el cual finalizó con el enunciado de los mismos, incluidos en la sexta parte del documento, y que eran los siguientes:


	
1.  Entidad

	
2.  Gestión Continuada

	
3.  Uniformidad

	
4.  Importancia relativa

	
5.  Registro

	
6.  Prudencia

	
7.  Devengo

	
8.  Imputación de la transacción

	
9.  Precio de adquisición

	
10.  Correlación de ingresos y gastos

	
11.  No compensación

	
12.  Desafectación



Estos principios contables públicos fueron las reglas o directrices cuya aplicación permitió elaborar la información que reflejase la «imagen fiel» de la realidad patrimonial, de la situación financiera, la ejecución del Presupuesto y los resultados de la Entidad Pública.

De estos doce principios, fueron dos los que marcaron principalmente el modelo establecido por el denominado «marco conceptual»: El principio de devengo y el principio de precio de adquisición.

Una vez elaborado este primer documento, «Principios contables públicos», la IGAE consciente de que para poder llevar a cabo una correcta interpretación y aplicación práctica del mismo era necesario un desarrollo de los principios contenidos en él, se planteó la necesidad de elaborar una serie documentos que explicasen la aplicación del conjunto de estos principios contables.

Para la elaboración de dichos documentos se creó, mediante Resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda, de 28 de diciembre de 1990, la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas (CPNCP). Esta Comisión, presidida por la IGAE, estaba integrada por representantes de los distintos ámbitos territoriales de las Administraciones Públicas (estatal, autonómico y local) y de los diferentes estamentos del mundo contable (Universidades, Asociaciones de Auditores, Asociaciones de Profesionales, etc.).

En total se elaboraron siete documentos, que complementaron el Documento no 1 «Principios contables públicos»:


	 Documento no 2: Derechos a cobrar e ingresos

	 Documento no 3: Obligaciones y gastos

	 Documento no 4: Transferencias y subvenciones

	 Documento no 5: Endeudamiento público

	 Documento no 6: Inmovilizado no financiero

	 Documento no 7: Información económico-financiera pública

	 Documento no 8: Gastos con financiación afectada



Estos ocho documentos constituyeron lo que se denominó nuevo «marco conceptual» de la contabilidad pública, que constituyó el punto de referencia que sirvió de guía para llevar a cabo este proceso de reforma y cambio del sistema contable público español.

En el ámbito de la contabilidad pública local, éste marco conceptual fue uno de los pilares del proceso de reforma que supuso la aprobación del PGCP’04. En la primera parte de este Plan se incluyeron los citados doce principios contables, integrándose en la norma, y pasando de ser meras recomendaciones, a convertirse en principios de obligado cumplimiento.

Ahora bien, en el actual Plan General de la Contabilidad adaptado a la Administración Local de 2013, el «Marco conceptual de la contabilidad pública», forma parte de la primera del nuevo plan contable, es una de las novedades más importantes que presenta este plan contable respecto del anterior PGCP’04. A continuación, vamos a detallar este «marco conceptual» del actual Plan.

El marco conceptual de la contabilidad pública, recoge los documentos que integran las cuentas anuales, los principios contables públicos, los requisitos de la información contable, las definiciones de los elementos de las cuentas anuales y los criterios generales de registro y de valoración de los mismos, que deben conducir a que las cuentas anuales muestren la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial, y de la ejecución del presupuesto de la entidad contable. Este marco conceptual armoniza los conceptos contables básicos y constituye el soporte para el análisis y la interpretación de las normas contables.

En este marco conceptual se recogen los requisitos de la información, los principios y los criterios contables para el registro y valoración de los elementos patrimoniales, con la finalidad de lograr el objetivo de la imagen fiel.

Para la redacción de este marco conceptual del PGCP se ha tomado como referencia:


	
—  La Normas Internacionales aplicables a la Contabilidad del Sector Público (NIC-SP) no 1 de «Presentación de estados financieros».

	
—  El marco conceptual del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB), con las características específicas del sector público.

	
—  Los Documentos de principios contables públicos y el marco conceptual de la contabilidad recogido en la primera parte del PGC.



Este marco conceptual sustituye y amplía la primera parte del PGCP´94, y contiene seis apartados:


	
1.º  Imagen fiel de las cuentas anuales;

	
2.º  Requisitos de la información a incluir en las cuentas anuales;

	
3.º  Principios contables;

	
4.º  Elementos de las cuentas anuales;

	
5.º  Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales;

	
6.º  Criterios de valoración.



El objetivo de las cuentas anuales, sigue siendo, como en el PGCP´04, mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución del presupuesto de la entidad contable. Por ello y como novedad en el PGCP’10 se incluyen dos documentos nuevos en las cuentas anuales: el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo.

Así mismo y como novedad, se pretende conseguir la imagen fiel a la que deben conducir las cuentas anuales, en la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y no sólo a su forma jurídica.

Se establece también que, cuando se considere que el cumplimiento de los requisitos de la información y principios y criterios contables incluidos en el Plan no sea suficiente para mostrar la mencionada imagen fiel, se suministrará en la memoria la información complementaria precisa para alcanzar este objetivo.

En cuanto a la información incluida en las cuentas anuales debe cumplir los requisitos de: claridad, relevancia, fiabilidad y comparabilidad. La mayor parte de estos requisitos de la información figuraban ya enunciados en el anterior Plan, y todos ellos se han incluido en el marco conceptual del nuevo Plan General de Contabilidad Pública pasando, por tanto, a ser obligatorios.

Entre los requisitos de la información de las cuentas anuales cabe destacar el de la fiabilidad, recogido en la NIC-SP 1. El cumplimiento de la fiabilidad es un objetivo que implica que la información sea completa y objetiva, que prevalezca el fondo económico de las operaciones sobre su forma jurídica y que se deba ser prudente en las estimaciones y valoraciones a efectuar en condiciones de incertidumbre.

El tercer apartado relativo a los principios contables detalla que estos se presentan agrupados, distinguiendo por un lado los de carácter económico patrimonial (gestión continuada, devengo, uniformidad, prudencia, no compensación, e importancia relativa) y, por otro lado, los de carácter presupuestario (imputación presupuestaria, y desafectación).

Los antiguos principios contables de precio de adquisición, de correlación de ingresos y gastos, de registro y de entidad contable, que figuraban en el PGCP´04, pierden su carácter de principios contables en este nuevo Plan General de Contabilidad Pública, si bien aparecen incluidos en otras partes del marco conceptual.

Así, la correlación de ingresos y gastos y de registro pasan al apartado 5.º de criterios de registro o reconocimiento de los elementos de las cuentas anuales, el principio de entidad contable pasa al apartado 1.º de imagen fiel, y el principio del precio de adquisición se incluye en el apartado 6.º, como un criterio de valoración más de los que figuran relacionados en este apartado.

Por lo que afecta al principio de prudencia, aunque en la NIC-SP figura entre las características cualitativas de la información financiera, se ha incluido entre los principios contables, con el fin de lograr una homogeneidad con el PGC.

El principio de devengo se enuncia de forma más general, refiriéndose no solo a los ingresos y gastos, sino también a los activos, pasivos y patrimonio neto, abarcando, por tanto, este principio, a todas las operaciones de la entidad.

Una novedad a señalar, es la desaparición de la jerarquía de los principios contables, debiendo prevalecer, en casos de conflicto, el principio que mejor conduzca a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y del resultado económico patrimonial de la entidad.

Representa otra novedad importante en el PGCP’10 la definición, en el apartado 4.ª del marco conceptual, de los elementos de las cuentas anuales (activos, pasivos, patrimonio neto, ingresos y gastos, ingresos y gastos presupuestarios y cobros y pagos):


	
—  Por lo que afecta a los activos, además de tener el control económico de los mismos, tiene que ser probable que la entidad obtenga en un futuro rendimientos económicos o un potencial de servicio. Se distingue, por tanto, entre los activos empleados para generar flujos netos de entrada de efectivo portadores de «rendimientos económicos futuros» y activos empleados para suministrar bienes y servicios portadores de un potencial de servicio, que se trata de activos que generan flujos económicos sociales que benefician a la colectividad. Una de las consecuencias de la definición de los activos, es la desaparición de los conocidos en la anterior regulación como «activos ficticios», como los gastos a distribuir en varios ejercicios, que no reúnen los requisitos de activo en el Plan General de Contabilidad Pública.

	
—  Los pasivos se definen como obligaciones actuales surgidas como consecuencia de sucesos pasados, cuya extinción es probable que dé lugar a una disminución de recursos que incorporen rendimientos económicos o un potencial de servicio. Entre los pasivos se incluyen las provisiones. La actual provisión para grandes reparaciones no reúne la definición de pasivo, por lo que en el Plan General de Contabilidad Pública se contabiliza como una sustitución. Como novedad, señalar también, que de la propia definición de los pasivos como «obligaciones actuales», se deriva la necesidad, con carácter general, de actualizar su valor.

	
—  El patrimonio neto, lo define como la parte residual de los activos de la entidad, una vez deducidos todos sus pasivos. Incluye las aportaciones realizadas, por la entidad o entidades propietarias, que no tengan la consideración de pasivos, así como los resultados acumulados u otras variaciones que le afecten.

	
—  En relación con las definiciones de ingresos y gastos, constituye una novedad importante la previsión de que determinados ingresos y gastos se contabilicen directamente en el patrimonio neto, sin perjuicio, en su caso, de su posterior imputación a la cuenta del resultado económico patrimonial. En el nuevo Plan General de Contabilidad Pública no se identifica el concepto de ingreso con el componente positivo de la cuenta del resultado económico patrimonial, como sucedía en el PGCP´04. Tal es el caso, por ejemplo, de la valoración por el valor razonable de determinados activos, ya que mientras permanecen en balance y no se deterioran, el incremento por su valor razonable se imputa en una cuenta específica de patrimonio neto, o el de las subvenciones recibidas, que se contabilizan, con carácter general, como ingresos en una partida específica de patrimonio neto, imputándose con posterioridad al resultado económico patrimonial de acuerdo con su finalidad. Una consecuencia de esta nueva categoría de ingresos y gastos imputados al patrimonio neto, es la necesidad de recoger en un nuevo estado de las cuentas anuales: «estado de cambios en el patrimonio neto», además de otras operaciones, los ingresos y gastos reconocidos directamente en el patrimonio neto.

	
—  Los gastos e ingresos presupuestarios, como ya se venían definiendo, los primeros son aquellos flujos que suponen el empleo de créditos consignados en el presupuesto de gastos de la entidad; y los segundos, aquellos flujos que determinan recursos para financiar los gastos presupuestarios de la entidad.

	
—  Los cobros y pagos, mantienen su definición de flujos de entrada o salida de efectivo, respectivamente, que suponen un aumento o disminución de la tesorería de la entidad

	
—  En cuanto a los «Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales» recogidos en el apartado 5.º del marco conceptual, se detallan las condiciones que deben cumplir para su reconocimiento en dichas cuentas.



Así, las condiciones que deben darse para que los activos se reconozcan en balance son, además de cumplir las definiciones del apartado 4.º anterior, que sea probable la obtención de rendimientos económicos o un potencial de servicio y que la valoración sea fiable. Por su parte, los pasivos se reconocerán cuando se considere probable que, a su vencimiento y para liquidar la obligación, se entreguen o cedan recursos que incorporen rendimientos económicos o un potencial de servicio, y que su valor se pueda determinar con fiabilidad.

Respecto a los ingresos y gastos, la fiabilidad en la valoración o estimación de los mismos es un requisito necesario para reconocerlos en la cuenta del resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto.

Por lo que afecta a los activos y pasivos, gastos e ingresos que también tengan reflejo en la ejecución del presupuesto, el reconocimiento se podrá realizar cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido en cada caso, se dicten los actos de reconocimiento de gastos o ingresos presupuestarios. En todo caso, al menos, a la fecha de cierre, aunque no hayan sido dictados dichos actos, se reconocerán en la cuenta del resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto los gastos e ingresos devengados por la entidad hasta dicha fecha. En el PGCP´04, esta última referencia solo se realizaba respecto a los gastos efectivamente realizados por la entidad.

Los criterios de valoración recogidos en el apartado 6.º del marco conceptual, son desarrollados posteriormente en las normas de reconocimiento y valoración de la segunda parte del Plan General de Contabilidad Pública.

El plan contable establece que la valoración, es el proceso por el que se asigna un valor monetario a cada uno de los elementos integrantes de las cuentas anuales, de acuerdo con lo dispuesto en las normas de valoración relativas a cada uno de ellos, que se recogen en la segunda parte del plan. Y a tal efecto establece las siguientes definiciones:


	
—  Precio de adquisición

	
—  Coste de producción

	
—  Coste de un pasivo

	
—  Valor razonable

	
—  Valor realizable neto

	
—  Valor en uso

	
—  Costes de venta

	
—  Valor actual de un activo o de un pasivo

	
—  Coste amortizado de un activo o pasivo financiero

	
—  Costes de transacción atribuibles a un activo o pasivo financiero

	
—  Valor contable

	
—  Valor residual de un activo



La principal novedad es la incorporación del valor razonable, que se utiliza para la valoración de determinados activos y pasivos. En la valoración posterior del inmovilizado material y otros activos, se puede optar por utilizar el modelo de la revalorización, en sintonía con lo establecido en la NIC-SP 17, «Propiedades, Planta y Equipo». En la contabilidad pública, la adopción de este criterio de valoración no está condicionado, como sucede en el ámbito empresarial, por la regulación tributaria, o por evitar el posible reparto de ingresos no realizados. En cualquier caso, el valor razonable tiene que estar referido a un valor de mercado fiable.

Otros criterios de valoración también novedosos son: el valor residual, el valor en uso, el importe recuperable y el coste amortizado.

En relación con el valor residual de un activo, se destaca la diferencia entre vida útil y vida económica de un activo, ya que la primera hace mención a un concepto subjetivo del activo, en cuanto al periodo de utilización del mismo por la entidad, mientras que la vida económica es un concepto objetivo, relacionándolo con el periodo durante el cual el activo se espera que sea utilizable por uno o más usuarios.

Otro concepto que no se definía en el PGCP´04 es el valor realizable neto de un activo, que se define como el importe que se puede obtener por su enajenación en el mercado de manera natural o no forzada, deduciendo los costes necesarios para llevarla a cabo, así como, en el caso de los productos en curso, los costes estimados necesarios para terminar su producción, construcción o fabricación.

Hay que mencionar también el valor en uso, que se define de forma diferente para los activos que incorporan rendimientos económicos futuros que para los activos portadores de potencial de servicio. Para los primeros, se define como el valor actual de los flujos de efectivo esperados a través de su utilización en el curso normal de la actividad de la entidad y, en su caso enajenación, actualizados a un tipo de interés de mercado sin riesgo. Para los activos portadores de potencial de servicio, el valor en uso se define como el valor actual del activo manteniendo su potencial de servicio, estableciéndose que su determinación se realizará por el coste de reposición del activo menos la amortización acumulada calculada sobre la base de ese coste para reflejar el uso ya efectuado del activo.

Otra novedad que hay que señalar es la definición del importe recuperable de un activo es el mayor entre su valor razonable menos los costes de venta y su valor en uso. Este importe recuperable se utiliza para calcular el deterioro del inmovilizado material, intangible, e inversiones inmobiliarias.

Por último, se incluye la definición del coste amortizado de un activo o pasivo financiero, que se utiliza en la valoración de créditos y débitos, que es el valor actual de los mismos utilizando para su actualización el tipo de interés efectivo. El coste amortizado es el importe al que inicialmente fue valorado un activo o pasivo financiero, menos los reembolsos del principal, más o menos, la parte imputada en la cuenta del resultado económico patrimonial, mediante la utilización del tipo de interés efectivo, de la diferencia entre el importe inicial y el valor de reembolso en el vencimiento, menos cualquier reducción de valor por deterioro en el caso de los activos financieros. El tipo de interés efectivo es el tipo que iguala el valor contable del activo o pasivo financiero con los flujos de efectivo estimados a lo largo de la vida del mismo. Una de las consecuencias de este cambio en el criterio de valoración de las deudas es la desaparición de los «gastos a distribuir en varios ejercicios», ya que, con la nueva valoración al coste amortizado, los rendimientos implícitos pasan a devengarse y reconocerse como mayor valor de la deuda a lo largo de la vida de la misma utilizando el tipo de interés efectivo.
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 1.  INTRODUCCIÓN

La información contable contenida en las Cuentas Anuales de las Corporaciones Locales debe ser accesible a una pluralidad de agentes económicos y sociales. Entre los destinatarios de la contabilidad pública se encuentra una gama muy amplia de colectivos, desde los Órganos de Gobierno a los ciudadanos, pasando por trabajadores, sindicatos, proveedores de bienes y servicios, entidades financieras prestamistas y otros acreedores, órganos de control externo y en general, cuantos colectivos se vean afectados de una u otra manera por la actividad económica-financiera del sector público. Este amplio espectro puede resumirse en los siguientes grupos:


	
—  ÓRGANOS de representación política, asambleas legislativas elegidas por sufragio universal, como son los Plenos de las Diputaciones, Ayuntamientos y demás Corporaciones Locales.

	
—  SUJETOS contables: órganos de gestión tanto en los niveles político-administrativos, como son los Alcaldes y Presidentes, y en los niveles de gestión administrativa que incluirían los demás escalones de las Corporaciones Locales.

	
—  Órganos de dirección y gestión de las sociedades, organismos autónomos y empresas públicas.

	
—  Órganos de control externo, el Tribunal de Cuentas y los tribunales correspondientes en las Comunidades Autónomas, y los órganos encargados del control interno en sus distintas clases: financiero, de legalidad, de eficiencia y de eficacia.

	
—  Entidades privadas, asociaciones y ciudadanos en general.



Para que la contabilidad pueda satisfacer las necesidades de los distintos usuarios de la información debe ser suministrada con unos requisitos formales y temporales precisos. La razón fundamental de la necesidad de unos requisitos en la información contable radica en la separación entre la función de registro y procesamiento de la información y la adopción de decisiones. Los responsables de la adopción de decisiones deben exigir determinadas garantías en cuanto a la elaboración de los estados contables, como premisa necesaria para un aprovechamiento eficaz de la información contenida en ellos.

Los requisitos esenciales que ha de cumplir la información contable son los siguientes:


	
—  IDENTIFICABILIDAD. Las cuentas anuales deben mostrar expresamente los datos de identificación personal y temporal de la información contenida en ellos.

	
—  OPORTUNIDAD. La información contable debe de estar disponible en tiempo oportuno, ya que unos datos presentados con atraso en el tiempo se convierten en inútiles para el fin al que están dirigidos. Así el artículo 212.1 del RDL 2/2004, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, determina que los estados y cuentas de la Entidad Local serán rendidas por su Presidente antes del día 15 de Mayo del ejercicio siguiente al que correspondan. Continua él artículo 212 en su apartado segundo indicando que la Cuenta general formada por el Interventor será sometida antes del día 1 de Junio a informe de la Comisión Especial de Cuentas de la Entidad Local y pasará al Pleno de la Corporación, para que, en su caso, pueda ser aprobada antes del día uno de Octubre.

	
—  CLARIDAD. La información contable debe ofrecerse en términos claros y asequibles, dado que sus destinatarios no tienen por qué ser especialista en materia contable. La normalización contable favorece la claridad de la información al generar unos estados uniformes en cuanto a estructura, terminología y criterios de elaboración.

	
—  RELEVANCIA. La información contable debe ser completa para que se pueda alcanzar un conocimiento suficiente de los hechos que se tratan de revelar, por lo que se acompañara toda la información adicional necesaria para el proceso de toma de decisiones.

	
—  RAZONABILIDAD. La información contable no puede alcanzar una exactitud absoluta sobre los sucesos de la actividad económica que trata de dar a conocer, por lo que debe perseguir una aproximación razonable de los mismos.

	
—  ECONOMICIDAD. La información que se ha de proporcionar a los destinatarios debe tener en cuenta la relación coste-beneficio a la hora de determinar el nivel de agregación o desarrollo de ciertos datos que puedan favorecer un conocimiento más detallado de la situación.

	
—  IMPARCIALIDAD. La información contable no debe distorsionar los datos a favor de ciertos destinatarios y en perjuicio de otros.

	
—  OBJETIVIDAD. Los procesos de información contable deben de estar suficientemente normalizados para impedir la introducción de criterios subjetivos por parte de los responsables del proceso. La información contable tiene un grado de objetividad suficiente cuando varios destinatarios de los mismos hechos contables son capaces de obtener las mismas conclusiones.

	
—  VERIFICABILIDAD. La información contenida en las cuentas anuales debe ser susceptible de control y revisión, tanto interna como externa. La verificabilidad interna depende del sistema de control interno establecido por la Entidad Local para el desarrollo de sus operaciones. La verificabilidad externa representa una garantía necesaria para los destinatarios de la información respecto del cumplimiento de los requisitos para la correcta aplicación y cumplimiento de la normativa aplicable.



2.  MARCO LEGISLATIVO

Constitución Española aprobada por la Jefatura del Estado el 27 de Diciembre de 1978.

Ley 7/ 1985, de 2 de Abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. Modificada por la Ley 57/2003, de 16 de Diciembre, de Medidas para la Modernización del Gobierno Local y la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de racionalización y sostenibilidad de la Administración local.

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Real Decreto 500/ 1990, de 20 de Abril, por el que se desarrolla el capítulo I del Título sexto de la Ley 39/1988.

Orden HAP/419/2014, de 14 de marzo, por la que se modifica la Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las Entidades Locales

Instrucción y Plan de Contabilidad para la Administración Local de 2013 (Orden HAP 1781/2013)

Una novedad importante en la contabilidad en el sector público ha sido la aparición de las Normas Internacionales aplicables a la Contabilidad del Sector Público (NICSP) elaboradas por la Federación Internacional de Contadores (IFAC) para desarrollar normas de contabilidad de alta calidad para ser utilizadas por las entidades del sector público de todo el mundo en la preparación de estados financieros con propósito general. El término sector público se refiere a gobiernos nacionales, regionales, locales y entidades gubernamentales relacionadas. El consejo de la IFAC ha designado al Consejo de normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (IPSASB) como el órgano responsable para el desarrollo de estas normas.

El marco conceptual recogido en el Plan general de Contabilidad para la Administración Local se elabora tomando como referencia el PGCP del 2010 que, a su vez, se adaptó en su contenido a la NICSP número 1 «Presentación de estados financieros», el marco conceptual del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad con las características específicas del sector público y los Documentos de Principios Contables Públicos. Este proceso tiene como objetivo obtener una información contable comparable mediante la aplicación de métodos y criterios contables normalizados para operaciones similares en distintos países, así como, avanzar en la normalización contable con el PGC empresarial.

3.  CONCEPTO: IMAGEN FIEL

El marco conceptual de la contabilidad pública es un conjunto de principios, criterios y conceptos básicos cuyo cumplimiento conduce a que las cuentas anuales reflejen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución del Presupuesto de la Entidad.

El Plan General de Contabilidad para la Administración Local recoge un marco conceptual que armoniza los conceptos contables básicos y constituye el soporte para el análisis y la interpretación de las normas contables. Para su redacción se ha tomado como marco de referencia la NIC-SP número 1 «Presentación de estados financieros», el marco conceptual del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB) con las características específicas del sector público, el marco conceptual de la contabilidad recogido en la primera parte del Plan General de Contabilidad y los documentos de Principios Contables Públicos.

El análisis del marco conceptual de la Contabilidad Pública Local se tiene que realizar desde un entorno particular al que la contabilidad no puede ser ajena, dicho entorno aparece configurado por unas características que pueden considerarse a dos niveles:


	
a)  Elementos ambientales externos a la Corporación Local o de influencia indirecta:
	
—  La heterogeneidad del sector público local, determinada por la diversidad de organizaciones así como la variedad de servicios que prestan.

	
—  La fragmentación del poder característica de las democracias en donde los objetivos son expresión de un sistema de valores y la mejor solución puede ser el logro de un consenso mediante el ajuste de valores conflictivos más que otro que use criterios de eficacia y eficiencia.

	
—  La responsabilidad ligada a los dos fines de la contabilidad pública que son la rendición de cuentas y el control de legalidad.





	
b)  Elementos internos de la propia Corporación Local o de influencia directa:
	
—  La prestación de un servicio como objetivo prioritario. Sujeto al condicionante financiero legal e ideal de que los outputs deberían igualar a los inputs.

	
—  Ausencia de ánimo de lucro.

	
—  Dificultades para medir el producto final particularmente en áreas como bienestar social.

	
—  Importancia del presupuesto en cuanto manifestación de la voluntad política en materia económica y el control de legalidad.







El objetivo de las cuentas anuales sigue siendo, como en el Plan General de Contabilidad para la Administración Local del 2004, mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución del presupuesto de la entidad contable, y para lograr dicho objetivo se introducen dos documentos nuevos en las cuentas anuales:


	
—  El estado de cambios en el patrimonio neto

	
—  El estado de flujos de efectivo



Que forman una unidad junto con el Balance, la Cuenta de Resultado Económico Patrimonial, el Estado de Liquidación del Presupuesto y la Memoria.

A estos efectos, constituye la Entidad Contable todo ente con personalidad jurídica y presupuesto propio, que deba formar y rendir cuentas

La aplicación sistemática y regular de los requisitos de la información y principios y criterios contables deberá conducir a que las cuentas anuales muestren la imagen fiel. A tal efecto, en la contabilización de las operaciones, se atenderá a su realidad económica y no sólo a su forma jurídica. El ejemplo más característico de la aplicación de esta regla es la contabilización del arrendamiento financiero, en el que la forma jurídica de este contrato puede ser distinta al fondo económico de la operación, de tal manera que si se siguieran únicamente las características derivadas de la forma jurídica, las cuentas anuales no reflejarían la imagen fiel de la situación financiera y del resultado económico patrimonial de la Entidad. El activo obtenido mediante un contrato de arrendamiento financiero se reflejara en la contabilidad del arrendatario y no del arrendador y se contabilizará según la naturaleza del activo con independencia de la titularidad jurídica del mismo.

Cuando se considere que el cumplimiento de los requisitos de la información y principios y criterios contables incluidos en el Plan General de Contabilidad para la Administración Local no sea suficiente para mostrar la mencionada imagen fiel, se suministrará en la Memoria la información complementaria precisa para alcanzar este objetivo.

Asimismo, el PGC para la Administración Local establece que en aquellos casos excepcionales en los que dicho cumplimiento fuera incompatible con la imagen fiel que deben proporcionar las cuentas anuales, se considerará improcedente dicha aplicación. En estos casos, en la Memoria se motivará suficientemente está circunstancia, y se explicará su influencia sobre el patrimonio, la situación financiera y los resultados de la Entidad.

4.  REQUISITOS DE LA INFORMACIÓN A INCLUIR EN LAS CUENTAS ANUALES

Para alcanzar la imagen fiel la información incluida en las cuentas anuales debe cumplir unos requisitos o características obligatorios al incluirse en el marco conceptual del Plan General de Contabilidad para la Administración Local, y son los siguientes:

1. Claridad. La información es clara cuando los destinatarios de la misma, partiendo de un conocimiento razonable de las actividades de la Entidad y del entorno en el que opera, pueden comprender su significado. Este requisito pretende asegurar que la información sea comprensible por unos usuarios que no tienen por qué ser especialistas en contabilidad, aunque se les supone unos conocimientos mínimos para poder analizar la información.

2. Relevancia. La información es relevante cuando es de utilidad para la evaluación de sucesos, pasados, presentes o futuros, o para la confirmación o corrección de evaluaciones anteriores. Esto implica que la información ha de ser oportuna, y comprender toda aquella que posea importancia relativa, es decir, que su omisión o inexactitud pueda influir en la toma de decisiones económicas de cualquiera de los destinatarios de la información.

3. Fiabilidad. La información es fiable cuando ésta libre de errores materiales y sesgos y se puede considerar como imagen fiel de lo que pretende representar. El cumplimiento de este requisito implica que:


	
a.  La información es completa y objetiva.

	
b.  El fondo económico de las operaciones prevalezca sobre su forma jurídica.

	
c.  Se deba ser prudente en las estimaciones y valoraciones a efectuar en condiciones de incertidumbre.



Una información se considera fiable cuando expresa con el máximo rigor las características y condiciones de los hechos reflejados.

4. Comparabilidad. La información es comparable, cuando se pueda establecer su comparación con la de otras entidades, así como con la de la propia Entidad correspondiente a diferentes periodos. La comparación de la información de una misma Entidad a lo largo del tiempo va a m permitir analizar su evolución, mientras que la comparación de información de diferentes entidades en un momento determinado resulta útil para analizar su situación. Resulta necesario para poder comparar la información entre entidades que exista uniformidad en la aplicación de criterios y normas contables.

Las características de Claridad, Relevancia y Comparabilidad ya estaban incluidas en el anterior Plan de Contabilidad, mientras que la Fiabilidad es un requisito introducido por la NICSP número 1 «Presentación de estados financieros» y que al recoger el marco conceptual del Plan de Contabilidad pasa a ser requisito obligatorio de la información contable.

5.  PRINCIPIOS CONTABLES PÚBLICOS

La imagen fiel constituye un objetivo que debe alcanzar toda información contable, siendo necesario enunciar unos principios contables públicos, de general aceptación, cuya aplicación garantice que las cuentas anuales reflejen la imagen fiel de la situación económico-financiera de la Entidad.

Desde la perspectiva de la contabilidad pública es necesario disponer de unos principios de general aplicación que faciliten la formación adecuada de las cuentas y el presupuesto.

Para las Administraciones públicas el presupuesto constituye el instrumento más importante para llevar a cabo la rendición de cuentas anuales, siendo necesario considerar unos principios presupuestarios que serán objeto de estudio en el tema V de Presupuesto. Para las Administraciones Públicas el presupuesto tiene un valor jurídico que no se da para las empresas privadas, este valor jurídico viene conformado por una serie de principios presupuestarios, y entre ellos hay que destacar como más relevante el principio de especialidad. De acuerdo con este principio los créditos presupuestarios tienen carácter limitativo y vinculante como queda recogido en el artículo 172.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

La mayoría de los principios presupuestarios, y fundamentalmente el de especialidad, no operan sobre los presupuestos de las sociedades estatales, para las que el presupuesto incluye la estimación de gastos e ingresos a realizar, según dispone el artículo 48.1.c del Texto Refundido de la LGP, acercándose bastante a la función que realiza en el sector privado.

Por otro lado la ejecución del plan político-económico integrado en el presupuesto debe ser objeto de una continua supervisión que garantice el cumplimiento de la legalidad vigente, que compruebe el seguimiento de las directrices marcadas y que permita evaluar el grado de cumplimiento de los objetivos previstos y el coste y rendimiento de los servicios, todo ello mediante los controles de carácter financiero, de eficacia y de legalidad.

La consideración de un entorno jurídico-formal en el que las Entidades Locales desarrollan sus actividades va a influir decisivamente en el estudio de los principios contables en el ámbito de la Contabilidad Pública. En opinión de White R.H. « los principios contables evolucionan y deberían ser receptivos a cambios en el entorno, por lo que dichos cambios deben ser considerados en respuesta a las necesidades contables e informativas de la sociedad.» En el campo empresarial los principios contables son utilizados para determinar la figura del beneficio cuyo significado es diferente en el ámbito de la contabilidad pública, dado que el objetivo de beneficio empresarial seria comparable al de no perdidas o presupuesto equilibrado.

Los principios que se definen a continuación deberán conducir a que las cuentas anuales sean formuladas con claridad, expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de la ejecución del Presupuesto y de los resultados de la Entidad. Cuando la aplicación de los principios contables no sea suficiente para que las cuentas anuales expresen la imagen fiel mencionada, deberán suministrarse en la MEMORIA las explicaciones necesarias sobre los principios contables adicionales aplicados.

En aquellos casos excepcionales en los que la aplicación de un principio contable sea incompatible con la imagen fiel que deben mostrar las cuentas anuales, se considerará improcedente dicha aplicación. Todo lo cual se mencionará en la memoria, explicando su motivación e indicando su influencia sobre el patrimonio, la situación financiera, la ejecución del Presupuesto y los resultados de la Entidad.

Los principios enumerados seguidamente son de aplicación OBLIGATORIA y se presentan en la primera parte del marco conceptual de la contabilidad pública agrupados en :


	
1.  Principios de carácter económico patrimonial:
	
—  Gestión continuada

	
—  Devengo

	
—  Uniformidad

	
—  Prudencia

	
—  No compensación

	
—  Importancia relativa





	
2.  Principios de carácter presupuestario:
	
—  Imputación presupuestaria

	
—  Desafectación







Los principios de Entidad contable, Registro, Correlación de ingresos y gastos y Precio de adquisición no se incluyen en el marco conceptual como tales, no obstante son también de aplicación en cuanto que aparecen en otras partes del marco conceptual, así el principio de entidad contable se define en la imagen fial de las cuentas anuales, el de registro y el de correlación de ingresos y gastos en un apartado especifico, concretamente el 5º, del marco conceptual y el principio de precio de adquisición está definido en el apartado 6º de criterios de valoración del citado marco conceptual.

Otra novedad a señalar es la desaparición de la jerarquía de los principios contables, debiendo prevalecer, en caso de conflicto, el principio que mejor conduzca a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y del resultado económico patrimonial de la Entidad.

En resumen y comparando el Plan Contable de 2004 con el de 2013 objeto de estudio tenemos el siguiente cuadro de principios contables:
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5.1.  Principios de carácter económico patrimonial

5.1.1.  Principio de gestión continuada

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que continúa la actividad de la Entidad por tiempo indefinido. Por tanto, la aplicación de los presentes principios contables no irá encaminada a determinar el valor liquidativo del patrimonio.

Este principio es equivalente al de empresa en funcionamiento del Plan General de Contabilidad para las empresas y que indica que, excepto aquellas empresas constituidas con una finalidad concreta que limite su vida a un periodo de tiempo predeterminado, con carácter general, en cualquier actividad empresarial prevalece el objetivo de supervivencia que implica la asunción, al menos en ausencia de evidencia en contrario, de una duración ilimitada. Por ello, la continuidad de una empresa es una hipótesis al formular las cuentas anuales y en la memoria se recogerá información sobre situaciones de incertidumbre sobre la continuidad de la empresa que permita una correcta interpretación de la información contable por los usuarios de la misma y no a determinar el valor del patrimonio a efectos de su enajenación global o parcial, ni el importe resultante en caso de su liquidación.

En definitiva, se establece el principio de gestión continuada compatible, con carácter general, con el de precio de adquisición para la valoración de los activos.

5.1.2.  Principio de devengo

Las transacciones y otros hechos económicos deberán reconocerse en función de la corriente real de bienes y servicios que los mismos representan, y no en el momento en que se produzca la corriente monetaria o financiera derivada de aquellos. Los elementos reconocidos de acuerdo con este principio son activos, pasivos, patrimonio neto, ingresos y gastos.

Los gastos e ingresos que surjan de la ejecución del presupuesto se imputarán cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido en cada caso, se dicten los correspondientes actos administrativos. No obstante, al menos a la fecha de cierre del ejercicio, dichos gastos e ingresos deberán quedar imputados a la Cuenta de Resultados Económico-Patrimonial en función de la corriente real de bienes y servicios que representan.

Si no puede identificarse claramente la corriente real de bienes y servicios se reconocerán los gastos o los ingresos, o el elemento que corresponda, cuando se produzcan las variaciones de activos o pasivos que les afecten.

El principio del devengo se utiliza como criterio general en Contabilidad Empresarial y se entiende que los hechos se reconocen contablemente desde el momento en que la transacción se perfecciona jurídicamente, tanto si ésta se realiza al contado como a crédito y con independencia del momento en que se produce el cobro o pago. Para algunos autores, como el profesor Tau Pereda J., este criterio puede establecerse por referencia al momento en que el bien o servicio ha entrado o salido en la esfera jurídica de control de la unidad económica.

El principio de caja imputa una determinada transacción, en el momento en que se produce el cobro o el pago generado como consecuencia de la misma. La aplicación de este principio de caja presenta serios inconvenientes, sobre todo considerando que al reconocer las transacciones sólo cuando se ve afectada la tesorería, no aparece registrado movimiento alguno con relación a las cuentas a pagar y a cobrar, con lo que la situación financiera de la Entidad no puede ser reflejada fielmente. A pesar de este inconveniente, algunos autores como Rutherford B.A. destaca que la característica más atractiva del principio de caja reside en su simplicidad. Esta simplicidad ha llevado a las Naciones Unidas a recomendar su utilización en los países menos avanzados.

La aplicación del principio de caja a la contabilidad de las Entidades Públicas en la actualidad no puede defenderse por razón de su simplicidad, y tampoco por la dificultad en la utilización del principio del devengo que a la conveniencia del propio principio. Este es el caso de un criterio de reconocimiento que la doctrina americana denomina «devengo modificado». De acuerdo con este criterio los ingresos deberían reconocerse en el ejercicio en que resulten medibles y estén disponibles y los gastos deberían reconocerse siguiendo un criterio de devengo en el ejercicio en el que se genera la obligación siempre y cuando resulten medibles.

La justificación del principio del devengo puede contemplarse igualmente desde la perspectiva del resultado contable. Así el primer objetivo de las Entidades Públicas constituye la prestación de unos servicios a los ciudadanos dentro de los límites de los recursos disponibles. Lo que hace necesario interpretar el resultado contable como:


	
—  Autosuficiencia de la Organización. Setteberg y Schulman han sugerido que el resultado contable puede indicar la capacidad o necesidad de la misma para endeudarse.

	
—  Equidad interperiodo. Es la medida de si los servicios prestados por una organización se han llevado a cabo utilizando recursos acumulados en ejercicios anteriores, generados en el presente o comprometiendo recursos que en futuros ejercicios puedan generarse.

	
—  Ahorro Bruto. Como la diferencia entre ingresos, derechos liquidados por los capítulos uno a cinco, ambos inclusive, y gastos a nivel de obligaciones reconocidas por los capítulos uno, dos y cuatro del estado de gastos.



5.1.3.  Principio de uniformidad

Adoptado un criterio contable dentro de las alternativas permitidas, deberá mantenerse en el tiempo y aplicarse a todos los elementos patrimoniales que tengan las mismas características en tanto no se alteren los supuestos que motivaron su elección.

El criterio en la aplicación de los principios contables, debe mantenerse uniformemente en el tiempo y en el espacio en tanto en cuanto no se alteren los supuestos que han motivado la elección de dicho criterio. Si procede la alteración justificada de los criterios utilizados, dicha circunstancia se hará constar en la MEMORIA indicando la incidencia cuantitativa y cualitativa de la variación sobre las cuentas anuales.

La aplicación de este principio está vinculado con el requisito de comparabilidad y de la relevancia de la información contable, ya que si el registro y valoración de las diferentes operaciones se efectúa de forma uniforme en el tiempo se asegurará la comparabilidad tanto dentro de la propia Entidad a lo largo del tiempo como con otras entidades.

5.1.4.  Principio de prudencia

Se deberá mantener cierto grado de precaución en los juicios de los que se deriven estimaciones bajo condiciones de incertidumbre, de tal manera que los activos o los ingresos no se sobrevaloren, y que las obligaciones o los gastos no se infravaloren. Pero, además, el ejercicio de la prudencia no debe suponer la minusvaloración de activos o ingresos ni la sobrevaloración de obligaciones o gastos, realizados de forma intencionada, ya que ello privaría de neutralidad a la información, suponiendo un menoscabo a su fiabilidad.

Los ingresos sólo deben contabilizarse los efectivamente realizados a la fecha de cierre del ejercicio; no deben contabilizarse aquellos que sean potenciales o se encuentren sometidos a condición alguna. Por el contrario, los gastos, deben contabilizarse no sólo los efectivamente realizados, sino también, aquellos de lo que se tenga conocimiento aunque no se hayan realizado efectivamente, los que supongan riesgos previsibles o pérdidas eventuales, con origen en el ejercicio o en otro anterior. No obstante, de acuerdo con la normativa presupuestaria vigente, los gastos contabilizados pero no efectivamente realizados, así como los riesgos y pérdidas, no tendrán incidencia presupuestaria, sólo repercutirán en el cálculo del resultado económico-patrimonial.

Un ejemplo que nos permite la mejor comprensión del principio de prudencia será cuando la Entidad conoce el riesgo futuro por la pérdida de reclamaciones patrimoniales y contabiliza una provisión por responsabilidad. Este gasto económico se registra en la cuenta de resultado económico patrimonial y no tiene incidencia, inicialmente, en el presupuesto, ya que las obligaciones presupuestarias se reflejarán en el presupuesto cuando se dicten los actos administrativos de reconocimiento de la obligación de pago por haberse dictado sentencia que obliga al pago de la indemnización.

En este principio el Plan General de Contabilidad para la Administración Local hace mención a las estimaciones y valoraciones realizadas bajo condiciones de incertidumbre, ya que la dotación de unas provisiones excesivas alterarían la imagen fiel de las cuentas anuales.

5.1.5.  Principio de no compensación

No podrán compensarse las partidas del activo y del pasivo del balance, ni las de gastos e ingresos que integran la cuenta del resultado económico patrimonial o el estado de cambios en el patrimonio neto. Se valorarán separadamente los elementos integrantes de las cuentas anuales, salvo aquellos casos en que de forma excepcional así se regule.

La no compensación de partidas de gastos e ingresos lleva a que en el supuesto de tener un mismo titular acreedor y deudor de una Entidad, esta debe registrar en su contabilidad el derecho pendiente de cobro y la obligación pendiente de pago y reflejarlo así en su cuenta general.

5.1.6.  Principio de importancia relativa

La aplicación de los principios y criterios contables, deberá estar presidida por la consideración de la importancia en términos relativos que los mismos y sus efectos pudieran presentar. Por consiguiente, podrá ser admisible la no aplicación estricta de algún principio siempre y cuando la importancia relativa en términos cuantitativos o cualitativos de la variación constatada sea escasamente significativa y no altere, por tanto, la imagen fiel de la situación patrimonial y de los resultados del sujeto económico. Las partidas o importes cuya importancia relativa sea escasamente significativa podrán aparecer agrupados con otros de similar naturaleza o función. La aplicación de este principio no podrá implicar en caso alguno la transgresión de normas legales.

Es importante resaltar el peso que tiene el cumplimiento de las normas legales en la contabilidad pública.

En los casos de conflicto entre los anteriores principios contables deberá prevaler el que mejor conduzca a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y del resultado económico patrimonial de la Entidad.

Además de los principios de carácter económico patrimonial, las Entidades Locales deberán aplicar los principios contables de carácter presupuestario recogidos en la normativa presupuestaria aplicable, y en especial los siguientes:

5.2.  Principios de carácter presupuestario

5.2.1.  Principio de imputación presupuestaria

La imputación de las operaciones que deban aplicarse a los Presupuestos de gastos e ingresos deberá efectuarse de acuerdo con los siguientes criterios:


	
—  Los gastos e ingresos presupuestarios se imputarán de acuerdo con su naturaleza económica y, en el caso de los gastos, además, de acuerdo con la finalidad que con ellos se pretende conseguir. Los gastos e ingresos presupuestarios se clasificarán, en su caso, atendiendo al órgano encargado de su gestión.

	
—  Las obligaciones presupuestarias derivadas de adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o gastos en general se imputarán al Presupuesto del ejercicio en que éstos se realicen y con cargo a los respectivos créditos.

	
—  Los derechos se imputarán al Presupuesto del ejercicio en que se reconozcan o liquiden.



5.2.2.  Principio de desafectación

Con carácter general, los ingresos de carácter presupuestario se destinarán a financiar la totalidad de los gastos de dicha naturaleza, sin que exista relación directa entre unos y otros. En el supuesto que determinados gastos presupuestarios se financien con ingresos presupuestarios específicos a ellos afectados, el sistema contable deberá reflejar esta circunstancia y permitir su seguimiento.

6.  ELEMENTOS DE LAS CUENTAS ANUALES

6.1.  Relacionados con el balance

El marco conceptual de la contabilidad pública define los elementos de las cuentas anuales, identificando y definiendo en primer lugar, los relacionados con el patrimonio y la situación financiera de la Entidad que se registrarán en el balance y son:

ACTIVOS. Son bienes, derechos y otros recursos controlados económicamente por la Entidad, resultantes de sucesos pasados, de los que esa probable que la Entidad obtenga en el futuro rendimientos económicos o un potencial de servicio. También serán calificados como activos aquellos que sean necesarios para obtener los rendimientos económicos o el potencial de servicio de otros activos. Dentro de los activos distingue el Plan General de contabilidad para la Administración Local en:


	
a)  Activos portadores de Rendimientos Económicos Futuros. Son aquellos que se poseen con el fin de generar un rendimiento comercial a través de la provisión de bienes o prestación de servicios con los mismos: un activo genera un rendimiento comercial cuando se utiliza de una forma consistente con la adoptada por las entidades orientadas a la obtención de beneficios. La posesión de un activo para generar un rendimiento comercial indica que la Entidad pretende obtener flujos de efectivo a través de ese activo, o a través de la unidad a la que pertenece el activo, y obtener un rendimiento que refleje el riesgo que implica la posesión del mismo. Un ejemplo de estos activos serían aquellos que generan bienes o servicios por los que se cobra un precio o tasa.


	
b)  Activos portadores de Potencial de Servicio. Son aquellos que se poseen con una finalidad distinta a la de generar un rendimiento comercial, como pueden ser los flujos económico sociales que generan dichos activos y que benefician a la colectividad, esto es, su beneficio social o potencial de servicio. Estos serían todos los activos que se utilizan en la prestación de servicios para los que no se cobra un precio o tasa.




PASIVOS. Son obligaciones actuales surgidas como consecuencia de sucesos pasados, cuya extinción es probable que dé lugar a una disminución de recursos que incorporen rendimientos económicos o un potencial de servicio. A estos efectos, se entienden incluidas las provisiones. Como los pasivos son «obligaciones actuales surgidas como consecuencia de sucesos pasados» no se podrán dotar provisiones para la cobertura de perdidas futuras derivadas de acontecimientos que no se han producido. En cambio sí podrán dotarse provisiones por indemnizaciones futuras como consecuencia de un recurso interpuesto ante los Tribunales.

PATRIMONIO NETO. Constituyen la parte residual de los activos de la Entidad, una vez deducidos todos sus pasivos. Incluye las aportaciones realizadas, ya sea en el momento de su constitución o en otros posteriores, por la Entidad o Entidades propietarias, que no tengan la consideración de pasivos, así como los resultados acumulados u otras variaciones que le afecten.

6.2.  Relacionados con la cuenta de resultado económico patrimonial y el estado de cambios en el patrimonio neto

En el marco conceptual de la contabilidad pública se definen los elementos de las cuentas anuales relacionados con la medida del resultado económico patrimonial y otros ajustes en el patrimonio neto, que se reflejan en la cuenta de resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto, y son:

INGRESOS. Son incrementos en el patrimonio neto de la Entidad, ya sea en forma de entradas o aumentos en el valor de los activos, o de disminución de los pasivos, siempre que no tengan su origen en aportaciones patrimoniales, monetarias o no, de la Entidad o Entidades propietarias cuando actúen como tales. Por tanto, son ingresos desde el punto de vista contable tanto los imputados a la cuenta de resultado económico patrimonial, como por ejemplo los ingresos por tasas o precios públicos por la utilización de las instalaciones deportivas, como los imputados al patrimonio neto por las subvenciones recibidas para financiar la adquisición de activos que se contabilizan como ingresos directamente imputados al patrimonio neto, en una partida específica, debiéndose imputar al resultado del ejercicio sobre una base sistemática y racional de forma correlacionada con los gastos derivados de la subvención de que se trate y será objeto de estudio en la unidad XI de ejecución del presupuesto.

GASTOS. Son decrementos en el patrimonio neto de la Entidad, ya sea en forma de salidas o disminuciones en el valor de los activos, o de reconocimiento o aumento de los pasivos, siempre que no tengan su origen en devoluciones de aportaciones patrimoniales y en su caso distribuciones, monetarias o no, a la Entidad o Entidades propietarias cuando actúen como tales.

Los ingresos y gastos del ejercicio se imputarán al resultado del mismo, excepto cuando proceda su imputación directa al patrimonio neto de acuerdo con lo previsto en la segunda parte del Plan General de contabilidad para la Administración Local o en su normativa de desarrollo.

6.3.  Relacionados con el estado de liquidación del Presupuesto

Se definen los elementos de las cuentas anuales relacionados con la ejecución del presupuesto que se reflejan en el estado de liquidación del presupuesto y son:

GASTOS PRESUPUESTARIOS. Son aquellos flujos que suponen el empleo de créditos consignados en el presupuesto de gastos de la Entidad. Su realización conlleva obligaciones a pagar presupuestarias con origen en gastos, en adquisición de activos o en la cancelación de pasivos financieros.

Por tanto, este término se reserva para aquellos flujos que deben imputarse al estado de liquidación del presupuesto de la Entidad. No debe confundirse con el término «gasto», ya que existen gastos presupuestarios que no constituyen un gasto y viceversa. En ésta distinción tenemos un gasto en sentido económico como la amortización de un activo que se imputa a la cuenta de resultado económico patrimonial anualmente pero no tiene reflejo presupuestario.

INGRESOS PRESUPUESTARIOS. Son aquellos flujos que determinan recursos para financiar los gastos presupuestarios de la Entidad. Generan derechos de cobro presupuestarios, que deben imputarse al correspondiente presupuesto, con origen en ingresos, en la enajenación, el vencimiento o la cancelación de activos, en la emisión de pasivos financieros, en la disminución de gastos o en el incremento del patrimonio neto.

Por tanto, este término se reserva para aquellos flujos que deben imputarse al estado de liquidación del presupuesto de la Entidad. No debe confundirse con el término «ingreso», ya que existen ingresos presupuestarios que no constituyen ingreso y viceversa. Ejemplos de ingresos en sentido económico sería la revalorización de un activo que no tendría reflejo presupuestario.

6.4.  Relacionados con el Estado de flujos de efectivo

En último lugar se definen los elementos de las cuentas anuales relacionados con movimientos de tesorería que tienen su reflejo en el estado de flujos de efectivo y son:

COBROS. Son los flujos de entrada de efectivo y suponen un aumento de la tesorería de la Entidad.

PAGOS. Son los flujos de salida de efectivo y suponen una disminución de la tesorería de la Entidad.

7.  CRITERIOS DE REGISTRO O RECONOCIMIENTO CONTABLE DE LOS ELEMENTOS DE LAS CUENTAS ANUALES

El registro o reconocimiento contable es el proceso por el que se incorporan a la contabilidad los diferentes elementos de las cuentas anuales cuando cumplan las características de las definiciones recogidas en el apartado 4 del marco conceptual de la contabilidad pública y los criterios establecidos en el apartado 5 del citado marco conceptual que seguidamente estudiamos. También se indica en el Plan de Contabilidad que todos los hechos económicos deben ser registrados en el oportuno orden cronológico.

El registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales se tiene que producir en los momentos siguientes:

ACTIVOS. Se reconocerán los activos en el balance cuando:


	
—  Se considere probable que la Entidad obtenga, a partir de los mismos, rendimientos económicos o un potencial de servicio en el futuro

	
—  Y siempre que puedan valorarse con fiabilidad.



La primera de las dos condiciones supone que los riesgos y ventajas asociados al activo han sido traspasados a la Entidad.

El reconocimiento contable de un activo implica también el reconocimiento simultáneo de un pasivo, o de un ingreso, o bien la disminución de otro activo o de un gasto, o el incremento del patrimonio neto. Asimismo, habrá de reconocerse cualquier disminución en los rendimientos económicos o el potencial de servicio esperados de los activos, ya venga motivada por su deterioro físico, por su desgaste a través del uso, o por su obsolescencia.

PASIVOS. Se reconocerá un pasivo en el balance cuando:


	
—  Se considere probable que, a su vencimiento, y para liquidar la obligación, deban de entregarse o cederse recursos que incorporen rendimientos económicos o un potencial de servicio futuros

	
—  Y es necesario que su valor pueda determinarse con fiabilidad.



El reconocimiento contable de un pasivo implica el reconocimiento simultáneo de un activo o de un gasto, o la disminución de otro pasivo, o de ingresos o del patrimonio neto.

Cuando se trate de activos y pasivos que también tengan reflejo en la ejecución del presupuesto, el mencionado reconocimiento podrá realizarse cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido en cada caso, se dicten los correspondientes actos que determinan el reconocimiento de gastos o ingresos presupuestarios. En este caso, a menos a la fecha de cierre del período, aunque no hayan sido dictados los mencionados actos, deberán reconocerse en el balance los activos y pasivos devengados por la Entidad hasta dicha fecha. Este es el caso de los activos adquiridos durante los últimos días del ejercicio, que se reflejarán en balance, pero no ha podido dictarse el acto administrativo de reconocimiento de la obligación presupuestaria, por lo que se contabilizarán en la cuenta no presupuestaria, operaciones pendientes de aplicar a presupuesto.

INGRESOS. El reconocimiento de ingresos en la cuenta de resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto, tiene lugar como consecuencia de un incremento de los recursos económicos o del potencial de servicio de la Entidad, ya sea mediante un incremento de activos, o una disminución de pasivos, y siempre que su cuantía pueda determinarse con fiabilidad. Por lo tanto, conlleva el reconocimiento simultáneo de un activo, o de un incremento en un activo, o la desaparición o disminución de un pasivo.

GASTOS. Debe reconocerse un gasto en la cuenta de resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto, cuando se produzca una disminución de recursos económicos o del potencial de servicio de la Entidad, ya sea mediante un decremento en los activos, o un aumento de los pasivos, y siempre que pueda valorarse o estimarse su cuantía con fiabilidad. El reconocimiento de un gasto implica, por tanto, el simultáneo reconocimiento de un pasivo, o de un incremento en éste, o la desaparición o disminución de un activo. Sensu contrario, el reconocimiento de una obligación sin reconocer simultáneamente un activo relacionado con la misma, implica la existencia de un gasto, que debe ser reflejado contablemente.

Cuando se trate de gastos e ingresos que también tengan reflejo en la ejecución del presupuesto el mencionado reconocimiento se podrá realizar cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido en cada caso, se dicten los correspondientes actos que determinan el reconocimiento de gastos o ingresos presupuestarios. En este caso, al menos a la fecha de cierre del período, aunque no hayan sido dictados los mencionados actos, deberán reconocerse en la cuenta del resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto los gastos e ingresos devengados por la Entidad hasta dicha fecha.

En cualquier caso, se registrarán en el mismo periodo de cuentas anuales, los gastos e ingresos que surjan directa y conjuntamente de las mismas transacciones u otros hechos económicos, implícitamente es un reflejo del principio de correlación de ingresos y gastos.

GASTOS PRESUPUESTARIOS. Se reconocerá un gasto presupuestario en el estado de liquidación del presupuesto cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido, se dicte el correspondiente acto administrativo de reconocimiento y liquidación de la obligación presupuestaria. Supone el reconocimiento de la obligación presupuestaria a pagar y, simultáneamente, el de un activo o de un gasto o la disminución de otro pasivo.

INGRESOS PRESUPUESTARIOS. Debe reconocerse un ingreso presupuestario en el estado de liquidación del presupuesto cuando, de acuerdo con el procedimiento establecido, se dicte el correspondiente acto administrativo de liquidación del derecho de cobro, o documento equivalente que lo cuantifique. Supone el reconocimiento del derecho presupuestario a cobrar, y simultáneamente el de un pasivo, o de un ingreso, o bien la disminución de otro activo, o de un gasto o el incremento del patrimonio neto. Como casos particulares de ingresos presupuestarios recoge el marco conceptual los siguientes:


	
a)  Transferencias y Subvenciones Recibidas.El reconocimiento del ingreso presupuestario derivado de transferencias o subvenciones recibidas debe realizarse cuando se produzca el incremento del activo en el que se materialicen, tesorería, es decir criterio de caja. No obstante el ente beneficiario de las mismas podrá reconocer el ingreso presupuestario con anterioridad, si conoce de forma cierta que el ente concedente ha dictado el acto de reconocimiento de su correlativa obligación.

En aquellas subvenciones y transferencias nominativas que, de acuerdo con su regulación específica, se hacen efectivas mediante entregas a cuenta de una liquidación definitiva posterior, la entidad beneficiaria podrá reconocer como ingresos presupuestarios las entregas a cuenta al inicio del periodo al que se refieran, según la periodicidad mensual, trimestral,…. El reconocimiento, en su caso, del ingreso presupuestario derivado de la liquidación definitiva se efectuará de acuerdo con el criterio indicado para las subvenciones u transferencias recibidas.



	
b)  Aplazamientos o Fraccionamientos de Derechos de Cobro con traslado del vencimiento a un ejercicio posterior.La concesión de aplazamientos o fraccionamientos en los derechos a cobrar presupuestarios reconocidos que implique el traslado del vencimiento del derecho a un ejercicio posterior supondrá la reclasificación de tales créditos en el balance y la anulación presupuestaria de los mismos, que deberán aplicarse al presupuesto en vigor en el ejercicio de su nuevo vencimiento.





8.  CRITERIOS DE VALORACIÓN

Definidos los elementos de las cuentas anuales y los criterios para su registro o reconocimiento contable se procedería a la valoración de estos elementos que el marco conceptual de la contabilidad pública define como el proceso por el que se asigna un valor monetario a cada uno de los elementos integrantes de las cuentas anuales, de acuerdo con lo dispuesto en las normas de valoración relativas a cada uno de ellos, incluidas en la segunda parte del plan General de Contabilidad para la Administración Local.

Si existe un desarrollo de criterios de valoración en alguna norma de reconocimiento y valoración particular habrá de atender a ello.

Los criterios de valoración de los elementos de las cuentas anuales dependerán de la naturaleza de cada elemento, el plazo de permanencia de éste en la Entidad y el papel que desempeña en la misma teniendo en cuenta las siguientes definiciones:

PRECIO DE ADQUISICIÓN. El precio de adquisición de un activo es el importe, en efectivo u otros activos, pagado o pendiente de pago, que corresponda al mismo, así como cualquier coste directamente relacionado con la compra o puesta en condiciones de servicio del activo para el uso al que está destinado.

COSTE DE PRODUCCIÓN. El coste de producción de un activo incluye el precio de adquisición de las materias primas y otros materiales consumidos, el de los factores de producción directamente imputables al mismo, y la fracción que razonablemente corresponda de los indirectamente relacionados con el activo, en la medida en que se refieran al período de producción, construcción o fabricación, y se basen en el nivel de utilización de la capacidad normal de trabajo de los medios de producción y sean necesarios para la puesta del activo en condiciones operativas.

COSTE DE UN PASIVO. Es el valor de la contrapartida recibida a cambio de incurrir en la deuda.

VALOR RAZONABLE. Es una novedad en el marco conceptual y lo define como el importe por el que puede ser adquirido un activo o liquidado un pasivo, entre partes interesadas y debidamente informadas, que realizan una transacción en condiciones de independencia mutua. Para la determinación del valor razonable no se deducirán los costes de transacción en los que pudiera incurrirse en su enajenación. No tendrá en ningún caso el carácter de valor razonable el que sea resultado de una transacción forzada, urgente, o como consecuencia de una liquidación involuntaria.

Con carácter general, el valor razonable se calculará con referencia a un valor de mercado fiable. En este sentido, el precio cotizado en un mercado activo será la mejor referencia del valor razonable, entendiéndose por tal aquel en el que se den las siguientes condiciones:


	
—  Los bienes o servicios intercambiados en el mercado son homogéneos

	
—  Pueden encontrarse en todo momento compradores o vendedores para un determinado bien o servicio, y

	
—  Los precios son conocidos y fácilmente accesibles para el público. Estos precios, además, reflejan transacciones de mercado reales, actuales y producidoras con regularidad.



En aquellos elementos para los que no exista un mercado activo, el valor razonable se obtendrá mediante la aplicación de modelos y técnicas de valoración. Entre los modelos y técnicas de valoración se incluye el empleo de:


	
—  Transacciones recientes en condiciones de independencia mutua entre partes interesadas y debidamente informadas, si estuviesen disponibles.

	
—  Referencias al valor razonable de otros activos que son sustancialmente iguales

	
—  Descuentos de flujos de efectivo y modelos generalmente aceptados para valorar opciones.

	
—  En cualquier caso, las técnicas de valoración empleadas deberán ser consistentes con las metodologías generalmente aceptadas por el mercado para la fijación de precios, debiéndose usar, si existe, la técnica de valoración empleada por el mercado que haya demostrado ser la que obtiene unas estimaciones más realistas de los precios.



Las técnicas de valoración empleadas deberán maximizar el uso de datos observables de mercado y otros factores que los participantes en el mercado considerarían al fijar el precio, y limitar en todo lo posible el empleo de datos no observables.

La Entidad deberá evaluar la técnica de valoración de manera periódica, empleando los precios observables de transacciones recientes en ese mismo activo o utilizando los precios basados en datos observables de mercado que estén disponibles.

El valor razonable obtenido a través de los modelos y técnicas de valoración anteriores no es fiable cuando:


	
—  La variabilidad en el rango de las estimaciones del valor razonable es significativa o

	
—  Las probabilidades de las diferentes estimaciones dentro de este rango no se pueden medir razonablemente para ser utilizadas en la estimación del valor razonable.



Cuando proceda la valoración por el valor razonable, los elementos que no puedan valorarse de manera fiable, con referencia aun valor de mercado o mediante los modelos y técnicas de valoración antes señalados, se valorarán, según proceda, por:


	
—  Su precio de adquisición

	
—  Coste de producción o coste amortizado



En este caso se hará mención en la memoria de este hecho y de las circunstancias que lo motivan.

La utilización del valor razonable es una novedad del Plan General de Contabilidad como opción en la valoración posterior del inmovilizado material, intangible e inversiones inmobiliarias, activos financieros a valor razonable con cambios en resultados, activos financieros disponibles para la venta, pasivos financieros a valor razonable con cambios en resultados y derivados que veremos en las unidades correspondientes.

VALOR REALIZABLE NETO. El valor realizable neto de un activo es el importe que se puede obtener por su enajenación en el mercado, de manera natural o no forzada, deduciendo los costes estimados necesarios para llevarla a cabo, así como, en el caso de los productos en curso, los costes estimados necesarios para terminar su producción, construcción o fabricación.

VALOR EN USO. El valor en uso de aquellos activos que incorporan rendimientos económicos futuros para la Entidad, es el valor actual de los flujos de efectivo esperados a través de su utilización en el curso normal de la actividad de la Entidad, y en su caso, de su enajenación u otra forma de disposición, actualizados a un tipo de interés de mercado sin riesgos. Cuando la distribución de los flujos de efectivo esté sometida a incertidumbre, se considerará ésta asignando probabilidades a las distintas estimaciones de flujos de efectivo. En cualquier caso, estas estimaciones deberán tener en cuenta cualquier otra asunción que los participantes en el mercado considerarían, tal como el grado de liquidez inherente al activo valorado.

El valor en uso de aquellos activos portadores de potencial de servicio para la Entidad, es el valor actual del activo manteniendo su potencial del servicio. Se determina por el coste de reposición del activo menos la amortización acumulada calculada sobre la base de ese coste, para reflejar el uso ya efectuado del activo.

COSTES DE VENTA. Son los gastos directamente atribuibles a la venta de un activo en los que la Entidad no habría incurrido de no haber tomado la decisión de vender, excluidos los gastos financieros. Se incluyen los gastos legales necesarios para transferir la propiedad del activo y las comisiones de venta.

IMPORTE RECUPERABLE. El importe recuperable de un activo es el mayor entre su valor razonable menos los costes de venta y su valor en uso.

VALOR ACTUAL DE UN ACTIVO O DE UN PASIVO. El valor actual es el importe de los flujos de efectivo a recibir o pagar en el curso normal de la actividad de la Entidad, según se trate de un activo o de un pasivo, respectivamente, actualizados a un tipo de descuento adecuado.

COSTE AMORTIZADO DE UN ACTIVO O PASIVO FINANCIERO. El coste amortizado de un activo financiero es el importe al que inicialmente fue valorado un activo financiero menos los reembolsos de principal, más o menos según proceda, la parte que de la diferencia entre el importe inicial y el valor de reembolso en el vencimiento se haya imputado en la cuenta de resultado económico patrimonial mediante la utilización del método del tipo de interés efectivo y menos cualquier reducción de valor por deterioro reconocida mediante una cuenta correctora de su valor.

El coste amortizado de un pasivo financiero, es el importe al que inicialmente fue valorado un pasivo financiero menos los reembolsos de principal y más o menos según proceda, la parte que de la diferencia entre el importe inicial y el valor de reembolso en el vencimiento se haya imputado en la cuenta de resultado económico patrimonial mediante la utilización del tipo de interés efectivo.

El tipo de interés efectivo es el tipo de actualización que iguala exactamente el valor contable de un activo o un pasivo financiero con los flujos de efectivo estimados a lo largo de la vida del mismo, a partir de sus condiciones contractuales y sin considerar las pérdidas por riesgo de crédito futuras. Para su cálculo se incluirán las comisiones financieras que se carguen por adelantado en la concesión de financiación. Cuando no se disponga de una estimación fiable de los flujos de efectivo a partir de un determinado periodo, se considerará que los flujos restantes son iguales a los del último periodo para el que se dispone de una estimación fiable.

COSTES DE TRANSACCIÓN ATRIBUIBLES A UN ACTIVO O PASIVO FINANCIERO. Son los gastos directamente atribuibles a la compra o enajenación de un activo financiero, o a la emisión o asunción de un pasivo financiero, en los que no se habría incurrido si la Entidad no hubiera realizado la transacción. Entre ellos se incluyen las comisiones pagadas a intermediarios, tales como las de corretaje, los gastos de intervención de fedatario público y otros, y se excluyen las primas o descuentos obtenidos en la compra o emisión, los gastos financieros, los administrativos internos y los incurridos por estudios y análisis previos.

VALOR CONTABLE. Es el importe por el que un activo o pasivo se encuentra registrado en balance, una vez deducida, en el caso de los activos, su amortización acumulada por deterioro que se haya registrado.

VALOR RESIDUAL DE UN ACTIVO. Es el importe que la Entidad podría obtener en el momento actual por su venta u otra forma de disposición, una vez deducidos los costes estimados para realizar ésta, tomando en consideración que el activo hubiese alcanzado la antigüedad y demás condiciones que se espera que tenga al final de su vida útil.

La vida útil de un activo es el periodo durante el que se espera utilizar el activo por parte de la Entidad o el número de unidades de producción o similares que se espera obtener del mismo por parte de la Entidad.

La vida económica de un activo es el periodo durante el cual el activo se espera que sea utilizable económicamente por parte de uno o más usuarios o el número de unidades de producción que se espera obtener del activo por parte de uno o más usuarios.

9.  NORMAS DE VALORACIÓN

Las normas de valoración desarrollan los principios contables, conteniendo los criterios y reglas de aplicación a operaciones o hechos económicos, así como a diversos elementos patrimoniales.

Las normas de valoración que se enumerarán a continuación son de aplicación obligatoria.

9.1.  Inmovilizado material

El inmovilizado material son los activos tangibles, muebles e inmuebles, que posee la Entidad para su uso en la producción o suministro de bienes y servicios o para sus propios propósitos administrativos, con una vida útil mayor a un año.

Con carácter general podrán excluirse del inmovilizado material aquellos bienes muebles cuyo precio unitario e importancia relativa, dentro de la masa patrimonial, así lo aconsejen.

Para la valoración de los bienes comprendidos en el inmovilizado material debe distinguirse entre valoración inicial que se hará al coste y la valoración posterior que recogerá los desembolsos posteriores al reconocimiento inicial, la amortización acumulada practicada y la corrección valorativa acumulada por deterioro que hayan sufrido a lo largo de su vida útil. Los sistemas o criterios de valoración recogidos en el Plan General de Contabilidad son: el precio de adquisición, el coste de producción o al valor razonable.

9.1.1.  Determinación del precio de adquisición, coste de producción y valor razonable

En la determinación del precio de adquisición se incluye, además del importe facturado por el vendedor o precio de compra, los aranceles de importación y los impuestos indirectos no recuperables que recaigan sobre la adquisición, así como cualquier coste directamente relacionado con la compra o puesta en condiciones de servicio del activo para el uso al que está destinado. Se deducirá del precio del elemento cualquier clase de descuento o rebaja que se haya obtenido. Se consideran costes directamente relacionados con la compra o puesta en condiciones de servicio, entre otros, los siguientes:


	
—  Los de preparación del emplazamiento físico

	
—  Los correspondientes a la entrega inicial y los de manipulación o transporte posterior

	
—  Los costes de instalación

	
—  Los honorarios profesionales pagados a arquitectos, ingenieros o fedatarios públicos, así como las comisiones o remuneraciones pagadas a agentes o intermediarios, y

	
—  El valor actual del coste estimado de desmantelamiento del activo y la restauración de su emplazamiento, en la medida que se reconozca una provisión.



Cuando la Entidad devengue gastos provenientes de su propia organización, formarán parte del precio de adquisición si cumplen todas las condiciones siguientes:


	
a.  Son directamente atribuibles a la adquisición o puesta en condiciones de servicio del elemento patrimonial

	
b.  Pueden ser medidos e imputados con fiabilidad, aplicándoles un criterio estricto de seguimiento y control

	
c.  Son necesarios para la adquisición o puesta en condiciones de servicio, de tal forma que, de no haber utilizado medios propios, hubiese sido imprescindible incurrir en un gasto externo a la Entidad.



Se podrán incluir en el precio de adquisición gastos financieros como los intereses de préstamos recibidos o asumidos, sean singulares o emitidos en masa, imputación de primas o descuentos relativos a los préstamos, imputación de gastos de formalización de préstamos o diferencias de cambio procedentes de préstamos en moneda extranjera en la medida que se consideren ajustes a los costes por intereses, siempre y cuando cumplan la totalidad de las siguientes condiciones:


	
a.  Que se originen por préstamos recibidos o asumidos con la finalidad exclusiva de adquirir, acondicionar o fabricar un activo

	
b.  Que se hayan devengado por la efectiva utilización de la financiación recibida o asumida. En aquellos casos en los que se haya percibido previamente una parte o todo el efectivo necesario, se considerará únicamente los gastos financieros devengados a partir de los pagos relacionados con la adquisición, acondicionamiento o fabricación del activo.

	
c.  Que se devenguen durante el periodo en el que se estén llevando a cabo tareas de acondicionamiento o fabricación, y por lo tanto antes de la puesta en condiciones de servicio. La activación se suspenderá durante los periodos de interrupción de las mencionadas actividades.

	
d.  En caso de que el acondicionamiento o fabricación se realice por partes y cada una de ellas pueda estar en condiciones de servicio y uso por separado, la activación de los gastos financieros de cada parte finalizará cuando cada una de ellas esté terminada.



Cuando se difiera el pago de un elemento del inmovilizado material, su precio de compra será el precio equivalente al contado. El precio equivalente al contado se determina como en la valoración inicial de las partidas a pagar de la siguiente forma:


	
a.  Si el vencimiento es a corto plazo y no existe un tipo de interés contractual el precio equivalente al contado es el valor nominal

	
b.  Si el vencimiento es a largo plazo y no tienen un tipo de interés contractual o los intereses son subvencionados el precio equivalente al contado será el valor razonable, es decir, el valor actual de los flujos de efectivo a pagar, aplicando la tasa de interés a la que la Entidad deba liquidar los intereses por aplazamiento o demora en el pago.

	
c.  Si el vencimiento es a largo plazo sin tipo de interés contractual se podrá valorar el precio equivalente al contado por el valor nominal cuando el efecto de la no actualización, globalmente considerado, sea poco significativo en las cuentas anuales de la Entidad.



En el caso de solares sin edificar se incluirán en el precio de adquisición los siguientes gastos:


	
a.  Los gastos de acondicionamiento como cierres, movimiento de tierras, obras de saneamiento y drenaje, los de derribo de construcciones cuando sea necesario para poder efectuar obras de nueva planta.

	
b.  Los gastos de inspección y levantamiento de planos cuando se efectúen con carácter previo a su adquisición

	
c.  La estimación inicial del valor actual de las obligaciones presentes derivadas de los costes de rehabilitación del solar



Para la determinación del coste de producción de un activo fabricado o construido por la propia Entidad se utilizarán los mismos principios aplicados al precio de adquisición de los activos. Dicho coste se obtendrá añadiendo al precio de adquisición de las materias primas y otros materiales consumidos los demás costes directamente imputables a la fabricación o elaboración del bien, aplicando el criterio de identificación directa o en su defecto el coste medio ponderado o FIFO. Igualmente se añadirá la parte que razonablemente corresponda a los costes indirectos relacionados con la fabricación o elaboración.

En el proceso de distribución de los costes indirectos de producción se tendrá en cuenta:


	
a.  Los costes indirectos fijos a cada unidad producida se basará en la capacidad normal de trabajo de los medios utilizados, o el nivel real de producción siempre que se aproxime a la capacidad normal

	
b.  En periodos con capacidad ociosa o un bajo nivel de producción el coste indirecto fijo distribuido a cada unidad de producción no se incrementará. Se reconocerá como gasto del ejercicio los costes indirectos originados y no distribuidos a las unidades producidas.

	
c.  En periodos de producción anormalmente alta la cantidad de coste indirecto distribuido a cada unidad producida se disminuirá, de manera que no se valore el activo por encima del coste real.

	
d.  Los costes indirectos variables se distribuirán a cada unidad producida sobre la base del nivel real de uso de los medios de producción.

	
e.  No se incluirán en el coste de producción del activo las cantidades que excedan los rangos normales de consumo de material, mano de obra u otros factores empleados ni cualquier tipo de beneficio interno.

	
f.  La imputación de costes al activo se realizará hasta que el elemento patrimonial esté terminado, es decir, hasta que esté en condiciones de servicio para el uso al que está destinado.

	
g.  Se podrán incluir gastos financieros en el coste de producción cuando se cumplan las condiciones indicada para el precio de adquisición.



El marco conceptual de la contabilidad pública define el valor razonable como el importe por el que se puede adquirir un activo entre partes interesadas y debidamente informadas, que realizan una transacción en condiciones de independencia mutua. No tendrá en ningún caso el carácter de valor razonable el que sea resultado de una transacción forzada, urgente, o como consecuencia de una liquidación involuntaria.

Con carácter general, el valor razonable se calculará con referencia a un valor de mercado fiable. En este sentido, el precio cotizado en un mercado activo será la mejor referencia del valor razonable.

9.1.2.  Valoración Inicial del Inmovilizado Material

La valoración inicial de los elementos patrimoniales pertenecientes al inmovilizado material se efectuará por su coste, valorado según los tres criterios anteriores, concretamente entendemos por coste:


	
a.  En activos adquiridos a terceros mediante transacción onerosa el precio de adquisición

	
b.  En activos producidos por la propia Entidad el coste de producción

	
c.  En los activos adquiridos a terceros a un precio simbólico o nulo se aplican las normas de valoración de transferencias y subvenciones, es decir, se valoran los activos por su valor razonable en el momento del reconocimiento, salvo que, de acuerdo con otra norma de reconocimiento y valoración, se deduzca otra valoración del elemento patrimonial en que se materialice la transferencia o subvención.

	
d.  En los activos adquiridos mediante permuta, se distingue entre activos intercambiados similares o no:
	
d.1  Cuando los activos intercambiados no son similares desde un punto de vista funcional o vida útil
	
—  Si se puede establecer una estimación fiable del valor razonable de los mismos se valoran por el valor razonable del activo recibido

	
—  Si no se puede valorar con fiabilidad el valor razonable del activo recibido se utilizará el valor razonable del bien entregado ajustado por el importe de cualquier cantidad de efectivo transferida en la operación





	
d.2  En los supuestos en los que los activos intercambiados son similares desde un punto de vista funcional y vida útil
	
—  Si no hay intercambio de efectivo en la operación se valora el activo por el valor contable del activo entregado con el límite del valor razonable del activo recibido si este fuera menor.

	
—  Si en la operación se efectuara algún pago adicional de efectivo el activo se valora por el valor contable del activo entregado incrementado por el importe del pago en efectivo realizado adicionalmente con el límite del valor razonable del activo recibido si éste fuera menor

	
—  Si en la operación hubiera un cobro adicional de efectivo la Entidad deberá diferenciar la parte de la operación que supone una venta, entrega de efectivo, de la parte de la operación que se materializa en una permuta, activo recibido, debiéndose tener en cuenta la proporción que cada una de estas partes sobre el total de la contraprestación: efectivo y valor razonable del bien recibido. Por la parte de la operación que suponga una venta:Precio de venta - Valor contable = Resultado procedente del Inmovilizado

Por la parte de la operación que suponga una permuta se actúa como si no se realiza ningún intercambio de efectivo.







	
d.3  Cuando a la realización del inventario inicial afloren activos, estos se valoran a valor razonable siempre que no pueda establecerse el valor contable correspondiente a su precio de adquisición o coste de producción original e importes posteriores.

	
d.4  Para activos recibidos de otra Entidad de la misma organización se valoran por el valor razonable en el momento del reconocimiento, salvo que, de acuerdo con otra norma de reconocimiento y valoración se deduzca otra valoración del elemento patrimonial.

	
d.5  Los activos adquiridos como consecuencia de un contrato de arrendamiento financiero o figura análoga se valoran de acuerdo a las normas que le correspondan según su naturaleza.

	
d.6  Los activos recibidos en virtud de contrato, convenio o acuerdo de construcción o adquisición con una entidad gestora se valoran por su valor razonable.

	
d.7  Activos recibidos en adscripción o cesión gratuita. La norma de reconocimiento y valoración número 19 define estas operaciones como aquellas mediante las cuales se transfieren gratuitamente activos para su utilización por la Entidad receptora en un destino o fin determinado. Dentro de las adscripciones se incluyen tanto las realizadas desde una Entidad pública a sus Organismos públicos dependientes como entre distintos Organismos públicos dependientes de una misma Entidad.







En las cesiones gratuitas de uso de bienes y derechos se incluyen las efectuadas entre Entidades públicas sin relación de dependencia y las efectuadas entre Entidades públicas y privadas.

Las operaciones de adscripción o cesión gratuita se registran y valoran tanto en la Entidad beneficiaria o cesionaria de los bienes o derechos como en la Entidad aportante o cedente según los criterios establecidos en la norma de reconocimiento y valoración número 18 de Transferencias y Subvenciones, con las siguientes particularidades:


	
—  Cuando existan dudas sobre la utilización del bien o derecho para la finalidad prevista la operación de adscripción o cesión gratuita será un pasivo para la Entidad beneficiaria

	
—  Se presumirá la utilización futura del bien o derecho para la finalidad prevista siempre que sea ese su uso en el momento de elaborar las cuentas anuales

	
—  Si la adscripción o cesión gratuita es por un periodo inferior a la vida económica del mismo, la Entidad beneficiaria registrará un inmovilizado intangible por el valor razonable del derecho de uso del bien cedido. Para periodos indefinidos o similares a la vida económica del bien recibido, la Entidad beneficiaria registrará en su activo el elemento recibido en función de su naturaleza y por el valor razonable del mismo a la fecha de adscripción o cesión gratuita

	
—  La valoración de los bienes inmuebles recibidos en adscripción o cesión gratuita se podrá realizar por el valor asignado a los mismos a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales

	
—  Las adscripciones de bienes de una Entidad Pública a otra dependiente constituyen una aportación patrimonial inicial a la Entidad dependiente o una ampliación de la misma como consecuencia de la asunción de nuevas competencias por la Entidad dependiente



9.1.3.  Valoración Posterior del Inmovilizado Material

Con carácter general los elementos del inmovilizado material se valoran posteriormente con el modelo de coste y consiste en que deben ser contabilizados a su valoración inicial, incrementada, en su caso, por los desembolsos posteriores y descontando la amortización acumulada practicada y la corrección valorativa acumulada por deterioro que hayan sufrido a lo largo de su vida útil.

Con carácter especial, se utilizará el modelo de revalorización para valorar posteriormente los elementos del inmovilizado material cuando las circunstancias del mercado impliquen unos incrementos sustanciales en el precio de los elementos del inmovilizado material, originando que el valor contable sea poco significativo respecto a su valor real. El valor de estos elementos será su valor razonable, en el momento de la revalorización, menos la amortización acumulada practicada posteriormente y la corrección valorativa acumulada por deterioro que haya sufrido el elemento desde la fecha de revalorización hasta la fecha de las cuentas anuales. De persistir los incrementos en el precio de mercado, las revalorizaciones deben ser hechas con regularidad, de manera que el valor contable, en todo momento, no difiera significativamente del que podrá determinarse utilizando el valor razonable en la fecha de las cuentas anuales.

El modelo de revalorización solo será aplicable en aquellos casos en los que exista un mercado suficientemente significativo y transparente que minimice el sesgo que pudiera producirse en el cálculo de las plusvalías

Analizando cado elemento de las valoraciones posteriores:

• Los Desembolsos Posteriores deben ser añadidos al valor contable inicial cuando sea probable que de los mismos se deriven rendimientos económicos futuros o un potencial de servicio, adicionales a los originalmente evaluados para el activo existente como:


	
—  Modificación de un elemento para ampliar su vida útil o para incrementar su capacidad productiva

	
—  Puesta al día de componentes del elemento para conseguir un incremento sustancial en la calidad de los productos o servicios ofrecidos, y

	
—  Adopción de nuevos procesos de producción que permitan una reducción sustancial en los costes de operación estimados previamente



Las reparaciones y mantenimiento del inmovilizado material realizadas para restaurar o mantener los rendimientos económicos futuros o potencial de servicio estimados originalmente se reconocen como gastos en el resultado del ejercicio.

El reemplazo a intervalos regulares de componentes de elementos del inmovilizado material se pueden contabilizar como activos separados si tienen vida útil claramente diferenciada a la del activo con el que están relacionado.

• Amortización. Es la distribución sistemática de la depreciación de un activo a lo largo de su vida útil. Su determinación se realizará, en cada momento, distribuyendo la base amortizable del bien entre la vida útil que reste, según el método de amortización utilizado. La base amortizable será igual al valor contable del bien en cada momento menos el valor residual que pudiera tener.

La dotación de la amortización de cada periodo se contabilizará como gasto en el resultado del ejercicio por la parte correspondiente al valor contable si se utiliza el modelo de coste para valorar el inmovilizado, imputándose el resto, en el caso de utilizar el modelo de revalorización, a la partida específica de patrimonio neto.

• Deterioro. Es la cantidad que exceda el valor contable de un activo del inmovilizado material a su importe recuperable, siempre que la diferencia sea significativa. La Entidad evaluará, al cierre del ejercicio al menos, si existen indicios de que algún elemento del inmovilizado material pueda estar deteriorado, en cuyo caso deberá estimar su importe recuperable, efectuando las correcciones valorativas que procedan.

9.1.4.  Normas de valoración según el tipo de bienes

Infraestructuras, Bienes Comunales y Bienes del Patrimonio Histórico. Se valorarán según lo establecido para el inmovilizado material. Cuando no se pueda valorar inicialmente de forma fiable los bienes del patrimonio histórico, no será objeto de reconocimiento en el balance, pero se informará de los mismos en la memoria. Cuando los bienes del patrimonio histórico tengan una vida útil ilimitada o no sea posible estimarla con fiabilidad no serán objeto de amortización.

Patrimonio Público del Suelo. Son activos no corrientes materializados generalmente en bienes inmuebles, afectados al destino de dicho patrimonio. Su valoración se realizará de acuerdo con lo establecido para el inmovilizado material.

9.2.  Inmovilizado intangible

Son un conjunto de activos intangibles y derechos susceptibles de valoración económica de carácter no monetario y sin apariencia física que cumplen, además, las características de permanencia en el tiempo y utilización en la producción de bienes y servicios o constituyen una fuente de recursos de la Entidad. Para su valoración se tendrá en cuenta los criterios establecidos para el inmovilizado material, de manera que estos elementos se valoran al precio de adquisición o coste de producción.

Con carácter general podrán excluirse del inmovilizado intangible y considerarlos gasto del ejercicio, aquellos bienes y derechos cuyo precio unitario e importancia relativa, dentro de la masa patrimonial, así lo aconsejen.

Los desembolsos posteriores a la adquisición de un activo de esta naturaleza deben incorporarse como mayor valor del activo sólo cuando este desembolso permita a dicho activo generar rendimientos económicos futuros o un potencial de servicio y el desembolso pueda estimarse y atribuirse directamente al mismo. En caso contrario el desembolso debe reconocerse como gasto en el resultado del ejercicio.

Respecto a la amortización de los activos intangibles la Entidad tiene que valorar la vida útil del activo, si es indefinida no serán objeto de amortización y si fuese definida se amortizarán durante su vida útil.

9.2.1.  Gastos de Investigación y Desarrollo

La norma número 5 de reconocimiento y valoración define la fase de investigación de estos gastos como el estudio original y planificado realizado con el fin de obtener nuevos conocimientos científicos y tecnológicos. Y el desarrollo como la aplicación concreta de los logros obtenidos en la investigación. En el caso de que la Entidad Local so sea capaz de distinguir la fase de investigación de la fase de desarrollo en un proyecto interno, tratará los desembolsos de este proyecto como si hubiesen sido soportados sólo en la fase de investigación.

Los gastos de investigación serán gasto del ejercicio en el que se realicen. Estos gastos y los de desarrollo se podrán activar como activo intangible cuando se cumplan las siguientes condiciones


	
a.  Que el inmovilizado intangible vaya a generar probables rendimientos económicos futuros o potencial de servicio.

	
b.  La disponibilidad de los adecuados recursos técnicos, financieros o de otro tipo, para completar el desarrollo y para utilizar o vender el inmovilizado intangible.

	
c.  Que estén específicamente individualizados por proyectos y se dé una asignación, imputación y distribución temporal de los costes claramente establecida.



Los gastos de investigación y desarrollo que figuren en el activo intangible deberán amortizarse durante su vida útil y siempre dentro del plazo de cinco años, salvo que para los gastos de desarrollo se pueda probar un periodo superior.

9.2.2.  Propiedad Industrial e Intelectual

Es el importe satisfecho por la propiedad o por el derecho al uso o a la concesión del uso de las distintas manifestaciones de la propiedad industrial o intelectual. Se incluirán los gastos de desarrollo capitalizados y que, cumpliendo los requisitos legales, se inscriban en el correspondiente registro junto con los costes del registro y de formalización de la patente.

9.2.3.  Inversiones realizadas sobre Activos utilizados en régimen de arrendamiento operativo o cedidos en uso por un período inferior a la vida económica del bien cedido

Las inversiones realizadas sobre activos utilizados en régimen de arrendamiento operativo o cedidos en uso por un periodo inferior a la vida económica del bien cedido cuando no deban calificarse como arrendamiento financiero, se contabilizarán como inmovilizado intangible siempre que dichas inversiones no sean separables de los citados activos y aumenten su capacidad o los rendimientos económicos futuros o potencial de servicio.

Estos elementos del inmovilizado intangible se amortizarán en función de la vida útil de las inversiones realizadas.

9.2.4.  Aplicaciones Informáticas

El Activo intangible estará formado por los siguientes gastos:


	
—  Importe satisfecho por los programas informáticos

	
—  Derecho al uso de los mismos

	
—  Coste de producción de los programas elaborados por la propia Entidad Local cuando esté prevista su utilización en varios ejercicios.

	
—  Los desembolsos realizados en las páginas web generadas internamente por la Entidad cuando esté prevista su utilización en varios ejercicios.



No forman parte del activo intangible los gastos siguientes:


	
—  Los de mantenimiento de las aplicaciones informáticas

	
—  Los programas informáticos integrados en un equipo que no puedan funcionar sin él, que serán tratados como elementos del inmovilizado material.

	
—  El sistema operativo de un ordenador también será inmovilizado material



La activación de los gastos de aplicaciones informáticas siguen los criterios establecidos para los gastos de investigación.

9.2.5.  Otro Inmovilizado Intangible

Recoge las concesiones administrativas, las cesiones de uso por periodos inferiores a la vida económica, cuando no deba contabilizarse como arrendamiento financiero según lo dispuesto en la norma de reconocimiento y valoración número 6, los derechos de traspaso y los aprovechamientos urbanísticos que tienen las Entidades locales u otras Entidades públicas, siempre que no estén materializados en terrenos.

9.3.  Arrendamientos y otras operaciones de naturaleza similar

La norma de reconocimiento y valoración número 6 del Plan General de Contabilidad pública para la Administración Local define arrendamiento como cualquier acuerdo, con independencia de su instrumentación jurídica, por el que el arrendador cede al arrendatario, a cambio de percibir una suma única de dinero o una serie de pagos o cuotas, el derecho a utilizar un activo durante un período de tiempo determinado. Distingue la norma entre arrendamiento financiero, arrendamiento operativo y venta con arrendamiento posterior.

9.3.1.  Arrendamiento Financiero

El arrendamiento se calificará como financiero cuando se transfieran sustancialmente todos los riesgos y ventajas inherentes a la propiedad del activo objeto del contrato. Se presumirá que se transfieren sustancialmente todos los riesgos y ventajas inherentes a la propiedad en un acuerdo de arrendamiento de un activo cuando:


	
a.  Con opción de compra, no existan dudas razonables de que se va a ejercitar dicha opción de compra, esto es, cuando el precio de la opción de compra sea menor que el valor razonable del activo en el momento en el que la opción de compra sea ejercitable.

	
b.  Cuando no existiendo opción de compra se cumplen alguna de las siguientes circunstancias:
	
—  El plazo del contrato de arrendamiento coincide o cumple la mayor parte de la vida económica del activo o, cuando no cumpliendo esto, exista evidencia de que ambos períodos van a coincidir, no siendo significativo su valor residual al finalizar su período de utilización

	
—  El valor actual, al inicio del arrendamiento, de las cantidades a pagar supongan un importe sustancial del valor razonable del activo arrendado

	
—  Cuando los activos arrendados tengan una naturaleza tan especializada que su utilidad quede restringida al arrendatario y los bienes arrendados no pueden ser fácilmente reemplazados por otros bienes







Los activos objeto de arrendamiento financiero se valorarán de acuerdo a la norma de reconocimiento y valoración que le corresponda según su naturaleza, con las siguientes particularidades:


	
—  Arrendamiento financiero de terrenos. Dado que los terrenos tienen un periodo de vida útil indefinida, no existe traslado de riesgos y ventajas que inciden en la propiedad del mismo.

	
—  Arrendamiento financiero de terreno y edificio. El componente de terreno, si al finalizar el plazo del arrendamiento la propiedad del terreno no va a ser transmitida al arrendatario se clasificará como arrendamiento operativo y se distribuirán los pagos acordados entre el terreno y el edificio en proporción a los valores razonables que representen los derechos de arrendamiento de ambos componentes. Si esta distribución no es fiable todo el arrendamiento será financiero, salvo que resulte evidente que es operativo.



En la valoración del arrendamiento se tiene que distinguir entre la contabilidad del arrendatario y la del arrendador:


	
a.  ARRENDATARIO. Reconocerá un activo según su naturaleza y la obligación asociada al mismo como pasivo por el mismo importe, que será el menor valor entre:
	
—  Valor razonable del activo arrendado

	
—  Valor actual de los pagos acordados con el arrendador durante el plazo de arrendamiento, incluyendo la opción de compra y excluyendo las cuotas de carácter contingente.





	
b.  ARRENDADOR. Registrará un derecho a cobrar por el valor razonable del bien más los costes directos iniciales del arrendador. Simultáneamente dará de baja el activo por su valor contable en el momento del inicio de la operación, registrándose, en su caso, la diferencia como resultado del ejercicio.



9.3.2.  Arrendamiento Operativo

Es un contrato de arrendamiento en el que no se transfieren los riesgos y ventajas inherentes a la propiedad. Las cuotas derivadas de estos contratos, tanto para el arrendador como para el arrendatario, serán ingresos y gastos registrados en el resultado del ejercicio.

9.3.3.  Venta con Arrendamiento posterior

Cuando por las condiciones económicas de una enajenación se desprenda que se trata de un método de financiación se registrará:


	
a.  ARRENDATARIO. No varia la calificación del activo y con el importe recibido abonará una partida que ponga de manifiesto el pasivo financiero. Los gastos de intereses de la operación se contabilizarán a lo largo de la vida del contrato de acuerdo con el método del tipo de interés efectivo.

	
b.  ARRENDADOR. Contabiliza la operación como un activo financiero



9.4.  Activos en Estado de Venta

La norma de reconocimiento y valoración número 7 del Plan General de Contabilidad pública para la Administración Local define los activos en estado de venta como activos no financieros, excluidos los del patrimonio público del suelo, clasificados inicialmente como no corrientes cuyo valor contable se recuperará fundamentalmente a través de una transacción de venta, en lugar de por su uso continuado.

La valoración inicial de estos activos será por el valor contable que correspondería en ese momento al activo no corriente según el modelo del coste. Para ello se darán de baja todas las cuentas representativas del inmovilizado que cambia de uso y se darán de alta todas las cuentas del activo en estado de venta que incluirán, en su caso, el deterioro acumulado que existiese previamente a su clasificación.

Posteriormente la Entidad Local valorará estos activos al menor valor de:


	
—  Valor contable según modelo de coste

	
—  Valor razonable menos los costes de venta



Los activos clasificados como en estado de venta no serán objeto de amortización.

9.5.  Activos Financieros

La norma de reconocimiento y valoración número 8 del Plan General de Contabilidad pública para la Administración Local define los activos financieros como el dinero en efectivo, los instrumentos de capital o de patrimonio neto de otra Entidad, los derechos a recibir efectivo u otro activo financiero de un tercero o de intercambiar con un tercero activos o pasivos financieros en condiciones potencialmente favorables.

Para valorar los activos financieros se clasifican en:


	
—  Créditos y partidas a cobrar. Con carácter general se valoran inicialmente por su valor razonable que, salvo evidencia en contrario, será el precio de la transacción, que equivaldrá al valor razonable de la contraprestación entregada más los costes de transacción que le sean directamente atribuibles. Los costes de transacción se podrán imputar a resultados del ejercicio en el que se reconoce el activo cuando tengan poca importancia relativa. La valoración posterior de estos activos será a coste amortizado y los intereses devengados se contabilizarán como resultados del ejercicio utilizando el método del tipo de interés efectivo.

	
—  Inversiones mantenidas hasta el vencimiento. Se valorarán inicialmente por su valor razonable, que salvo evidencia en contrario, será el precio de la transacción. Posteriormente se valorarán a coste amortizado y los intereses devengados se contabilizarán como resultados del ejercicio utilizando el método del tipo de interés efectivo.

	
—  Activos financieros a valor razonable con cambios en resultados. Se valorarán por su valor razonable.

	
—  Inversiones en el patrimonio de Entidades del grupo, multigrupo y asociadas. Se valorarán inicialmente al coste, que equivaldrá al valor razonable de la contraprestación entregada más los costes de transacción directamente atribuibles.

	
—  Activos financieros disponibles para la venta. Se valorarán inicialmente por su valor razonable que, salvo evidencia en contrario, será el precio de la transacción y posteriormente se valoran a valor razonable sin deducir los costes de transacción en que se pueda incurrir en la enajenación.



9.6.  Pasivos Financieros

La norma de reconocimiento y valoración número 9 del Plan General de Contabilidad pública para la Administración Local define los pasivos financieros como una obligación exigible e incondicional de entregar efectivo u otro activo financiero a un tercero o de intercambiar con un tercero activos o pasivos financieros en condiciones potencialmente desfavorables.

A los solos efectos de su valoración, los pasivos financieros se clasifican en:


	
—  Pasivos Financieros a coste amortizado. Se valorarán inicialmente por su valor razonable, que salvo evidencia en contrario será el precio de la transacción, que equivaldrá al valor razonable de la contraprestación recibida, ajustado con los costes de transacción que sean directamente atribuibles a la emisión. Posteriormente estos pasivos se valoran por su coste amortizado y los intereses devengados se contabilizarán como resultados del ejercicio según el método del tipo de interés efectivo.

	
—  Pasivos Financieros a valor razonable con cambios en resultados. Se valorarán inicialmente por su valor razonable, que salvo evidencia en contrario será el precio de la contraprestación recibida.



9.7.  Coberturas Contables

La norma de reconocimiento y valoración número 10 del Plan General de Contabilidad pública para la Administración Local define las coberturas contables como aquellas mediante las cuales uno o varios instrumentos financieros son designados para cubrir un riesgo específicamente identificado que puede tener impacto en la cuenta del resultado económico patrimonial o en el estado de cambios en el patrimonio neto, como consecuencia de variaciones en el valor razonable o en los flujos de efectivo de una o varias partidas cubiertas.

Con carácter general los instrumentos que se pueden designar como instrumento de cobertura son los derivados. En el caso de coberturas de tipo de cambio, también se podrán designar como instrumento de cobertura activos financieros y pasivos financieros distintos de los derivados.

El instrumento de cobertura que sea un derivado o el componente de tipo de cambio de un activo o pasivo financiero designado instrumento de cobertura se valorará por su valor razonable.

Para la valoración de la partida cubierta se tiene que tener en cuenta:


	
—  Activos y pasivos reconocidos en balance. Las variaciones de la partida cubierta atribuibles al riesgo cubierto se reconocerán inmediatamente en el resultado del ejercicio ajustando el valor contable de la partida cubierta, incluso cuando ésta se valore al coste amortizado. En este supuesto en el que la partida cubierta se valore a coste amortizado la imputación al resultado del ejercicio se efectuará utilizando el método del tipo de interés efectivo recalculado en la fecha que comience la imputación.

	
—  Compromisos en firme no reconocidos como activos o pasivos. Las variaciones en el valor razonable de un compromiso en firme no reconocido como activo o pasivo, designado como partida cubierta, que sean atribuibles al riesgo cubierto, se reconocerán como activo o pasivo con imputación al resultado del ejercicio.

	
—  Transacciones previstas altamente probables. Durante el periodo de cobertura no se reconocerán las variaciones en el valor previsto de la transacción cubierta.



9.8.  Existencias

Los bienes y servicios incluidos en las existencias se valorarán inicialmente por el precio de adquisición o el coste de producción. Las existencias que necesiten un periodo superior a un año para estar en condiciones de ser vendidas, se podrán incluir en el precio de adquisición o coste de producción, los gastos financieros con el límite del valor realizable neto de las existencias en las que se integren, en los términos previstos en la norma de reconocimiento y valoración número 1 «Inmovilizado Material». Los débitos derivados de estas operaciones se valorarán de acuerdo con la norma de reconocimiento y valoración número 9 «Pasivos Financieros».

El precio de adquisición estará formado el consignado en factura, los impuestos indirectos no recuperables que recaigan sobre la adquisición más todos los costes adicionales que se produzcan hasta que los bienes se hallen en la ubicación y condiciones necesarias para su uso, tales como transportes, aranceles de aduanas, seguros y otros directamente imputables a la adquisición de las existencias. Se deducirán del precio de adquisición:


	
—  Los descuentos, rebajas y partidas similares

	
—  Los intereses contractuales incorporados al nominal de los débitos

	
—  Los intereses incorporados al nominal de los débitos con vencimiento superior al año que no tengan un tipo de interés contractual, cuando se valoren inicialmente por el valor actual de los flujos de efectivo a pagar



El coste de producción se determinará añadiendo al precio de adquisición de las materias primas y otras materias consumidas los siguientes costes:


	
—  Los costes directamente imputables al producto

	
—  La parte que razonablemente corresponda de los costes indirectamente imputables a los productos de que se trate, en la medida en que tales costes correspondan al periodo de fabricación, elaboración o construcción y se basen en el nivel de utilización de la capacidad normal de trabajo de los medios de producción.



Cuando el valor realizable neto de las existencias sea inferior a su precio de adquisición o a su coste de producción, se efectuarán las oportunas correcciones valorativas, reconociéndose como gasto en el resultado del ejercicio y teniendo en cuenta esta circunstancia al valorar las existencias.

En el caso de las materias primas se comparará el precio de adquisición con su precio de reposición y la corrección valorativa se realizará hasta situarlas al precio de reposición. Sin embargo, no se rebajará el valor de las materias primas y otros suministros mantenidos para su uso en la producción de existencias, para situar su valor contable por debajo del coste, siempre que se espere que los productos terminados a los que se incorporen sean vendidos a su coste de producción o por encima de él.

9.9.  Activos Construidos o Adquiridos para otras Entidades

Son bienes construidos o adquiridos por una Entidad gestora y una vez finalizado el proceso de adquisición o construcción de los mismos se transfieren a otra Entidad destinataria, con independencia de que esta última participe o no en su financiación.

La entidad Gestora cuando los ingresos y los costes asociados al acuerdo puedan ser estimados con suficiente grado de fiabilidad, los ingresos derivados del mismo se reconocerán en el resultado del ejercicio según el grado de realización de la obra al final de cada ejercicio. Si no pueden ser estimados con el suficiente grado de fiabilidad, y en los casos en los que los activos no se construyan directamente por la Entidad gestora, los costes asociados con la construcción a adquisición se reconocerán como existencias y los ingresos se reconocerán cuando los activos se entreguen a la Entidad destinataria de los mismos.

Los ingresos asociados al acuerdo de construcción o adquisición no tendrán, a efectos contables, la consideración de subvención recibida.

La Entidad Destinataria o receptora registrara el activo en el momento de su recepción y lo valorará según la norma de reconocimiento y valoración número 1 «Inmovilizado material» . Los desembolsos que efectúe esta Entidad para financiar la obra se registrarán como anticipos de inmovilizado.

9.10.  Moneda Extranjera

Las operaciones que se establecen o exigen su liquidación en moneda distinta del euro se registrarán, en el momento de su reconocimiento en las cuentas anuales, en euros, aplicando al importe correspondiente en moneda extranjera el tipo de cambio al contado existente en la fecha de la operación. Se podrá utilizar un tipo de cambio medio del periodo, como máximo mensual, para todas las transacciones que tengan lugar durante ese intervalo en cada una de las clases de moneda extranjera en que éstas se hayan realizado, salvo que dicho tipo haya sufrido variaciones significativas durante el intervalo de tiempo considerado.

En cada fecha de presentación de las cuentas anuales se aplicarán las siguientes reglas para realizar la conversión de los saldos denominados en moneda extranjera a euros:


	
—  Las elementos patrimoniales de carácter monetario se valorarán aplicando el tipo de cambio al contado existente en esa fecha

	
—  Las partidas no monetarias valoradas al coste se valorarán aplicando el tipo de cambio al contado de la fecha en que fueron registradas

	
—  Las partidas no monetarias valoradas al valor razonable se valorarán aplicando el tipo de cambio al contado de la fecha en la que se determinó el valor razonable



Las amortizaciones se dotarán sobre el importe calculado anteriormente y para el cálculo del deterioro de valor se utilizará el tipo de cambio en el momento de su determinación.

Las diferencias de cambio surgidas en la liquidación de las partidas monetarias o en la fecha de presentación de las cuentas anuales, originadas por tipos de cambio diferentes a los utilizados en el registro de la operación deben reconocerse como resultados del periodo en que han aparecido, con la excepción de las partidas designadas instrumentos de cobertura, a las que les será de aplicación la norma de reconocimiento y valoración número 10 «Coberturas contables».

Los activos financieros monetarios clasificados como disponibles para la venta se contabiliza a coste amortizado en moneda extranjera y las diferencias de cambio asociadas a cambios en el coste amortizado se reconocerán como resultados del ejercicio. El resto de cambios de valor se tratarán según lo dispuesto en la norma de reconocimiento y valoración número 8 «Activos financieros».

En las partidas no monetarias las diferencias en la valoración con motivo de la aplicación de un tipo de cambio diferente a aquél por el que figure en las cuentas anuales tendrá la misma consideración que cualquier cambio en la valoración de dicho elemento patrimonial.

9.11.  Impuesto sobre el Valor Añadido e Impuesto General Indirecto Canario

1. Impuestos Soportados.

El IVA soportado deducible no forma parte del precio de adquisición y será contabilizado en una rúbrica específica. El IVA soportado no deducible formará parte del precio de adquisición y en el caso de autoconsumo interno, es decir, producción propia con destino al inmovilizado de la Entidad, este IVA se sumará al coste de los respectivos activos.

Las reglas sobre el IVA soportado serán aplicables al IGIC y a cualquier otro impuesto indirecto soportado en la adquisición de bienes o servicios que no sean recuperables directamente de la Hacienda Pública.

2. Impuestos Repercutidos.

El IVA repercutido no formará parte del ingreso derivado de las operaciones gravadas por dicho impuesto o del importe neto obtenido en la enajenación o disposición por otra vía en el caso de baja en cuentas de activos no corrientes y se contabilizará en una rúbrica específica.

Las reglas sobre el IVA repercutido serán aplicables al IGIC y a cualquier otro impuesto indirecto repercutido en la adquisición de bienes o servicios que no sean recuperables directamente de la Hacienda Pública.

9.12.  Ingresos con Contraprestación

Los ingresos con contraprestación son los derivados de transacciones en las que la Entidad recibe activos o servicios o cancela obligaciones y da directamente un valor aproximado igual a la otra parte del intercambio.

Los ingresos con contraprestación se valorarán por el valor razonable de la contrapartida, recibida o por recibir, derivada de los mismos, que salvo evidencia en contrario será el precio acordado para dichos bienes o servicios deducido cualquier descuento, bonificación o rebaja comercial que la Entidad pueda conceder, así como los intereses contractuales incorporados al nominal de los créditos. También se deducirán los intereses incorporados al nominal de los créditos con vencimiento superior al año que no tengan un tipo de interés cobrar.

Con carácter general los ingresos con contraprestación deben reconocerse cuando se cumplan las siguientes condiciones:


	
1.  Cuando su importe pueda medirse con fiabilidad

	
2.  Cuando sea probable que la Entidad reciba los rendimientos económicos o potencial de servicio asociados a la transacción.



Los ingresos procedentes de la venta de bienes deben ser contabilizados cuando se cumplan además de los requisitos generales todos y cada uno de los siguientes:


	
1.  La Entidad ha transferido al comprador los riesgos y ventajas, de tipo significativo, derivados de la propiedad de los bienes, con independencia de la cesión o no del título legal de propiedad

	
2.  La Entidad no conserva para sí ninguna implicación en la gestión corriente de los bienes vendidos ni retiene el control efectivo sobre los mismos

	
3.  Los gastos asociados a la transacción pueden ser medidos con fiabilidad



Los ingresos procedentes de una prestación de servicios deben reconocerse cuando el resultado de una transacción puede ser estimado con fiabilidad, considerando el grado de realización de la prestación a la fecha de las cuentas anuales. El resultado de una transacción puede ser estimado con fiabilidad cuando además de los requisitos generales para el reconocimiento de ingresos se cumplan todos y cada uno de los siguientes:


	
—  El grado de realización de la prestación pueda ser medido con fiabilidad en la fecha de las cuentas anuales

	
—  Los costes ya incurridos en la prestación así como los que quedan por incurrir hasta completarla, pueden ser medidos con fiabilidad



Cuando los servicios se presten a través de un número indeterminado de actos, en un plazo especificado, los ingresos podrán reconocerse de forma lineal en ese plazo. Si el resultado de una transacción no puede ser estimada con fiabilidad los ingresos correspondientes deben ser reconocidos sólo en la cuantía de los gastos reconocidos que se consideren recuperables.

9.13.  Ingresos sin Contraprestación

La norma de reconocimiento y valoración número 16 define los ingresos sin contraprestación como los derivados de transacciones en que la Entidad recibe activos o servicios o cancela obligaciones y no da directamente un valor aproximadamente igual a la otra parte del intercambio.

Los ingresos procedentes de transacciones sin contraprestación se valorarán por el importe del incremento de los activos netos en la fecha de reconocimiento, es decir, cuando se reconozca el activo derivado de dicha transacción, excepto en la medida que sea reconocido un pasivo también respecto al mismo flujo de entrada. Para reconocer el ingreso deben cumplirse los criterios de reconocimiento del activo.

La citada norma de reconocimiento y valoración analiza como casos concretos de ingresos sin contraprestación los impuestos, multas y sanciones pecuniarias, transferencias y subvenciones y cesiones gratuitas de uso de bienes y derechos que serán objeto de estudio en temas posteriores.

9.14.  Provisiones, Activos y Pasivos Contingentes

La norma de reconocimiento y valoración número 17 define las provisiones como un pasivo sobre el que existe incertidumbre acerca de su cuantía o vencimiento. Dará origen al pasivo todo suceso del que nace una obligación de pago, de tipo legal, contractual o implícita para la Entidad, de forma que la Entidad no le queda otra alternativa más realista que satisfacer el importe correspondiente.

La provisión debe cuantificarse en la mejor estimación del desembolso necesario para cancelar la obligación presente o para transferirla a un tercero y será objeto de revisión al menos a fin de cada ejercicio y ajustadas, en su caso, para reflejar la mejor estimación existente en ese momento.

Los activos contingentes son activos de naturaleza posible, surgidos a raíz de sucesos pasados, cuya existencia ha de ser confirmada sólo por la ocurrencia, o en su caso por la no ocurrencia, de uno o más acontecimientos inciertos en el futuro, que no están enteramente bajo el control de la Entidad. Los activos contingentes no se reflejarán en el balance, si bien se informará en la Memoria en el caso de que sea probable la entrada de rendimientos económicos o potencial de servicio a la Entidad.

Un pasivo contingente es:


	
—  Una obligación posible, surgida a raíz de sucesos pasados, cuya existencia ha de ser confirmada sólo por la ocurrencia o no ocurrencia, de uno o más acontecimientos inciertos en el futuro, que no están enteramente bajo el control de la Entidad, o bien

	
—  Una obligación presente surgida a raíz de sucesos pasados que no se ha reconocido contablemente por:
	
a.  No es probable que la Entidad tenga que satisfacerla, desprendiéndose de recursos que incorporen rendimientos económicos o prestación de servicios o

	
b.  El importe de la obligación no puede ser valorado con la suficiente fiabilidad.







Los pasivos contingentes, al igual que los activos contingentes, no se reconocen en el Balance y se informará de ellos en la Memoria.

9.15.  Transferencias y Subvenciones

Las transferencias consisten en entregas dinerarias o en especie entre los distintos agentes de las Administraciones Públicas, y de estos a otras Entidades públicas o privadas y a particulares, y viceversa, todas ellas sin contrapartida directa por parte de los beneficiarios, destinándose a financiar operaciones o actividades no singularizadas.

Las subvenciones tienen por objeto una entrega dineraria o en especie entre los distintos agentes de las Administraciones públicas, y de estos a otras Entidades públicas o privadas y a particulares, y viceversa, todas ellas sin contrapartida directa por parte de los beneficiarios, destinándose a un fin, propósito, actividad o proyecto específico, con la obligación por parte del beneficiario de cumplir las condiciones y requisitos que se hubieran establecido o, en su caso, proceder a su reintegro.

Las transferencias y subvenciones suponen un aumento del Patrimonio Neto del beneficiario de las mismas y, simultáneamente, una correlativa disminución del Patrimonio Neto del concedente.

Las transferencias y subvenciones de carácter monetario se valorarán por el importe concedido, tanto por el Ente concedente como por el beneficiario. Las transferencias y subvenciones de carácter no monetario o en especie se valorarán por el valor contable de los elementos entregados, en el caso del Ente concedente, y por su valor razonable en el momento del reconocimiento, en el caso del Ente beneficiario, salvo que, de acuerdo con otra norma de reconocimiento y valoración se deduzca otra valoración del elemento patrimonial en que se materialice la transferencia o subvención.

9.16.  Adscripciones y otras Cesiones Gratuitas de uso de bienes y derechos

La norma de reconocimiento y valoración número 19 define las adscripciones y otras cesiones gratuitas de uso de bienes y derechos como aquellas operaciones por las que se transfieren gratuitamente activos para su utilización por la Entidad receptora en un destino o fin determinado, de forma que si los bienes o derechos no se utilizaran para la finalidad prevista deberían ser objeto de reversión o devolución a la Entidad aportante de los mismos, ya sea como consecuencia de lo establecido en la normativa aplicable o mediante un acuerdo vinculante entre dichas Entidades.

Estas operaciones se valorarán, tanto en la Entidad beneficiaria o cesionaria de los bienes o derechos como en la Entidad aportante o cedente, de acuerdo con los criterios establecidos en la norma de reconocimiento y valoración número 18 «Transferencias y Subvenciones». Es decir, estas operaciones se valorarán por el valor contable de los elementos entregados, en el caso del Ente concedente, y por su valor razonable en el momento del reconocimiento, en el caso del Ente beneficiario, salvo que, de acuerdo con otra norma de reconocimiento y valoración se deduzca otra valoración del elemento patrimonial en que se materialice la transferencia o subvención.

En ausencia de otros valores determinados de acuerdo con los criterios establecidos en el Marco Conceptual de la contabilidad pública en relación con el valor razonable, la valoración de los bienes inmuebles recibidos en adscripción o cesión se podrá realizar por el valor asignado a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales.

Respecto a las adscripciones de bienes desde una Entidad pública a sus Entidades dependientes constituyen para la Entidad dependiente una aportación patrimonial inicial o una ampliación de la misma como consecuencia de la asunción de nuevas competencias por dicha Entidad dependiente.

9.17.  Actividades Conjuntas

La norma de reconocimiento y valoración número 20 de la segunda parte del Plan General de contabilidad para la Administración Local define una actividad conjunta como un acuerdo en virtud del cual dos o más Entidades denominadas partícipes emprenden una actividad económica que se somete a gestión conjunta, lo que supone compartir la potestad de dirigir las políticas financiera y operativa de dicha actividad con el fin de obtener rendimientos económicos o potencial de servicio, de tal manera que las decisiones estratégicas, tanto de carácter financiero como operativo requieren el consentimiento unánime de todos los partícipes.

Dentro de las actividades conjuntas podemos distinguir:


	
a.  Actividades conjuntas que requieren la constitución de una persona jurídica independiente. Son las Entidades controladas de forma conjunta, también denominadas Entidades multigrupo a que se refiere la norma de reconocimiento y valoración número 8 «Activos Financieros».

	
b.  Actividades conjuntas que no requieren la constitución de un persona jurídica independiente. Cada participe reconocerá en sus cuentas anuales, clasificados de acuerdo con su naturaleza:
	
b.1  La parte proporcional que le corresponda, en función de su porcentaje de participación, de los activos que controle conjuntamente con los demás participes y de los pasivos en los que haya incurrido conjuntamente, así como los activos afectos a la  actividad conjunta que controle de forma individual y los pasivos en que incurra individualmente como consecuencia de la actividad conjunta, y

	
b.2  La parte proporcional que le corresponda de los ingresos generados y de los gastos incurridos en la actividad conjunta, así como los gastos incurridos individualmente como consecuencia de su participación en la actividad conjunta.







La valoración de dichos activos, pasivos, ingresos y gastos se realizará con los criterios previstos en la norma de reconocimiento y valoración correspondiente.

10.  CAMBIOS EN CRITERIOS Y ESTIMACIONES CONTABLES Y ERRORES

10.1.  Cambios en criterios contables

Los cambios en criterios contables pueden ser una decisión voluntaria, debidamente justificada, que implique la obtención de una mejor información, en este caso, en aplicación del principio de uniformidad no podrán modificarse los criterios de contabilización de un ejercicio a otro, salvo casos excepcionales que deberán ser justificados en la Memoria y siempre dentro de los criterios permitidos en este Plan General de Contabilidad Pública. En estos casos, se considerará que el cambio debe ser aplicado retroactivamente desde el ejercicio más antiguo para el que se disponga de información. Debe incluirse como un ajuste por cambios de criterio en el patrimonio neto el efecto acumulado de las variaciones de activos y pasivos, calculadas al inicio del ejercicio que sean consecuencia de un cambio de criterio. La información comparativa se ajustará en función de está corrección, salvo que no sea factible.

Cuando no sea posible determinar el efecto acumulado de los ajustes de forma razonable al principio del ejercicio se aplicará el nuevo criterio contable de forma prospectiva.

Los cambios de criterio contable por imposición normativa, se estará a las disposiciones transitorias establecidas en la propia norma, en ausencia de tales disposiciones transitorias el tratamiento será el mismo que en los cambios de criterio voluntarios.

10.2.  Cambios en las estimaciones contables

Los cambios en aquellas partidas que requieren para su valoración realizar estimaciones y que son consecuencia de la obtención de información adicional, de una mayor experiencia o del conocimiento de nuevos hechos, no deben considerarse a los efectos señalados en el párrafo anterior como cambios de criterio contable o error.

Cuando sea difícil distinguir entre un cambio de criterio contable o de estimación contable se considerará este como cambio de estimación contable. El efecto de un cambio en una estimación contable se contabilizará de forma prospectiva, afectando, según la naturaleza de la operación de que se trate, al resultado del ejercicio en que tiene lugar el cambio o, cuando proceda, directamente al patrimonio neto. El eventual efecto sobre ejercicios futuros se irá imputando en el transcurso de los mismos.

10.3.  Errores

Las Entidades Locales elaborarán sus cuentas anuales corrigiendo los errores que se hayan puesto de manifiesto antes de su formulación. Cuando al elaborar las cuentas anuales descubran errores surgidos en ejercicios anteriores resultado de omisiones o inexactitudes originadas por fallos al emplear o utilizar información fiable, que estaba disponible cuando las cuentas anuales para tales periodos fueron formuladas y la Entidad debería haber empleado en la elaboración de dichos estados.

Los errores correspondientes a ejercicios anteriores que tengan importancia relativa se corregirán aplicando las mismas reglas establecidas para los cambios de criterios contables.

En ningún caso, los errores de ejercicios anteriores podrán corregirse afectando al resultado del ejercicio en que son descubiertos, salvo en el supuesto de que no tengan importancia relativa o sea impracticable determinar el efecto de tal error.

11.  HECHOS POSTERIORES AL CIERRE DEL EJERCICIO

Los hechos posteriores que pongan de manifiesto condiciones que ya existían al cierre del ejercicio deberán tenerse en cuenta para la formulación de las cuentas anuales o, en su caso, para su reformulación, siempre antes de su aprobación por el órgano competente. Estos hechos posteriores originarán un ajuste en las cuentas anuales, en función de la naturaleza, información en la memoria, o ambos.

Los hechos posteriores al cierre del ejercicio que pongan de manifiesto condiciones que no existían al cierre del mismo, no supondrán un ajuste en las cuentas anuales. No obstante, cuando los hechos sean de tal importancia que si no se facilitar información al respecto podría distorsionarse la capacidad de evaluación de los usuarios de las cuentas anuales, se deberá incluir en la memoria información respecto a la naturaleza del hecho posterior conjuntamente con una estimación de su efecto o, en su caso, una manifestación acerca de la imposibilidad de realizar dicha estimación.

En todo caso deberá incluirse información sobre los hechos posteriores que afecte a la aplicación del principio de gestión continuada.
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 1.  INTRODUCCIÓN: EVOLUCIÓN Y MARCO LEGISLATIVO

La contabilidad pública español ha sido objeto de importantes proyectos de reforma y modernización de sus criterios y procedimientos durante las últimas décadas. En este primer apartado vamos a analizar los antecedentes y el marco legislativo que afecta al a contabilidad pública española.

La Hacienda Pública ha sentido desde antiguo la necesidad de registrar sus operaciones en forma contable, aunque los fines que con ello se perseguían han variado a lo largo del tiempo. Tradicionalmente se venía asignando a la contabilidad pública una finalidad de controlar las irregularidades en la recaudación y manejo de los fondos públicos. Esta contabilidad estaba dirigida hacia la rendición de cuentas a los órganos que en cada momento histórico ejercían el control.

El concepto de la contabilidad pública, que se contiene tanto en la ley de Administración y Contabilidad de 1911, como en la ley de entidades Estatales Autónomas de 1958, vigentes ambas hasta la ley general presupuestaria de 1977, era el de instrumento para el control de legalidad presupuestaria y el de su tesorería, a través de la rendición de cuentas al órgano fiscalizador supremo

Esta ley general presupuestaria de 1977, ley 11/1977, de 4 de enero, supuso un avance fundamental en la concepción de la contabilidad pública. Además, en su artículo 125.a) asigna a la Intervención General de la Administración del Estado, como centro directivo de la contabilidad pública, la misión de someter a la decisión del Ministro de Hacienda el Plan General de Contabilidad Pública, en adelante PGCP, al que se adaptaran las corporaciones, organismos y demás entidades incluidas en el sector público, según sus características o peculiaridades.

El primer Plan General de Contabilidad Púbica fue aprobado por la Orden del entonces Ministerio de Hacienda en fecha 14 de octubre de 1981, este Plan supuso el inicio del proceso de reforma que la contabilidad pública española ha experimentado a lo largo de las últimas décadas.

Para la elaboración de este Plan se aprovechó la experiencia acumulada por la normalización de la contabilidad privada y para intentar conseguir una armonización de la información económica del Sector Público con la del Sector Privado y, se utilizó como modelo el Plan General de Contabilidad para la empresa, aprobado por Decreto 530/1973, de 22 de febrero.

Esta Orden de 1981 se aplicó de forma provisional, por razones de prudencia, desde el 1 de enero de 1982 al subsector de Estado para así acometer la modernización de los procedimientos contables previstos para el tratamiento de la información. La aplicación de este PGCP'81 utilizado inicialmente por el Estado (actual Administración General del Estado) se fue extendiendo a los organismos autónomos del Estado y a las entidades que integran el sistema de Seguridad Social mediante la elaboración y aprobación de las correspondientes adaptaciones del PGCP'81.

Esta Orden fue revisada por Resolución de la Intervención General de la Administración del Estado de 11 de noviembre de 1983, por la que se aprobó la nueva versión del Plan general de Contabilidad Pública.

El PGCP de 1983 supuso la ampliación del concepto de Contabilidad Pública, produciéndose la transformación de una contabilidad meramente administrativa en una contabilidad fundamentalmente de gerencia, que ofrecía los elementos necesarios para una gestión eficiente de los recursos y un instrumento de información para la adecuada toma de decisiones.

En el año 1986 mediante el Real Decreto 321/1986, de 10 de febrero, se implantó el primer Sistema de Información Contable de la Administración del Estado con soporte informático haciendo uso de los avances tecnológicos del momento, permitiendo así una simplificación de los procedimientos para la aplicación definitiva del Plan General de Contabilidad Pública.

Con la aprobación de la ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales se establece las líneas básicas a las que deberá adaptarse la contabilidad de las entidades locales y de sus organismos autónomos, atribuyendo al Ministerio de Economía y Hacienda, a propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado, su desarrollo normativo.

Por tanto, el Ministerio de Economía y Hacienda en fecha 17 de julio de 1990 aprobó la reforma del Plan General de Contabilidad Pública vigente en ese momento a las entidades locales y lo realizó mediante dos Ordenes con aplicación a partir del 1 de enero de 1992:


	
1.  La Instrucción de Contabilidad para la Administración Local.

	
2.  La Instrucción de Contabilidad del tratamiento especial simplificado para entidades locales de ámbito territorial con población inferior a 5.000 habitantes.



Con la finalidad de desarrollar el soporte conceptual y teórico del modelo contable de nuestras Administraciones Públicas se creó, mediante Resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda de 28 de diciembre de 1990, la Comisión de Principios y Normas Contables Públicas (CPNCP) que, presidida por la Interventora General de la Administración del Estado, estaba integrada por un amplio elenco de profesionales de la contabilidad y representantes del mundo académico y de la administración pública en sus tres niveles: estatal, autonómico y local.

En el año 1994 aprobó el Plan General de Contabilidad Pública mediante Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 6 de mayo de 1994, este Plan se aplicó obligatoriamente por las Administraciones Públicas estatales a partir del 1 de enero de 1995. Entre las razones que motivaron la elaboración y aprobación del PGCP'94 podemos destacar:


	
—  Era necesario incorporar en un nuevo Plan los criterios contables incluidos en los documentos de principios contables públicos elaborados a partir de 1990 por la CPNCP.

	
—  La aplicación del PGCP'81 en las distintas entidades públicas había obligado a realizar numerosas modificaciones de los criterios contables iniciales al tener que buscar soluciones contables a las operaciones concretas que se presentaban en los distintos ámbitos del sector público, por lo que resultaba conveniente agrupar dichos cambios en un nuevo Plan.

	
—  Con el PGCP'81 se había buscado la normalización de los criterios de la contabilidad pública con los de la contabilidad empresarial vigente en España en aquel momento. Por ello, teniendo en cuenta que, mediante el Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, se había aprobado un nuevo Plan General de Contabilidad para la empresa española, con motivo de la integración de España en la CEE y la adaptación de la legislación española en materia contable a las Directivas de la Unión Europea, se consideró necesario elaborar un nuevo Plan que estuviera armonizado con las nuevas normas contables de la empresa española.



El PGCP'94 fue posteriormente modificado por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 18 de febrero de 1999, por la que se dictan instrucciones de contabilidad pública para el período transitorio de introducción del euro y se modifica el Plan General de Contabilidad Pública.

Por lo que afecta a las Entidades Locales, de acuerdo con el artículo 203 Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), la competencia para aprobar el Plan General de Contabilidad, que debe ser conforme al Plan General de Contabilidad Pública, le corresponde al Ministerio de Hacienda a propuesta de la Intervención General de la Administración del Estado. En consecuencia, mediante las órdenes del Ministerio de Economía y Hacienda de 23 de noviembre de 2004 se aprobaron las instrucciones de contabilidad local que tuvieron como objetivo fundamental adaptar los criterios contables para las entidades locales a los principios recogidos en el PGCP'94 y que sustituyeron a las Instrucciones de Contabilidad aprobadas en el año 1990. Se aprobaron las siguientes tres Instrucciones:


	
—  Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo Básico de Contabilidad Local.

	
—  Orden EHA/4041/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo Normal de Contabilidad Local

	
—  Orden EHA/4042/2004, de 23 de noviembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo Simplificado de Contabilidad Local



La reforma mercantil en materia contable a través de la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea, y el desarrollo reglamentario posterior mediante el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, que aprueba el Plan General de Contabilidad y el Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre, que aprueba el Plan General de Contabilidad para la Pequeña y Mediana Empresa, hacen necesario modificar el PGCP'94. Por tanto, y con el fin de conseguir la normalización contable con el Plan de Contabilidad aplicable a las empresas, en la misma línea que la seguida con el PGCP'94, se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública (PGCP), aprobado por Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril.

Con el objetivo de continuar con el proceso de normalización contable, se realiza la adaptación de nuestra normativa contable a las Normas Internacionales aplicables a la Contabilidad del Sector Público (NIC-SP), elaboradas por la Federación Internacional de Contables (IFAC), a través de la Junta de Normas Contables Internacionales para el Sector Público (IPSASB). Las NIC-SP no tiene carácter obligatorio, como sucede en algunos casos en el ámbito de las empresas con las NIC-NIIF (Normas Internacionales de Contabilidad-Normas Internacionales de Información Financiera), pero tienen el objetivo de establecer un marco de referencia para la elaboración de la información financiera por las administraciones públicas de los diferentes países. Po tanto, se consideró conveniente adaptar el Plan General de Contabilidad Pública a dichas normas, en aquellos aspectos que se consideraron necesarios para avanzar en el proceso de normalización contable, mejorando así la calidad de la información contable en el sector público español.

El Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local vigente es el aprobado por las Órdenes del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de 20 de Septiembre de 2013 quedando derogado el anterior Plan de Contabilidad de 2004, en sus modelos Normal y Simplificado, y quedando modificado el modelo Básico de dicho Plan:


	
—  Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal de contabilidad local.

	
—  Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/ 4040/2004, de 23 de noviembre.



Una novedad respecto al anterior Plan de cuentas es el marco conceptual de la contabilidad pública que recoge los documentos que integran las cuentas anuales, los requisitos de la información contable, los principios contables, la definición de los elementos de las cuentas anuales y los criterios contables para el registro y valoración de dichos elementos, con el fin de lograr el objetivo de la imagen fiel. Este marco conceptual sustituye y amplía la primera parte «Principios contables públicos» del PCN'04 y contiene seis apartados: 1.º Imagen fiel de las cuentas anuales, 2.º Requisitos de la información a incluir en las cuentas anuales, 3.º Principios contables, 4.º Elementos de las cuentas anuales, 5.º Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales y 6.º Criterios de valoración.

La Orden HFP/1970/2016, de 16 de diciembre, modificó el Plan General de Contabilidad Pública, aprobado por Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril. Esta modificación afecta a la cuenta 413 y 411 que se han procedido a integrar en una única cuenta denominada 413 Acreedores por operaciones devengadas. Esta cuenta refleja al cierre del ejercicio las adquisiciones de activos o la realización de gastos devengados y no imputados al presupuesto.

La Orden HAC/1364/2018, de 12 de diciembre, modifica los planes de cuentas locales anexos a las instrucciones de los modelos normal y simplificado de contabilidad local, aprobadas por las Órdenes HAP/1781 y 1782/2013, de 20 de septiembre. La razón que ha llevado a modificar el Plan General de Contabilidad Pública, es que la cuenta 413 «Acreedores por operaciones pendientes de aplicar a presupuesto» no ha venido utilizándose de forma homogénea por todas las Administraciones Públicas, resultando necesario aclarar qué obligaciones han de registrarse a través de dicha cuenta 413, con el fin de homogeneizar su utilización en todo el sector público y hacer más comparable la información obtenida de ella.

En el marco legislativo del Plan General de Contabilidad Publica tenemos que hacer mención al título VI de la Ley 39/1988 Reguladora de las Haciendas Locales, que lo dedica al Presupuesto y al gasto público, aplazando, no obstante, el desarrollo en materia presupuestaria y contable a la promulgación de normas de rango inferior, como son para el presupuesto y Haciendas Locales:


	
—  La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 20 de septiembre de 1989, por la que se establece la estructura presupuestaria de las Entidades Locales, de acuerdo con el mandato señalado en el artículo 148 de la Ley 39/88 Reguladora de las Haciendas Locales. Derogada actualmente por la vigente Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las Entidades Locales. Se deroga el artículo 10 y se modifican los artículos 4 y 6 y los anexos I y III , por Orden HAP/419/2014, de 14 de marzo.

	
—  El Real Decreto 500/1990, de 20 de abril por el que se desarrolla el capítulo primero del título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.



2.  ÁMBITO DE APLICACIÓN

La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, modificó el artículo 184.2 de la Ley reguladora de las Haciendas locales en el sentido de no limitar el tratamiento simplificado a un único modelo, dejando la definición de los parámetros que definirían la simplificación para su desarrollo reglamentario por parte del Ministerio de Economía y Hacienda. La revisión de la normativa contable para la Administración Local de 1990 se produjo en el año 2004, dando lugar tres modelos contables que vinieron a sustituir a los dos que existían con anterioridad, quedando fijada su aplicación efectiva para el ejercicio 2006: básico, simplificado y normal.

El ámbito de aplicación de estos tres modelos se definió en función de dos variables representativas de la dimensión de las entidades locales: la población y el importe de su presupuesto, y no sólo de la población como venía siendo tradicional.

El nuevo Plan General de Contabilidad Pública para la Administración Local, aprobado por las Órdenes del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de 20 de Septiembre de 2013, mantiene su ámbito de aplicación respecto al Plan de 2004.

La Regla 1 del Capítulo I del Título I de las actuales Instrucciones de Contabilidad establece el «ámbito de aplicación» contable siendo el siguiente:

— Modelo Normal de Contabilidad Local: Según establece la Instrucción del Modelo Normal de Contabilidad Local, en el apartado primero de esta Regla 1:


«Deben aplicar las normas contenidas en la presente Instrucción:

a) Los municipios cuyo presupuesto exceda de 3.000.000 €, así como aquellos cuyo presupuesto no supere este importe pero exceda de 300.000 € y cuya población sea superior a 5.000 habitantes.

b) Las demás entidades locales siempre que su presupuesto exceda de 3.000.000 €.

c) Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apartados anteriores.»



— Modelo Simplificado de Contabilidad Local: Según establece la Instrucción del Modelo Simplificado de Contabilidad Local, en el apartado primero de esta Regla 1:


«Deben aplicar las normas contenidas en la presente Instrucción:

a) Los municipios cuyo presupuesto no exceda de 300.000 € así como aquellos cuyo presupuesto supere este importe pero no exceda de 3.000.000 € y cuya población no supere 5.000 habitantes.

b) Las demás entidades locales siempre que su presupuesto no exceda de 3.000.000 €.

c) Los organismos autónomos dependientes de las entidades locales contempladas en los apartados anteriores.»



— Modelo Básico de Contabilidad Local: Según establece la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, en el apartado segundo de esta Regla 1 establece:

«Las entidades locales cuyo Presupuesto no exceda de 300.000 euros podrán aplicar la Instrucción del modelo básico de contabilidad local. No podrán ejercitar esta opción aquéllas entidades de las que dependan organismos autónomos, sociedades mercantiles o entidades públicas empresariales..»


Todas las entidades locales incluidas en el ámbito de aplicación de la Instrucción del modelo contable simplificado o básico podrán optar por un modelo más complejo, aplicándose en su integridad. Además, los organismos autónomos deberán aplicar la misma Instrucción de contabilidad que la entidad local de la que dependan.

En cuanto a la variable representativa del importe de su presupuesto, al igual que en el PGCP'04, se tomará como importe del Presupuesto el de las previsiones iniciales de ingresos incluidas en el estado de consolidación del Presupuesto aprobado definitivamente a que se refiere el apartado 1.c) del artículo 166 del Texto Refundido de la Ley 39/1988 Reguladora de las Haciendas Locales, correspondiente al último Presupuesto aprobado por la Entidad Local, tal y como establece el apartado tercero de la Regla 1.

En cuanto a la variable representativa de la población, al igual que en el PGCP'04, la determinación del número de habitantes, se efectuará en función de las cifras de población resultantes de la última revisión del padrón municipal, tal y como establece el apartado cuarto de la Regla 1.

El apartado 5 Regla 1 de la Instrucción del modelo simplificado y básico de contabilidad local establece que cuando las entidades que apliquen estos modelos dejen de cumplir los requisitos que les permite su aplicación (apartado 1 de la Regla 1), sólo vendrán obligadas a aplicar un modelo más complejo de contabilidad local, simplificado o normal, respectivamente, si dicha circunstancia se mantiene durante tres ejercicios consecutivos. El nuevo modelo contable se aplicará, en todo caso, por ejercicios completos.

A modo ilustrativo el siguiente cuadro resume el ámbito de aplicación de la contabilidad local tal y como establece el apartado primero de la Regla 1 de las Instrucciones de Contabilidad:

[image: ]

3.  CARACTERÍSTICAS, FINES Y PRINCIPIOS DEL PLAN

El nuevo Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local mantiene las características fundamentales del PGCP:


	
—  El Plan es abierto: El PGCP'10 es una norma marco para todos los Entes que conforman el sector público local. Se ha tratado de contemplar el mayor número de cuentas que deberán utilizar las Entidades Locales y sus Organismos Autónomos, para posibilitar la contabilización de las diferentes operaciones que se puedan presentar. Además, ha quedado prevista la posibilidad de introducir modificaciones para ir perfeccionarlo y adaptarlo a la evolución del subsector local, a las necesidades de información y a las técnicas del momento en futuras redacciones.

	
—  El Plan es flexible: Se adapta a las necesidades de los sujetos contables que integran el subsector local, el nuevo Plan para la Administración Local, mantiene los tres modelos contables, Normal, Simplificado y Básico. Modelo contable en función de dos variables representativas de la dimensión de las entidades locales: la población y el importe de su presupuesto.

	
—  El Plan es armónico respecto a la normativa contable privada: Al igual que el PGCP, se ha procurado armonizar los criterios de la contabilidad pública con los de la contabilidad de las empresas españolas. Así, el PGCP'81 y el PGCP'94 tomaron como modelos los Planes Generales de Contabilidad de la empresa española de 1973 y de 1990, respectivamente. Por ello, con la finalidad de seguir cumpliendo este objetivo normalizador, al aprobarse, mediante los Reales Decretos 1514/2007 y 1515/2007, de 16 de noviembre, el nuevo Plan General de Contabilidad para la empresa española (PGC'07) y el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas, respectivamente, era necesario aprobar el PGCP'10 para la armonización de los criterios de la contabilidad pública con los de dichos planes empresariales.



El nuevo PGCP aprobado por Orden Ministerial EHA/1037/2010, de 13 de abril de 2010 concebido como un Plan Contable aplicable por aquellos entes pertenecientes al sector público, cubre las necesidades de una moderna gestión de los entes públicos, que debe reflejar de manera sintética la información para poder alcanzar los fines de la contabilidad pública, por ello persigue los siguientes fines:


	
1)  Fines de gestión
	
a)  Mostrar la ejecución de presupuestos, y proporcionar la información necesaria para el seguimiento de los objetivos previstos en los mismos, así como, mostrar los aspectos económicos de la gestión.

	
b)  Gestión relativa al ámbito financiero del ente y manifestar la composición y mostrar la situación patrimonial.





	
2)  Fines de control:
	
a)  Permitir la rendición de todo tipo de cuentas, estados y documentos, suministrando la información necesaria para la elaboración de cuentas y documentos que deban de remitirse al Tribunal de Cuentas.

	
b)  Posibilitar el ejercicio de los controles de legalidad y financiero, así como, los de economía, eficiencia y eficacia.





	
3)  Fines de análisis y divulgación:	
a)  Suministrar información para la elaboración de las cuentas económicas del sector público y nacionales de España, así como, para analizar los efectos económicos y financieros de la actividad de los entes públicos.






La información contable tiene que reflejar la situación económico financiera de la entidad de la forma más razonada posible, de tal forma que, a la hora de elaborar las cuentas anuales de la entidad, se deben cumplir una serie de requisitos, con el objetivo de mostrar la imagen fiel. Esta imagen fiel, constituye el fin que debe de conseguir la información contable, en concreto los estados contables que proporcionan esta información, basado en unos principios contables públicos cuyo cumplimiento garantice esta imagen real.

Los principios contables se presentan en dos grupos diferenciados por su carácter:


	
—  Los económico patrimonial: Gestión continuada, devengo, uniformidad, prudencia, no compensación e importancia relativa.

	
—  Los presupuestario: Imputación presupuestaria y desafectación.



En el PGCP'04 los principios contables de precio de adquisición, correlación de ingresos y gastos, registro y entidad contable, pierden dicho carácter en este nuevo Plan de cuentas y aparecen incluidos en otras partes del marco conceptual, que veremos en el siguiente apartado.

Otra novedad a destacar, es la desaparición de la jerarquía de los principios contables, debiendo prevalecer, en caso de conflicto, el principio que mejor conduzca a que las cuentas anuales expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y del resultado económico patrimonial de la entidad.

4.  ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PLAN

El nuevo Plan General Contable, es una adaptación a la Administración Local del Plan General de Contabilidad Pública, aprobado por Orden EHA/1037/2010, de 13 de Abril de 2010.

Para analizar la estructura y el contenido del Plan General de Contabilidad Pública tomamos como referencia el modelo Normal al ser el más complejo y completo. Este Plan se estructura en una introducción y cinto partes, en la que se explican las características fundamentales y las principales deferencias con respecto al PGCP'04.

Las partes en que se divide el Plan y una síntesis de ellas son:








	Introducción
	Explica las características fundamentales del Plan General de Contabilidad Pública y las principales diferencias con respecto al PGCP'94.



	
Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública.
	Recoge los documentos que integran las cuentas anuales, los principios contables públicos, los requisitos de la información contable, las definiciones de los elementos de las cuentas anuales y los criterios generales de registro y de valoración de los mismos, que deben conducir a que las cuentas anuales muestren la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial, y de la ejecución del presupuesto de la entidad contable.



	
Segunda parte: Normas de reconocimiento y valoración
	Contiene el desarrollo de los principios contables y demás disposiciones recogidas en la primera parte del marco conceptual. En ella se recogen los criterios de registro y valoración aplicables a diversos elementos patrimoniales.



	
Tercera parte: Cuentas anuales.
	Incluye las normas de elaboración de las cuentas anuales, en las que se recogen las reglas que afectan a su formulación, así como las normas aclaratorias a cada uno de los documentos que las integran: balance, la cuenta del resultado económico patrimonial, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado flujos de efectivo, el estado de liquidación del presupuesto y memoria.



	
Cuarta parte: Cuadro de cuentas.
	Contiene los grupos, subgrupos y cuentas, manteniendo la clasificación decimal del PGCP'94.



	
Quinta parte: Definiciones y relaciones contables.
	Incluye las definiciones y relaciones de los grupos, subgrupos y cuentas previstas en la cuarta parte.





Primera parte: Marco conceptual de la contabilidad pública.

Este marco conceptual constituye una novedad respecto al anterior Plan y recoge los documentos que integran las cuentas anuales, los requisitos de la información contable, los principios contables, la definición de los elementos de las cuentas anuales y los criterios contables para el registro y valoración de dichos elementos, con el fin de lograr el objetivo de la imagen fiel.

Este marco conceptual sustituye y amplía la primera parte «Principios contables públicos» del PGCP'04 y contiene seis apartados.


	
1.º  Imagen fiel de las cuentas anuales

	
2.º  Requisitos de la información a incluir en las cuentas anuales

	
3.º  Principios contables

	
4.º  Elementos de las cuentas anuales

	
5.º  Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales

	
6.º  Criterios de valoración



Este marco conceptual armoniza los conceptos contables básicos y constituye el soporte para el análisis y la interpretación de las normas contables. Para su redacción se ha tomado como marco de referencia el marco conceptual del PGCP de 2010 que, a su vez, tomó como referencia la NIC-SP n.o 1: «Presentación de estados financieros», el marco conceptual del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB, en sus siglas inglesas) con las características específicas del sector público, los Documentos de Principios contables públicos y el marco conceptual de la contabilidad recogido en la primera parte del PGC.

El objetivo de las cuentas anuales sigue siendo, como en el PCN'04, mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera, del resultado económico patrimonial y de la ejecución del presupuesto de la entidad contable, y para lograr dicho objetivo se introducen dos documentos nuevos en las cuentas anuales: el «estado de cambios en el patrimonio neto» y el «estado de flujos de efectivo».

Como novedad, se señala que al efecto de conseguir la imagen fiel a la que deben conducir las cuentas anuales, en la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y no solo a su forma jurídica.

La información incluida en las cuentas anuales debe cumplir los requisitos de: claridad, relevancia, fiabilidad y comparabilidad.

Los principios contables se presentan agrupados, distinguiendo por un lado los de carácter económico patrimonial (gestión continuada, devengo, uniformidad, prudencia, no compensación e importancia relativa) y, por otro lado, los de carácter presupuestario (imputación presupuestaria y desafectación). Los antiguos principios contables de precio de adquisición, correlación de ingresos y gastos, registro y entidad contable, que figuraban en el PCN'04, pierden dicho carácter en este nuevo Plan de cuentas, si bien aparecen incluidos en otras partes del marco conceptual.

Los elementos de las cuentas anuales están constituidos por los activos, pasivos, patrimonio neto, ingresos y gastos, ingresos y gastos presupuestarios y cobros y pagos, esto constituye una novedad importante a resaltar en el plan.

Por lo que afecta a los activos, además de tener el control económico de los mismos, tiene que ser probable que la entidad obtenga en un futuro rendimientos económicos o un potencial de servicio.

Los pasivos se definen como obligaciones actuales surgidas como consecuencia de sucesos pasados, cuya extinción es probable que dé lugar a una disminución de recursos que incorporen rendimientos económicos o un potencial de servicio. Con esta definición entre los pasivos se incluyen las provisiones. La provisión para grandes reparaciones del PGCP'04 no cumple la definición de pasivo por lo que se contabiliza como una sustitución. Hay que resaltar como novedad, que de la propia definición de los pasivos como «obligaciones actuales», se deriva la necesidad, con carácter general, de actualizar su valor.

En relación con las definiciones de ingresos y gastos, constituye una novedad importante la previsión de que determinados ingresos y gastos se contabilicen directamente en el patrimonio neto, sin perjuicio, en su caso, de su posterior imputación a la cuenta del resultado económico patrimonial. En el nuevo PCN no se identifica el concepto de ingreso con el componente positivo de la cuenta del resultado económico patrimonial, como sucedía en el PCN'04. Tal es el caso, por ejemplo, de la valoración por el valor razonable de determinados activos, ya que mientras permanecen en balance y no se deterioran, el incremento por su valor razonable se imputa a una cuenta específica de patrimonio neto, o el de las subvenciones recibidas, que se contabilizan, con carácter general, como ingresos en una partida específica de patrimonio neto, imputándose con posterioridad al resultado económico patrimonial de acuerdo con su finalidad.

Una consecuencia de esta nueva categoría de ingresos y gastos imputados al patrimonio neto, es la necesidad de recoger en un nuevo estado de las cuentas anuales, el «estado de cambios en el patrimonio neto», además de otras operaciones, los ingresos y gastos reconocidos directamente en el patrimonio neto.

Los Criterios de registro o reconocimiento contable de los elementos de las cuentas anuales, se recogen las condiciones que deben cumplir los activos, pasivos, gastos, ingresos, etc., para su reconocimiento en dichas cuentas

Los criterios de valoración, son desarrollados posteriormente en las normas de reconocimiento y valoración de la segunda parte del Plan contable y la principal novedad es la incorporación del valor razonable que se utiliza para la valoración de determinados activos y pasivos, y que es definido como el importe por el que puede ser adquirido un activo o liquidado un pasivo, entre partes interesadas y debidamente informadas, que realizan una transacción en condiciones de independencia mutua. En cualquier caso, el valor razonable tiene que estar referido a un valor de mercado fiable.

Otros criterios de valoración también novedosos son: el valor residual, el valor en uso, el importe recuperable y el coste amortizado

Segunda parte: Normas de reconocimiento y valoración

Las normas de reconocimiento y valoración, constituyen un desarrollo de los principios contables y demás disposiciones a los que se refiere la primera parte del Plan. Estas normas son mucho más amplias y completas que las contenidas en la quinta parte del anterior plan contable, y en ellas se incluyen los criterios y reglas de reconocimiento y valoración aplicables a operaciones y hechos económicos, así como a diversos elementos patrimoniales.

Las normas de reconocimiento y valoración del Plan son 22 y vienen desarrolladas en el actual Plan, y son los siguientes:


	
1º.-  Inmovilizado material

	
2º.-  Casos particulares del inmovilizado material: Infraestructuras, bienes comunales y patrimonio histórico

	
3º.-  Patrimonio público del suelo

	
4º.-  Inversiones inmobiliarias

	
5º.-  Inmovilizado intangible

	
6º.-  Arrendamiento y otras operaciones de naturaleza similar

	
7º.-  Activos en estado de venta

	
8º.-  Activos financieros

	
9º.-  Pasivos financieros

	
10º.-  Coberturas contables

	
11º.-  Existencias

	
12º.-  Activos construidos o adquiridos para otras entidades

	
13º.-  Moneda extranjera

	
14º.-  Impuesto sobre el valor añadido (IVA) e impuesto general indirecto canario (IGIC)

	
15º.-  Ingresos con contraprestación

	
16º.-  Ingresos sin contraprestación

	
17º.-  Provisiones, activos y pasivos contingentes

	
18º.-  Transferencias y subvenciones

	
19º.-  Adscripciones, y otras cesiones gratuitas de uso de bienes y derechos

	
20º.-  Actividades conjuntas

	
21º.-  Cambios en criterios y estimaciones contables y errores

	
22º.-  Hechos posteriores al cierre del ejercicio



En el anterior Plan contable, los criterios de valoración se incluían en la quinta parte del mismo, en el Plan actual se incluyen en la segunda parte del Plan, como ya hemos comentado se ven ampliados y recoge los criterios de reconocimiento y valoración aplicables a diversos elementos patrimoniales.

Tercera parte: Cuentas Anuales.

En esta parte se recogen las normas de elaboración de las Cuentas Anuales y los modelos de los documentos que conforman las mismas. Así pues, los documentos que integran las cuentas anuales comprenden:


	
—  El Balance

	
—  La Cuenta del Resultado Económico-Patrimonial

	
—  El Estado de Cambios en el Patrimonio Neto

	
—  El Estado de Flujos de Efectivo

	
—  El Estado de Liquidación del Presupuesto

	
—  La Memoria



En esta parte del PGCP'10 la principal novedad es la incorporación de dos nuevos estados: el estado de cambios en el patrimonio neto y el estado de flujos de efectivo.

Las Cuentas Anuales, con sus normas de elaboración y modelos a que deben ajustarse, pasan de la cuarta parte del anterior Plan a la tercera parte de este PGCP'10.

El Balance presenta la posición patrimonial de una entidad en un momento determinado. Se estructura en tres masas patrimoniales, activo, pasivo y patrimonio neto, desarrolladas cada una de ellas en agrupaciones que representan elementos patrimoniales homogéneos.

Las novedades de este Plan respecto al PGCP'04 en relación con el Balance son:


	
—  Distinción entre activos y pasivos corrientes y no corrientes, en el PGCP'04 se distinguía entre corto y largo plazo

	
—  La presentación de las amortizaciones acumuladas y de las correcciones valorativas por deterioro minorando las correspondientes partidas del activo, que figurarán por su importe neto, en el PGCP'04 se reflejaban en el balance en partidas independientes, disminuyendo los correspondientes epígrafes de activo

	
—  El patrimonio neto tiene una nueva estructura, figurando en epígrafes independientes el patrimonio, el patrimonio generado, los ajustes por cambios de valor y las subvenciones recibidas pendientes de imputación a resultados.Esta nueva clasificación obedece a las normas de reconocimiento y valoración de los elementos patrimoniales en los que pueden surgir ajustes por cambios de valor que deben ser imputados directamente al patrimonio neto y al nuevo tratamiento contable de las subvenciones recibidas. Con respecto al PGCP'04, desaparecen las cuentas de patrimonio en adscripción, en cesión y entregado al uso general, así como los derechos sobre bienes en régimen de arrendamiento financiero, por el nuevo criterio de reconocimiento y valoración de los arrendamientos financieros, y los gastos a distribuir en varios ejercicios, que pasarán a formar parte del pasivo a medida que se vayan devengando de acuerdo con el criterio del coste amortizado.



	
—  Aparecen como novedosos otros epígrafes en el Balance: las inversiones inmobiliarias y los activos en estado de venta, en línea con lo recogido en las normas de reconocimiento y valoración.

	
—  En el Balance aparece la segregación de los deudores y acreedores presupuestarios que pasan a figurar en diferentes partidas según los criterios de las normas de elaboración del balance



Los deudores presupuestarios figurarán en las partidas «Deudores por operaciones de gestión», «Otras cuentas a cobrar» y «Créditos y valores representativos de deuda» (diferenciando estas inversiones financieras en función de si corresponden a entidades vinculadas a la entidad o a otras entidades con las que no existe vinculación).

Los acreedores presupuestarios figurarán en las partidas «Acreedores por operaciones de gestión», «Otras cuentas a pagar» y «Otras deudas» (del epígrafe II «Deudas a corto plazo»), y en el epígrafe «Deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas a corto plazo».

La Cuenta del Resultado Económico-Patrimonial: esta cuenta recoge el resultado económico-patrimonial obtenido en el ejercicio y está formada por los ingresos y los gastos del mismo, excepto cuando proceda su imputación directa al patrimonio neto, de acuerdo con lo previsto en las normas de reconocimiento y valoración. En este estado contable se obtiene el Resultado de la gestión ordinaria, Resultado de operaciones no financieras, Resultado de operaciones financieras y Resultado neto del ejercicio.

La novedad de este Plan respecto al PGCP'04 en relación con Cuenta del Resultado Económico-Patrimonial es:

— Nuevo formato: diseño en vertical en forma de lista, en lugar de en dos columnas que es como figuraba en el PGCP'04. A diferencia de éste, en la nueva cuenta de resultados se conforman varios márgenes intermedios que por agregación formarán el resultado total del ejercicio (ahorro o desahorro).

El Estado de Cambios en el Patrimonio Neto: Presenta el Estado total de cambios en el patrimonio neto, el Estado de ingresos y gastos reconocidos y el Estado de operaciones con la entidad o entidades propietarias:


	
—  El Estado total de cambios en el patrimonio neto refleja todos los cambios habidos en el patrimonio neto durante el ejercicio, por distintos conceptos.

	
—  El Estado de ingresos y gastos reconocidos refleja los ingresos y gastos generados por la actividad de la entidad, tanto los reconocidos en la cuenta del resultado económico-patrimonial como los registrados directamente en el patrimonio neto.

	
—  El Estado de operaciones con la entidad o entidades propietarias refleja las operaciones realizadas con la entidad o entidades propietarias tanto patrimoniales como de reconocimiento de ingresos y gasto.



La novedad de este Plan respecto al PGCP'04 en relación con el Estado de Cambios en el Patrimonio es que este estado que integra las cuentas anuales es nuevo en este Plan, no existía en el PGCP'04.

El Estado de flujos de efectivo: Refleja el origen y destino de los movimientos en las partidas monetarias de activo que representan el efectivo y otros activos líquidos equivalentes, e indica la variación neta sufrida por las mismas en el ejercicio.

En este estado se distingue entre actividades de gestión, de inversión y de financiación. Las actividades de gestión incluyen las transacciones que intervienen en la determinación del resultado de la gestión ordinaria de la entidad y aquellas otras que no se clasifican como de inversión o financiación. Las actividades de inversión incluyen los pagos y cobros que tienen su origen en la adquisición, enajenación o amortización de elementos del inmovilizado no financiero y de inversiones financieras. Las actividades de financiación incluyen los cobros procedentes de la adquisición por terceros de títulos valores emitidos por la entidad, aportaciones de la entidad o entidades propietarias, deudas con entidades de crédito, así como los pagos a la entidad o entidades propietarias o los reembolsos de pasivos financieros.

La novedad de este Plan respecto al PGCP'04 en relación con el Estado de flujos de efectivo es que este estado que integra las cuentas anuales es nuevo en este Plan, no existía en el PGCP'04.

El Estado de la Liquidación del Presupuesto: Informa del resultado presupuestario obtenido por la Entidad. No sufre modificaciones importantes respecto al PGCP'04. El Estado de la Liquidación del Presupuesto está compuesto por:


	
—  La liquidación del presupuesto de gastos refleja cómo se ha ejecutado el presupuesto de gastos del ejercicio. Contiene para cada aplicación presupuestaria, los créditos iniciales, sus modificaciones y los créditos definitivos, los gastos autorizados y comprometidos, las obligaciones reconocidas, los pagos ordenados y los pagos realizados.

	
—  La liquidación del presupuesto de ingresos refleja cómo se ha ejecutado el presupuesto de ingresos del ejercicio. Contiene para cada concepto, las previsiones iniciales, sus modificaciones y las previsiones definitivas los derechos reconocidos y anulados, así como los recaudados netos.

	
—  El resultado presupuestario representa el resultado de la ejecución del presupuesto. El resultado final indicará si los recursos presupuestarios obtenidos en el ejercicio son mayores o menores que los gastos presupuestarios del año.



La consulta del resumen de la liquidación del presupuesto de gastos, de la liquidación del presupuesto de ingresos y del resultado presupuestario de una Entidad local se puede realizar en el Estado de liquidación del presupuesto.

La Memoria incluye una información más amplia y detallada que la del PGCP'04. Se estructura en 28 apartados, siete más que en anterior Plan, y completa, amplia y comenta la información contenida en el Balance, en la Cuenta del resultado económico-patrimonial y en el Estado de liquidación del Presupuesto.

Las novedades de este Plan respecto al PGCP'04 en relación con la Memoria son:


	
—  Se debe informar de las normas de reconocimiento y valoración aplicadas y de otra información adicional que se considere relevante para la comprensión por los usuarios de las cuentas anuales.

	
—  Se ha incorporado información sobre el medio ambiente, sobre contratación administrativa y sobre las nuevas categorías de elementos patrimoniales incorporadas.

	
—  En la información presupuestaria se ha eliminado el detalle individualizado de cada uno de los gastos con financiación afectada.

	
—  Se han reforzado los indicadores relativos a la situación económico-financiera de la entidad y a la gestión de los servicios públicos, manteniéndose casi en su totalidad los indicadores presupuestarios. En concreto, el «período medio de pago» y el «período medio de cobro», con nueva fórmula para su elaboración, se han trasladado del grupo de indicadores presupuestarios al grupo de indicadores financieros y patrimoniales, debido a que su nueva configuración incluye tanto pagos y cobros por operaciones presupuestarias como no presupuestarias. En relación con el «período medio de pago» que pasa a llamarse «período medio de pago a acreedores comerciales», denominación más ajustada a su nueva configuración, hay que destacar que será el mismo período medio de pago que las entidades locales deben elaborar a efectos del control de la morosidad en las operaciones comerciales, pero referido a todo el ejercicio y a las operaciones comerciales en su conjunto.

	
—  Se ha añadido un apartado de información sobre el coste de las actividades.



Cuarta parte: Cuadro de cuentas.

El cuadro de cuentas del actual Plan, como el anterior, tiene un carácter obligatorio, excepto en los casos expresamente previstos como son los del grupo 3 «Existencias y otros activos en estado de venta» que son orientativos los códigos y las denominaciones de las cuentas de los subgrupos 30 a 38, y el grupo 0 «Cuentas de control presupuestario» que tiene carácter opcional.

Como novedad el cuadro de cuentas del nuevo Plan, amplía su contenido para dar cabida a nuevas operaciones recogidas en las normas de reconocimiento y valoración, incluyendo dos grupos nuevos, el 8 y el 9, de gastos e ingresos imputados al patrimonio neto.

El cuadro de cuentas, pasa de la segunda parte en el PGCP'04, a la cuarta parte del actual Plan.

El cuadro de cuentas del actual Plan, está integrado por los siguientes 10 grupos:


	
1.  Financiación básica

	
2.  Activo no corriente

	
3.  Existencias y otros activos en estado de venta

	
4.  Acreedores y deudores

	
5.  Cuentas financieras

	
6.  Compras y gastos por naturaleza

	
7.  Ventas e ingresos por naturaleza

	
8.  Gastos imputados al patrimonio neto

	
9.  Ingresos imputados al patrimonio neto

	
10.  Cuentas de control presupuestario



Los Grupos del 1 a 5 contienen las cuentas de carácter patrimonial o de Balance, que se utilizan para confeccionar el Balance de situación.

Los Grupos 6 y 7 las cuentas de gestión y resultados, se utilizan para confeccionar la Cuenta Económico-Patrimonial.

Los Grupos 8 y 9 incluyen los gastos e ingresos, respectivamente, que se imputarán directamente al patrimonio neto y que, por tanto, se utilizan para confeccionar el Estado de cambios en el patrimonio neto.

El Grupo 0 recoge las cuentas de control presupuestario. Este grupo es facultativo por la entidad.

A su vez, los Grupos se dividen en Subgrupos, identificados por dos dígitos. Los Subgrupos se dividen en cuentas identificadas con tres dígitos, denominadas «cuentas de primer orden» o principales, las cuales se pueden subdividir en subcuentas, según las necesidades de la entidad, a las que se asignarán cuatro, «cuentas de segundo orden», o más dígitos.

Este PGCP'10 al igual que el anterior Plan distingue entre el corto plazo para operaciones hasta doce meses, y el largo plazo para operaciones por período superior a doce meses, tomando como referencia la fecha de cierre del ejercicio.

Novedades de los Grupos y Subgrupos del Cuadro de Cuentas

Grupo 1 «Financiación Básica», en éste se incluye el patrimonio neto y la financiación ajena a largo plazo de la entidad, sujeto de la contabilidad, destinados, en general, a financiar el activo no corriente y a cubrir un margen razonable del corriente. Los aspectos novedosos de este grupo de cuentas son:


	
—  El subgrupo 10 «Patrimonio» que en el PGCP'04 se estructuraba en seis, en el actual se estructura en dos cuentas, la cuenta 100 «Patrimonio» y la 101 «Patrimonio recibido», para recoger el patrimonio de las entidades contables en función de si son entidades propietarias o no. Así, la cuenta 100, reservada para entidades propietarias, recoge la diferencia entre el activo y el pasivo exigible, deducidos los resultados y los incrementos y disminuciones patrimoniales pendientes de imputar a resultados, mientras que la cuenta 101, utilizable por el resto de entidades contables, recoge las aportaciones patrimoniales recibidas de su entidad o entidades propietarias.

	
—  El subgrupo 13 «Subvenciones y ajustes por cambio de valor», que no existía en el PGCP'04, recoge las subvenciones que al recibirse se consideren ingresos de patrimonio neto y no ingresos del ejercicio, y los ajustes en el valor razonable de determinados activos (activos financieros e inmovilizado tangible).

	
—  El subgrupo 16 «Deudas a largo plazo con entidades del grupo, multigrupo y asociadas», nuevo en el actual Plan, y subgrupo 17 «Deudas a largo plazo por préstamos recibidos y otros conceptos», recogen el endeudamiento a largo plazo no formalizado mediante emisiones en masa, desagregado entre el existente con entidades del grupo, multigrupo y asociadas y el mantenido con otras entidades. También en estos subgrupos se recogen las deudas por subvenciones calificadas de reintegrables que pueden surgir como consecuencia del novedoso tratamiento contable que tienen las subvenciones recibidas.

	
—  Se incluye una cuenta nueva denominada 186 «Ingresos anticipados a largo plazo», en el subgrupo 18 «Fianzas y depósitos recibidos y ajustes por periodificación a largo plazo», para recoger los ingresos contabilizados en el ejercicio o en ejercicios anteriores cuyo devengo sea a largo plazo.



El Grupo 2 «Activo no corriente», que en el PGCP'04 se denominaba Inmovilizado, comprende los elementos del patrimonio destinados a servir de forma duradera en las actividades de la entidad, sujeto de la contabilidad, así como las inversiones inmobiliarias. También se incluyen dentro de este grupo, con carácter general, inversiones financieras cuyo vencimiento, enajenación o realización se espera habrá de producirse en un plazo superior a un año. Los aspectos novedosos de este grupo de cuentas son:


	
—  En el subgrupo 21 «Inmovilizaciones materiales», se incluyen los elementos patrimoniales (infraestructuras, patrimonio histórico, bienes comunales) que en el PGCP'04 se incluían en el antiguo subgrupo 20 «Inversiones destinadas al uso general». En el nuevo Plan estos bienes se consideran inmovilizado material y no se dan de baja en contabilidad cuando entran en funcionamiento, dado que cumplen la definición de activo. En el PGCP'04 las «inmovilizaciones materiales» eran el subgrupo 22.

	
—  Se incluye un nuevo subgrupo, denominado 22 «Inversiones inmobiliarias» donde se recogen los bienes inmuebles que estén dedicados a obtener flujos de efectivo mediante su arrendamiento o venta, y no a la producción o suministro de bienes o servicios ni a fines administrativos.

	
—  El subgrupo 23 «Inversiones gestionadas para otros entes públicos», se suprime y estos bienes pasan a contabilizarse de acuerdo con la norma de reconocimiento y valoración no 11 «Existencias», y por tanto, se incluyen por tanto en el Grupo 3.



Aparece un nuevo subgrupo 23 «Inmovilizaciones materiales e inversiones inmobiliarias en curso», que incluye los trabajos de adaptación, construcción y montaje de los bienes que forman el inmovilizado tangible, salvo los realizados sobre bienes del patrimonio público que se incluyen en su subgrupo específico (el subgrupo 24 «Patrimonio público del suelo»). En este subgrupo, también se incluyen los anticipos sobre dichos bienes.


	
—  El subgrupo 25 del PGCP'04 se separa en dos, el 25 «Inversiones financieras a largo plazo en entidades del grupo, multigrupo y asociadas» y el 26 «Otras inversiones financieras a largo plazo». De este modo se diferencian las inversiones financieras en entidades vinculadas a la entidad contable, de aquellas inversiones en entidades que no mantienen ninguna vinculación con ella.

	
—  Los deudores a largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento que venían recogiéndose en la cuenta 444 del PGCP'04, pasan a recogerse en cuentas representativas del inmovilizado de carácter financiero, cuenta 2621 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento».

	
—  El subgrupo 29 «Deterioro de valor de activos no corrientes», anteriormente denominado «Provisiones de inmovilizado», amplía su desarrollo en cuentas para recoger todos los elementos patrimoniales susceptibles de esta corrección valorativa. Aparece la cuenta 299 «Deterioro de valor por usufructo cedido del inmovilizado material», que recoge las correcciones de valor derivadas de la cesión gratuita del uso de elementos del inmovilizado material a terceros, por un período de tiempo inferior a la vida económica del bien cedido.



El Grupo 3 «Existencias». Comprende los activos poseídos para ser vendidos en el curso normal de la explotación, en proceso de producción o en forma de materiales o suministros para ser consumidos en el proceso de producción o en la prestación de servicios; mercaderías, materias primas, otros aprovisionamientos, productos en curso, productos semiterminados, productos terminados, subproductos, residuos y materiales recuperados, así como los activos construidos o adquiridos para otras entidades y los activos en estado de venta. Los aspectos novedosos de este grupo de cuentas son:


	
—  Aparecen dos nuevos subgrupos: el 37 «Activos construidos o adquiridos para otras entidades», donde se ubican las anteriormente denominadas inversiones gestionadas para otros entes públicos, en el PGCP'04 estaban en el subgrupo 23; y el subgrupo 38 «Activos en estado de venta», que recoge los activos no financieros, clasificados inicialmente como no corrientes, y que se tiene prevista su venta en un plazo no superior al año.

	
—  Las denominaciones y códigos de las cuentas de los subgrupos 30 a 38 son orientativos, pudiéndose desarrollar tantas cuentas como su actividad exija, al igual que en el PGCP'04



El Grupo 4 «Acreedores y Deudores», Comprende las cuentas a cobrar y a pagar derivadas de operaciones realizadas con terceros, que tengan su origen en la gestión ordinaria de la entidad, así como las cuentas correspondientes a las administraciones públicas. Los activos financieros y los pasivos financieros incluidos en este grupo se clasificarán, con carácter general, a efectos de su valoración, en las categorías de créditos y partidas a cobrar y débitos y partidas a pagar, respectivamente. Los aspectos novedosos de este grupo de cuentas son:


	
—  Las cuentas de los subgrupos 40 «Acreedores presupuestarios» y 43 «Deudores presupuestarios», se desagregan en subcuentas con el detalle contemplado en las normas de elaboración del Balance.

	
—  Se elimina el desglose en cuentas de cuatro cifras, según el tipo de liquidación, en las cuentas del subgrupo 43 «Deudores presupuestarios», (contraído previo o no, e ingreso directo o por recibo). Aunque, ello no es obstáculo para que las entidades puedan mantener dicho desglose en cuentas de cinco cifras o más, siempre que se respete la desagregación en subcuentas que se contiene en el nuevo Plan contable.

	
—  Se incluye en el subgrupo 41 «Acreedores no presupuestarios» la cuenta 418 «Acreedores por devolución de ingresos y otras minoraciones», que en el anterior PGCP'04 estaba ubicada en el subgrupo 40 «Acreedores presupuestarios».

	
—  La cuenta 444 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento» del PGCP'04, se elimina y estos deudores se trasladan al inmovilizado no corriente de carácter financiero, en concreto a la subcuenta 2621 «Deudores a largo plazo por aplazamiento y fraccionamiento», para darles un encaje más apropiado dado su período de vencimiento.

	
—  El subgrupo 45 «Deudores y acreedores por administración de recursos por cuenta de otros entes públicos» distingue dos situaciones respecto al tratamiento contable de las operaciones en el ente gestor, en función de si éste suministra a la entidad titular de los recursos toda la información sobre las operaciones de gestión que resulte necesaria para su registro en contabilidad o si, por el contrario, el ente gestor no está en condiciones de proporcionar a la entidad titular dicha información. En el caso de que el ente gestor proporcione la información necesaria para que el ente titular refleje todas las operaciones de sus recursos como si los gestionara el mismo, debe utilizar las cuentas 453 «Entes públicos, por ingresos pendientes de liquidar» y 456 «Entes públicos, c/c. efectivo». En el caso de que el ente gestor no esté en condiciones de proporcionar la información sobre dichas operaciones a la entidad titular, deberá utilizar el subgrupo 45 al completo, igual que se establecía en el PGCP'04.

	
—  En el subgrupo 49 «Deterioro de valor de créditos» eta compuesto por una única cuenta, la 490 «Deterioro de valor de créditos», que recoge el mismo desglose contemplado para las cuentas del subgrupo 43 «Deudores presupuestarios».

	
—  La Orden HFP/1970/2016, de 16 de diciembre, modificó el PGCP'10, y la cuenta 413 y 411 se integró en una única cuenta denominada 413 Acreedores por operaciones devengadas. Esta cuenta refleja al cierre del ejercicio las adquisiciones de activos o la realización de gastos devengados y no imputados al presupuesto.



El Grupo 5 «Cuentas Financieras». Comprende los activos y pasivos financieros corrientes, excepto aquellos que deban figurar en el grupo 4, «Acreedores y deudores», periodificaciones financieras y provisiones a corto plazo. Los aspectos novedosos de este grupo de cuentas son:


	
—  En los subgrupos 51 «Deudas a corto plazo con entidades del grupo, multigrupo, multigrupo y asociadas» y 52 «Deudas a corto plazo por préstamos recibidos y otros conceptos», se incluyen cuentas para recoger las deudas a corto plazo por subvenciones reintegrables.

	
—  Los activos financieros a corto plazo (principalmente, inversiones en patrimonio, valores representativos de deuda y créditos), se distribuyen en dos subgrupos distintos, dependiendo de que sean activos financieros de entidades vinculadas con la entidad o no, subgrupo 53 «Inversiones financieras a corto plazo en entidades del grupo, multigrupo y asociadas» o subgrupo 54 «Inversiones financieras a corto plazo», respectivamente.

	
—  En el subgrupo 55 «Otras cuentas financieras» se incluye, entre otras, la cuenta 550 «Cuentas corrientes no bancarias» que recogerá, además de otras operaciones, las entregas a cuenta recibidas por el ente titular de parte del administrador de sus recursos, así como la liquidación definitiva que se practique periódicamente. Asimismo, se incluyen las cuentas 556 «Movimientos internos de tesorería» y 557 «Formalización», que en el antiguo Plan de 2004 estaban en el subgrupo 57 «Tesorería».

	
—  Se amplía el subgrupo 56 «Fianzas y depósitos recibidos y constituidos a corto plazo y ajustes por periodificación», que como su nombre indica recoge, además de las fianzas y depósitos a corto plazo, los ajustes por periodificación de carácter financiero que, en el anterior PGCP'04, se registraban de forma independiente en el subgrupo 58 «Ajustes por periodificación».

	
—  En el subgrupo 57 «Tesorería» se crea la cuenta 577 «Activos líquidos equivalentes al efectivo» para recoger las inversiones financieras que tengan un alto grado de liquidez y, como ya se ha expuesto, las cuentas para recoger los movimientos internos de tesorería y los cobros y pagos en formalización se trasladan al subgrupo 55 «Otras cuentas financieras».

	
—  En el nuevo subgrupo 58 «Provisiones a corto plazo», se recogen aquellas obligaciones estimadas cuya cancelación se prevea en el corto plazo. Este subgrupo añade, respecto a las especificadas en el subgrupo 14 «Provisiones a largo plazo», la que recoge la cuenta 585 «Provisión a corto plazo para devolución de ingresos», en la que se contabilizarán aquellas devoluciones de impuestos y de otros ingresos que la entidad espera realizar en un plazo no superior al año, y en las que existe incertidumbre sobre su exacto importe o vencimiento.



El Grupo 6 «Compras y Gastos por naturaleza», Comprende los aprovisionamientos de mercaderías y demás bienes adquiridos por la entidad para revenderlos, bien sea sin alterar su forma o sustancia, o previa adaptación, transformación o construcción. Además, incluye las cuentas destinadas a recoger, de acuerdo con su naturaleza o destino, los gastos imputables al resultado económico patrimonial del ejercicio.

Este grupo no presenta grandes novedades, a excepción de una mayor desagregación de las cuentas, en especial, las relacionadas con operaciones financieras que llegan a un desarrollo de 5 dígitos.

El Grupo 7 «Ventas e Ingresos por naturaleza», comprende los recursos procedentes de la capacidad impositiva de la entidad y de los rendimientos del ejercicio de su actividad, así como, otros ingresos imputables al resultado económico patrimonial. Los aspectos más novedosos de este grupo de cuentas son:


	
—  Se crea una cuenta nueva denominada 707 «Ingresos por activos construidos o adquiridos para otras entidades», para que el ente gestor refleje los ingresos recibidos de terceros para financiar la construcción o adquisición del bien a entregar, que dejarán de figurar contablemente como subvenciones recibidas.

	
—  En el subgrupo 75 «Transferencias y subvenciones», se crean cuentas específicas para recoger la imputación al resultado económico patrimonial, de las subvenciones recibidas que originalmente han sido calificadas como ingresos de patrimonio neto.



Los Grupos 8 «Gastos imputados al patrimonio neto» y 9 «Ingresos imputados al patrimonio neto» son nuevos en este PGCP'10, se crean para recoger aquellas disminuciones o incrementos del patrimonio neto de la entidad que no se imputan al resultado económico patrimonial del ejercicio en el que se generan.

El Grupo 0 «Cuentas de control presupuestario», ha mantenido sus cuentas y movimientos contables, pero presenta una novedad fundamental, y es que su utilización pasa a tener carácter opcional, sin perjuicio de que las operaciones se registren por partida simple en la contabilidad de desarrollo de la ejecución del presupuesto y se facilite la correspondiente información en las cuentas anuales.

Quinta parte: Definiciones y relaciones contables.

Esta parte se dedica a las definiciones y relaciones contables de los grupos, subgrupos y cuentas del Plan. Las relaciones contables definen los motivos más comunes de cargo y abono de las cuentas, sin agotar todas las posibilidades que cada una de ellas puedan admitir.

Las definiciones y relaciones contables, pasan de la tercera parte en el PGCP'04, a la quinta parte del actual Plan.

4.5.- Las instrucciones de contabilidad para administración local.

El Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local, con entrada en vigor desde el 1 de enero de 2015, es el aprobado por las Órdenes del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de 20 de Septiembre de 2013 quedando derogado el anterior Plan de Contabilidad de 2004, en sus modelos Normal y Simplificado, y quedando modificado el modelo Básico de dicho Plan:


	
—  Orden HAP/1781/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal de contabilidad local.

	
—  Orden HAP/1782/2013, de 20 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción del modelo simplificado de contabilidad local

	
—  y se modifica la Instrucción del modelo básico de contabilidad local, aprobada por Orden EHA/ 4040/2004, de 23 de noviembre.



La Instrucción del Modelo Normal de Contabilidad Local :

El índice ampliado de esta Instrucción Contable del Modelo Normal es la siguiente:


ANEXO. Instrucción del modelo normal de Contabilidad Local

TÍTULO I. Principios generales del modelo normal de contabilidad local

CAPÍTULO I. Principios generales


	 Regla 1. Ámbito de aplicación.


	 Regla 2. Entidades contables.


	 Regla 3. Obligación de rendir cuentas.


	 Regla 4. Ejercicio contable.


	 Regla 5. Modelo contable.


	 Regla 6. Aplicación del Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración local.


	 Regla 7. Destinatarios de la información contable.




Capítulo II. Competencias y funciones


	 Regla 8. Del Pleno de la Corporación.


	 Regla 9. De la Intervención u órgano de la entidad local que tenga atribuida la función de contabilidad.


	 Regla 10. De la Intervención General de la Administración del Estado.




TÍTULO II. Del modelo normal del sistema de información contable para la Administración Local

Capítulo I. Normas generales


	 Regla 11. Definición.


	 Regla 12. Objeto.


	 Regla 13. Fines.


	 Regla 14. Configuración informática del Sistema.


	 Regla 15. Soporte de los registros contables.




Capítulo II. Áreas contables de especial trascendencia


	 Sección 1.ª Remanentes de crédito
	 Regla 16. Seguimiento y control contable de los remanentes de crédito.


	 Regla 17. Remanentes de crédito iniciales.


	 Regla 18. Rectificación de remanentes de crédito.


	 Regla 19. Certificación de existencia de remanentes de crédito.


	 Regla 20. No incorporabilidad de remanentes de crédito.






	 Sección 2.ª Proyectos de gasto
	 Regla 21. Concepto.


	 Regla 22. Estructura.


	 Regla 23. Vinculación jurídica.


	 Regla 24. Seguimiento y control contable de los proyectos de gasto.






	 Sección 3.ª Gastos con financiación afectada
	 Regla 25. Concepto.


	 Regla 26. Estructura.


	 Regla 27. Seguimiento y control contable de los gastos con financiación afectada.


	 Regla 28. Coeficiente de financiación.


	 Regla 29. Desviaciones de financiación.






	 Sección 4.ª Administración de recursos por cuenta de otros entes públicos
	 Regla 30. Delimitación.


	 Regla 31. Relaciones entre el ente gestor y el ente titular de los recursos.


	 Regla 32. Tratamiento contable de las operaciones de administración de recursos por cuenta de otros entes públicos en el ente gestor.


	 Regla 33. Tratamiento contable de las operaciones relativas a recursos administrados por otro ente público en el ente titular.








TÍTULO III. De los datos a incorporar al sistema

Capítulo I. Justificantes de las operaciones


	 Regla 34. Justificación.


	 Regla 35. Medios de justificación.




Capítulo II. Incorporación de datos al sistema


	 Regla 36. Soporte de las anotaciones contables.


	 Regla 37. Autorización.


	 Regla 38. Toma de razón.




Capítulo III. Archivo y conservación


	 Regla 39. Archivo y conservación de los justificantes de las operaciones y de los soportes de las anotaciones contables.


	 Regla 40. Conservación de los registros contables.




TÍTULO IV. De la información a obtener del sistema

Capítulo I. Normas generales


	 Regla 41. Tipos de información.


	 Regla 42. Soporte de la información.


	 Regla 43. Garantía de la información contable.




Capítulo II. La cuenta general de la entidad local


	 Sección 1.ª Contenido
	 Regla 44. Delimitación de la Cuenta General.


	 Regla 45. La Cuenta de la propia entidad local y la Cuenta de los organismos autónomos.


	 Regla 46. Las cuentas anuales de las sociedades mercantiles y de las entidades públicas empresariales dependientes de la entidad local.






	 Sección 2.ª Formación
	 Regla 47. Formación de la Cuenta General.


	 Regla 48. Documentación complementaria.






	 Sección 3.ª Aprobación	 Regla 49. Aprobación de la Cuenta General.





	 Sección 4.ª Rendición de cuentas
	 Regla 50. Cuentadantes.


	 Regla 51. Procedimiento de rendición.








Capítulo III. Otra información contable


	 Sección 1.ª Información periódica para el Pleno
	 Regla 52. Elaboración.


	 Regla 53. Contenido.






	 Sección 2.ª Avance de la Liquidación del presupuesto corriente
	 Regla 54. Elaboración.


	 Regla 55. Contenido.


	 Regla 56. Primera parte: Liquidación del presupuesto referida, al menos, a seis meses del ejercicio.


	 Regla 57. Segunda parte: Estimación de la Liquidación del presupuesto referida a 31 de diciembre.






	 Sección 3.ª Información para los órganos de gestión y de control interno	 Regla 58. Información para los órganos de gestión y de control interno.





	 Sección 4.ª Información para otras Administraciones Públicas	 Regla 59. Información para otras Administraciones Públicas.







ANEXO. Plan General de Contabilidad Pública adaptado a la Administración Local

Introducción

PRIMERA PARTE. Marco conceptual de la contabilidad pública

SEGUNDA PARTE. Normas de reconocimiento y valoración

TERCERA PARTE. Cuentas anuales

CUARTA PARTE. Cuadro de Cuentas

QUINTA PARTE. Definiciones y relaciones contables



Por tanto, esta Instrucción se estructura en cuatro Títulos y un Anexo, y los Títulos, a su vez, en Capítulos y Secciones:

El Título I «Principios generales del modelo normal de contabilidad local», consta de dos Capítulos:

— Capítulo I «Principios generales», en el que se regulan los principios generales propiamente dichos: el ámbito de aplicación, la obligación de rendir cuentas, el ejercicio contable, el modelo contable, la aplicación del PGCP adaptado a la Administración local y los destinatarios de la información contable.

Se mantiene el ámbito de aplicación y se caracteriza por tratarse de un modelo contable centralizado, con independencia del lugar físico donde se capturen las operaciones porque éstas se registran (además de por el método de partida simple) por el método de partida doble. Como novedad destacar, usa con carácter vinculante, del desarrollo de cuentas de tercer orden (codificadas con cinco dígitos).Y además, como en el plan contable anterior, se hace una mención específica a los destinatarios de la información contable, incluyéndose no solo a los órganos de control sino también a los órganos responsables de la gestión, a los órganos de las Administraciones Públicas que ejerzan funciones de tutela, a los acreedores de la entidad, a los analistas financieros y económicos, así como a cualquier entidad, asociación y ciudadanos, en general. Se trata de una manifestación explícita de que se ha superado la visión tradicional de la contabilidad pública, orientada fundamentalmente al seguimiento de la ejecución presupuestaria y a la rendición de cuentas.

— Capítulo II «Competencias y funciones», en el que se relacionan las competencias y funciones que, en materia contable, corresponden al Pleno de la Corporación, a la Intervención u órgano de la Entidad Local que tenga atribuida la función de contabilidad y a la Intervención General de la Administración del Estado, y que se recogen, en ocasiones de forma dispersa, en la legislación vigente. Con esta recopilación de competencias y funciones se pretende contribuir al correcto ejercicio de las funciones contables.

El Título II «Del modelo normal del sistema de información contable para la Administración local», se divide en dos Capítulos en los que se regulan aspectos muy diversos:

— Capítulo I «Las normas generales». En él se establecen las características básicas del sistema de información contable normal (SICAL-Normal). En este capítulo se define la contabilidad de las entidades contables configurándola como un sistema de registro, elaboración y comunicación de información económico-financiera y presupuestaria sobre la actividad de la misma durante el ejercicio contable. En él, se describen el objeto y los fines del SICAL-Normal, se establecen los requerimientos de su configuración informática y se regulan los registros contables. La nueva Instrucción continua impulsando la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en la función contable, en la línea seguida por la Administración General del Estado. En este sentido, se establecen bases de datos informáticas donde residan los registros contables y que constituyen un soporte suficiente para la llevanza de la contabilidad de la entidad.
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